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DEMANDA DI LA COMISIÓN 1H1'ERA DI DlMeMOS
HU M"f'I LA COItT& DI HIICHOS
HU EMLOS CAllOS U.OIO y U." (NUNlaPlO DI

ITUANeOl LA R . . . UDAD DE LA ... DI

COLOMBIA POR DER:-~ HUMANOs . SOIIRE

l. INTRODUCCIÓN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante
la "Comisión Interameneana" o "la Comisión") se dirige a la Corte
Interamerieana .de Derechos Humanos (en adelante "la Honorable Corte") a
fin de someter a su jurisdicción contenciosa una demanda en los casos
12.050 (La Granja) y 12.266 (El Aro), en contra de la República de Colombia
(en adelante "el Ilustre Estado" o "el Estado colombiano") por su
responsabilidad en los hechos acaecidos en junio de 1996 y a partir de
octubre de 1997, respectivamente, en el Municipio de Ituango,
Departamento de AntIoqula, por la violación del derecho a la vida (articulo 4)
de Wllliam Villa Garcla, Graclela Arboleda, Héctor Hemán Correa García,
Amulfo Sánchez, José Dario Martínez Pérez, Olcris Fail Díaz, Wllmar de Jesús
Restrepo Torres (nlilo de 13 años de edad)l, Omar de Jesús OrtIz Carmona,
Fablo Antonio Zuleta Zabala, Otonlel de Jesús Tejada Tejada, Ornar Iván
Gutlérrez Nohavá, Guillermo Andrés Mendoza Posso, Nelson de Jesús Palacio
Cárdenas, Luis Modesto Múnera, Dora Luz Areiza y Alberto Correa; el
derecho a la vida y la libertad personal de JalroSepúlveda; el derecho a la
vida, a la integridad personal y a la libertad de Marco Aurello Arelza OSOrio y
Rosa Arelza Barrera y el derecho a la propiedad de Luis Humberto Mendoza,
L1bardo Mendoza, Frascisco Osvaldo Pino Posada, Omar Alfredo Torres
Jaramlllo, Ricardo Alfredo Bulles Echeverry y Bemardo Maria Jlménez Lopera,
así como de asegurar la debida protección y garantías judiciales de estas
personas y sus familias (articulos 8 y 25) todos estos derechos en conexión
con su artículo 1(1) de la Convención Americana de Derechos Humanos (en
adelante "la Convención Americana" o "la Convenclón"),y en el caso del niño
Wllmar de Jesús Restrepo Torres, la violación también del el artículo 19 del
mismo Tratado.

2. La responsabilidad del Ilustre Estado por el incumplimiento con
las obligaciones establecidas en la Convención Americana se deriva de los
actos de omisión, aquiescencia y colaboración por parte de miembros de la
Fuerza Pública apostados en el Municipio de Ituango con grupos paramilitares
pertenecientes a las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC)2 que

1 De confonnldad con la Convenctón sobre los Derechos del NIlIo de la Organtaci6n de NacIones
Unidas (1989), 'nlfio es tDdo ser humano menor de 18 al\os de edad, salvo que, en virtud de la ley que
sea aplicable, haya alcanzado antes la mayorfa de edad".

2 Las AUC fueron O"e8daS como una organización nadonal de grupos paramilitares en la primera
cumbre de grupos de autodefensa colombianos. A1egadamente, estos grupos decidieron unirse con el

Continúa...
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perpetraron sucesivas Incursiones armadas en ese Municipio asesln.'ndo a su
paso a civlies en estado de Indefensi6n, despojando a otros de sus bienes y
generando terror y desplazamiento. Transcurridos más de ocho años desde
la incursi6n en el corregimiento de La Granja y más de seis afios desde la
incursl6n armada en el Corregimiento de El Aro, el Estado colombiano no ha
cumplido aun en forma sustancial con su obligad6n de esclarecer los hechos,
juzgar a todos los responsables en forma efectiva y reparar adecua(jamente
a las vlctimas y sus familiares. De los aproximadamente 50 parart;lliltares
involucrados en la comlsl6n de los graves hechos de violencia materia del
presente caso s610 se ha establecido la responsabilidad penal de tres de los
cuales s610 uno se encuentra detenido, y no se ha avanzado en forma
sustancial en la determlnacl6n de responsabilidad de agentes estatales
involucrados.

3. Los casos 12.050 (La Granja) y 12.266 (El Aro) han sido
tramitados de acuerdo al procedimiento establecido en la Convencl6n
Americana y se presentan ante la Honorable Corte de conformidad con el
articulo 33 del Reglamento de la Corte Interamerlcana de Derechos Humanos
(en adelante "el Reglamento de la Corte"). Asimismo, se adjunta a esta
demanda, como apéndice, una copia del Informe NO 23/04 elaborado en
observancia del artIculo 50 de la Convenclón.P Este Informe acumulado
sobre el fondo de ambos casos fue adoptado por la Comisión el 11 de marzo
de 2004 y trasmitido al Estado el 30 de abrli de 2004, con un plazo de dos
meses para que adoptara las recomendaciones en él contenidas.

4. Mediante comunicación de fecha 6 de julio de 200:4 el Estado
solicit6 una prórroga de 20 dlas para presentar sus observaciones al Informe
sobre el fondo. El 9 de julio de 2004 la Comisl6n concedl6 la prórroga por el
plazo de siete dlas sin que el Estado presentara su respuesta dentro del plazo
acordado. El viernes 23 de julio de 2004 el Estado soliclt6 una nueva
prórroga la cual fue concedida por la Comlsl6n el lunes 26 de julio de 2004
hasta el 27 de julio de 2004, con carácter Improrrogable. El 28 de julio de
2004 el Estado present6 su respuesta al Informe 23/04. Tras estudiar
cuidadosamente la respuesta del Estado, se determln6 que de la informacl6n
presentada no se deduce ínter alía que se hayan producido avances
sustanciales en el esclarecimiento judicial de los hechos materia de los Casos
12.050 y 12.266 o en el juzgamlento de los responsables, ni que se hayan

...Contlnuecicln
objettvo primordial eH! "combatir la subversión". De lICUerdo el plan trazado, la organlDd6n Incluirla
unidades para llCdones militares y 1og15llcas, Inteligencia y promocI6n. Desde entonces, les organludones .
pal1lmllltllres han celebrado otr1Is CDI1ferendas y hen publicado documentos lldldollllles esbozendo sus
posldones. Numerosas masaallS, ejecUcIones .electlvas y otras gI1IVllS vlolac:lone5 a los denlchos
humanos hen sido atribuldas a las AUC. De aaoeroo CDI1 los documentos publicados por la propill
organl2adón, el grupo es de mcwIUzar fuerzas de una zona del pafs a otra para llevar a cabo IIlCURlones y
controlar vastos sectores del territorio que muchas veces cuentan con amplia presencia de la Fuerza
Pública.

3 CIDH, Informe Articulo 50 NO 23/2004 respecto de los casos acumulados (12.266, El Aro ­
ltuango y 12.050, la Granja - ltuango) de 11 de marzo de 2004. ANEXO A 1
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adoptado medidas' tendientes a reparar a los familiares de las victlmas en
cumplimiento del Informe 23/04 de la CIDH. La Comisión Interamericana
decidió someter el presente caso a la jurisdicción de la Honorable Corte el 30
de julio de 2004, en razón de que consideró que el Estado no habla adoptado
sus recomendaciones de manera satisfactoria y según lo dispuesto en el
articulo 51(1) de la Convención. '

11. OBJETO DE LA DEMANDA

5. El objeto de la presente demanda consiste en solicitar
respetuosamente a la Honorable Corte que concluya y declare:

a. que la República de Colombia es responsable por la violación del
derecho a la vida consagrado en el articulo 4 de la Convención
Amerlceneen concordancia con el articulo 1(1) en perjuicio de Wllliam
Villa Garcia, Graclela Arboleda, Héctor Hernán Correa Garcla, Jalro
Sepúlveda, Amulfo Sánchez, José Darlo Martinez, Olcrls Fall Dlaz,
Omar de Jesús Ortlz Carmona, Fablo Antonio Zuleta Zabala, Otonlel de
Jesús Tejada Tejada, Omar Iván Gutlétrez Nohavá, Guillermo Andrés
Mendoza Posso, Nelson de Jesús Palado Cárdenas , Luis Modesto
Múnera, Dora Luz Arelza, Wllmar de Jesús Restrepo Torres, Alberto
Correa, Marco Aurello Areiza y Rosa Arelza Barrera;

b. que la República de 'colombia es responsable por la violación del
articulo 19 en concordancia con el articulo 1(1) de la Convención
Americana en perjuicio del niño Wllmar de Jesús Restrepo Torres;

c. que la República de Colombia es responsable por la violación del
derecho a la libertad personal consagrado en el articulo 7 de la
Convención Americana en concordancia con el articulo 1(1) en
perjuicio de Jairo Sepúlveda, Marco Aurelio Areiza y Rosa Arelza
Barrera;

d. que la República de Colombia es responsable por la violación del
derecho a la integridad personal consagrado en el articulos 5 de la
Convención Americana en concordancia con el articulo 1(1) en
perjuicio de Marco Aurelio Arelza y Rosa Areiza Barrera;

,

e. que la República de Colombia es responsabie por la violación del
derecho a la propiedad consagrado en el articulo 21 en concordancia
con el articulo 1(1) de la Convención Americana en perjuicio de Luis
Humberto Mendoza, Ubardo Mendoza, Frasclsco Osvaldo Pino Posada,
Omar Alfredo Torres Jaramlllo, Ricardo Alfredo Bulles Echeverry y
Bernardo María Jlménez Lopera.

f. que la República de Colombia es responsable por la violación de los
derechos a las garantias judiciales y la protección judicial de todas las
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vlctlmas y sus familiares, conforme a los artlculos 8(1) y 25 de la
Convención Americana, así como del incumplimiento de su obligación
de asegurar el respeto de los derechos previstos en dicho Tratado, en
virtud de su artículo 1(1); ,

,
g. que la República de Colombia debe llevar a término una investigación

completa, imparcial y efectiva con el fin de juzgar y sancionar a todos
los responsables;

h. que la República de Colombia debe adelantar acciones destinadas a
evitar la repetición de los hechos materi~ qe la demanda, en particular
en cuanto al accionar de grupos paramilitares en colaboración con
miembros de la Fuerza Pública;

l. que la República de Colombia debe adoptar las medidas necesarias
para que los familiares de las vlctlmas fatales recIban adecuada y
oportuna reparación por el daño material e Inmaterial sufrido así como
para resarcir los perjuicios materiales causados a la propiedad de las
familias damnificadas;

j. que la República de Colombia debe hacer efectivo el pago de las costas
y gastos en que han Incurrido los familiares de las vlctlmas para litigar
este caso en .. el ámbito interno asl como ante la Comisión y la
Honorable Corte, y los honorarios razonables de sus representantes
legales.

111. REPRESENTACiÓN
•

6. Conforme a lo dispuesto en los artículos 22 y 33 del Reglamento
de la Corte, la Comisión ha designado a la Comisionada Susana V1l1arán de la
Puente y al doctor Santiago A. Canton, Secretario Ejecutivo de la CIDH, como
sus delegados en este caso. Ariel Dulltzky, Verónica Gómez, Norma
Colledanl y L1l1y Chlng, miembros de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, han
sido designados para actuar como asesores legales.

IV. JURISDICCiÓN DE LA CORTE
,

11'1

7. La Honorable Corte es competente para conocer el presente
caso. El Estado ratificó la Convención Americana el 31 de julio de 1973 y
aceptó la jurisdicción contenciosa de la Honorable Corte el 21 de junio de
1985. De acuerdo con el artiCUlo 62(3) de la Convención Americana, la
Honorable Corte es competente para conocer de cualquier caso relativo a la
interpretacIón y aplicación de las disposiciones de la Convención que le sea
sometido, siempre que los Estados partes en el caso hayan reconocido o
reconozcan la competencia de la Corte.

..
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8. Según el Articulo 62 de la Convención Americana, la jl,l'risdicción
contenciosa de la Honorable Corte respecto de los Estados partes de la
Convención abarca todos los casos vinculados a la interpretación y aplicación
de la Convención con respecto a hechos y actos acaecidos después de la
fecha de depósito del instrumento de ratificación o adhesión del Estado a la
Convención y de la declaración de aceptación de dicha jurisdicción. La
presente demanda se refleren a hechos ocurridos después de la ratificación
de la Convención por el Estado colombiano.

9. Como se detalla más adelante, la Comisión Interamerlcana ha
tramitado este caso de acuerdo con las disposiciones pertinentes de la
Convención Americana y de su Reglamento. Los casos de referencia han sid.o
debidamente remitidos a la Corte, pues se han completado los PrOCedimientos
especificados en los Artículos 48 a SO de la Convención y por lo tanto, han sido
satisfechos los requisitos procesales para su presentación ante la Honorable
Corte.

V. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERlCANA

10. A continuación la Comisión presenta un resumen del detalle de
los respectivos trámites de los casos 12.050 y 12.266 Y su posterior
acumulación, previo a la adopción del Informe 23/04 y la decisión de remitir
la cuestión a la jurisdicción de la Honorable Corte.

A. Tr6mlte del Caso 12.050 (La Granja, ltuango)

11. El 14 de julio de 1998 la Comisión recibió una petición
presentada por el Grupo Interdisciplinarlo por los Derechos Humanos (GIDH)
y la Comisión Colombiana de Juristas (CCJ) sobre la alegada responsabilidad
del Estado colombiano en la ejecución extrajudicial de WlIIlam Villa García,
Graciela Arboleda viuda de García, Héctor Hernán Correa García y Jairo
Sepúlveda en una anunciada incursión armada en el corregimiento de La
Granja, Municipio de Ituango, perpetrada en junio de 1996 por miembros de
grupos paramilitares, con la aquiescencia de agentes del Estado. El 9 de
septiembre de 1998 la Comisión abrió un trámite bajo el número 12.0sd a fin
de procesar el reclamo presentado por los peticionarios, conforme a las
normas del Reglamento vigente hasta el 30 de abril de 2001, y transmitió las
partes pertinentes de la denuncia al Estado colombiano con un plazo de 90
días para presentar Información. El Estado presentó su respuesta el 30 de
diciembre de 1998, la cual fue debidamente transmitida a los peticionarlos.
EllO de febrero de 1999 la Comisión se dirigió al Estado con el fin de solicitar
Información relativa a la situación de uno de los farnillares de las víctimas.

12. EllO de marzo de 1999, durante su 1020 período de sesiones,
la Comisión celebró una audiencia con la participación de los peticionarios y
representantes del Estado. El 17 de marzo de 1999 la Comisión dio traslado
al Estado de la respuesta de los peticionarios y de la información adicional

"
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presentada durante el curso de la audiencia. EllO de junio de 1999 el
Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron remitidas a los
peticionarlos. Ello de,octubre de 1999, durante el 1040 período ordinario de
sesiones de la Comisión, se celebró otra audiencia con la participación de las
partes en la cual. se presentaron alegatos de ~echo y de derecho sobre el
caso.

•

13. El 2 de marzo de 2000, durante el 1060 período ordinario de
sesiones de la Comisión, se celebró una audiencia con la participación de
ambas partes, con el objeto de recoger el tesnmonlo de un ex miembro de la
entonces Fiscalía Regional de Medellín. . Los peticionarios asimismo
presentaron un alegato por escrito el cual fue debidamente transmitido al
Estado. El 9 de marzo de 2000 el Estado presentó sus observaciones las
cuales fueron enviadas al peticionario. EI.11 de abril de 2000 la Comisión .
hizo llegar a las partes copia de la trascripción del testimonio recogido
durante el 1060 período de sesiones. El 24 de abril de 2000 los peticionarios
presentaron sus observaciones, las cuales fueron debidamente transmitidas
al Estado. El 6 de junio de 2000 el Estado presentó su respuesta..

14. En fecha de 2 de octubre de 2000, la Comisión examinó el
reclamo y aprob6 el Informe de Admisibilidad N° 57/00.4 En su infOrme de
admisibilidad, la Comisión concluyó que era competente para examinar el
reclamo presentado por los peticionarios sobre la presunta violación de los
artículos 4, S, 7, 8 Y 25 en concordancia con el 1(1) de la Convención
Americana y que éstos eran admisibles, conforme a los requisitos
establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención' Americana.

15. El 23 de octubre de 2000 la Comisión notificó su decisión a las
partes y se puso a su disposición para la búsqueda' de una solución amistosa
del asunto, conforme a lo previsto en la Convención Americana y su
Reglamento.. Mediante nota de. fecha 23 de noviembre de 2000 el Estado
informó que no se daban los presupuestos para iniciar la búsqueda de una
solución amistosa en vista de que en el marco de la Investigación judicial que
se desarrolla en el ámbito intemo no se hablan "tomado decisiones que
demuestren la responsabilidad de agentes del Estado. lIS En consideración a
esta declaración, la CIOH dio por terminado su esfuerzo de acercar a las
partes y ello de diciembre de 2000 efectuó el traslado de la respuesta del
Estado a los peticionarios.

•

16. El 30 de abril de "2001 los peticionarios presentaron sus
observaciones a la respuesta del Estado. EllO de julio de 2001 la Comisión
envió las partes pertinentes de esta respuesta al Estado y, conforme al
artículo 38(1) del Reglamento' vigente a partir del 10 de mayo de 2001,

• CIDH Informe de AdmlslblHdad 57/00, La Granja Ituango, Colombia, Informe Anual de la aOH
2000. ANEXO A 2

5 Nota EE2720 de la Dirección General de Asuntos Especiales del Ministerio de Relaciones
Exteriores, 23 de noviembre de 2000.
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informó a ambas partes sobre el otorgamiento de un plazo de dos .meses al
peticionario para la presentación de sus alegatos finales sobre el fondo del
caso.

17. De conformidad con el artIculo 38(3) del Reglamento de la
Comisión, ésta convocó a las partes a una audiencia. El 12 de norlembre
2001 se celebró la audiencia en la sede de la Comisión con el objeto de,
escuchar las alegaciones de las partes en relación con el fondo del asunto y
se realizó con estricto apego a las reglas del contradictorio. Tras la
audiencia, los peticionarios entregaron copla escrita de sus alegatos, los
cuales tueron transmitidos al Estado para sus observaciones. El 15 de
febrero de 2002 el Estado solicitó una prórroga para presentar sus
observaciones sobre el fondo del caso. El 16 de octubre de 2002 se celebró

I

una audiencia durante el 116° PerIodo Ordinario de Sesiones de la CIOH en
la cual el Estado presentó sus alegatos sobre el fondo del asunto. El 31 de
octubre de 2002 el Estado presentó por escrito sus observaciones.

1,

•

B.
,

Trámite del caso 12.266 (El Aro, Ituango)

•. ,

, .-

"..,.

18. El 3 de marzo de 2000 la Comisión recibió una petición
presentada por el GIDH y la CCJ sobre la alegada responsabilidad del estado
en la ejecución extrajudicial de Arnulfo Sánchez,' José Darlo Martfnez, Olcrls
Fall Dlaz, Wllmar de Jesús Restrepo Torres, Omar de Jesús Ortlz Carmona,
Fabio Antonio Zuleta Zabala, Otonlel de Jesús Tejada Tejada, Omar Iván
Gutlérrez Nohavá, Guillermo Andrés Mendoza Posso, Nelson de Jesús Palacio
Cárdenas , Luis Modesto Múnera, Marco Aurello Arelza, Rosa Areiza Barrera,
Dora Luz Arelza y Alberto Correa en una incursión paramilitar perpetrada en
octubre y noviembre de 1997 en el Corregimiento de El Aro, Municipio de
Ituango, por miembros de grupos paramilitares con la colaboración de
agentes del Estado. El 11 de abril de 2000 la Comisión procedió a dar
trámite a la petición bajo el número 12.226 conforme a las normas del
Reglamento vigente hasta el 30 de abril de 2001 y transmitió sus partes
pertinentes al Estado colombiano con un plazo de 90 días para presentar
información. Mediante comunicación de fecha 14 de julio de 2000 el Estado
presentó su respuesta la cual fue transmitida a los peticionarios para, sus
observaciones. El 12 de octubre de 2000 los peticionarios presentaron
información adicional, la cual fue remitida al Estado con un plazo de 30 días.
El 6 de diciembre de 2000 el Estado presentó sus observaciones. El 26 de
febrero de 2001, durante su 1100 periodo de sesiones, la Comisión celebró
una audiencia relativa a cuestiones de admisibilidad del caso con la
participación de ambas partes. El 26 de agosto de 2001 los peticionarlos
presentaron Información adicional. El 2 de octubre de 2001 el Estado
presentó sus observaciones.

I ,,"\ ,
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19. Durante su 113° Perlodo Ordinario de sesiones, la Comisión
examinó el caso y aprobó el Informe de Admisibilidad N° 75/01. 6 En su
informe de admlsibilld~d, la Comisión , concluyó que era competente para
examinar el reclamo presentado por los peticionarios sobre la presunta
violación de los artlculos 1(1), 4, 5, 6, 7, 8, 17" 21 Y 25 de la Convención
Americana. Mediante comunicación de fecha 14 de noviembre de 2001 la
Comisión notificó su decisión a las partes y otorgó a los peticionarios un
plazo de dos meses para ' la presentación de sus observaciones sobre el
fondo. Asimismo, la CIDH se puso a disposición de las partes con el fin de
asistlrlas en la búsqueda de una solución amistosa del asunto conforme al
artIculo 48(1)(f) de la Convención Americana. .. ,

20. De ' conformidad con el artIculo 38(3) del Reglamento de la
Comisión, se celebró una audiencia con la presencia de ambas partes el 6
marzo de 2002; en el marco del 114° Periodo Ordinario ,de Sesiones de la
CIDH en la cual, se recibió la declaración de un testigo ofrecido por los
peticionarlos, cuya identidad se mantiene en reserva por razones de
seguridad. Dicha audiencia se realizó con estricto apego a las, reglas del
contradictorio. El 20 de mayo de 2002 los peticionarios manifestaron su
disposición en Iniciar la búsqueda de un acuerdo amistoso. El 9 de julio de
2002 el Centre on Housing Rigts and Evictions presentó un Amicus Curlae en
reiaclón con el presente caso. Mediante comunicación 'del 14 de agosto de
2002 el Estado solicitó a la CIDH una extensión del plazo para la
presentación de su respuesta, la cual fue concedida por el término de diez
dlas. Mediante comunlcectén del 30 de agosto de 2002 el Estado manifestó
que no correspondla emprender la búsqueda una solución amistosa debido a
que los recursos judiciales internos destinados al esclarecimiento de los
hechos y las responsabilidades del caso se encontraban aun pendientes de
resolución. El 25 de septiembre de 2002, la CIDH dio traslado de' la
comunicación a los peticionarios otorgándoles un plazo de 30 dlas para la
presentación de sus observaciones sobre el fondo.

21. El 20 de octubre de 2003 los peticionarios presentaron sus
alegatos sobre el fondo del caso. Mediante comunicación del 28 de octubre
de 2003, la CIDH efectúo el correspondiente traslado al Estado con un plazo
de dos meses para presentar las observaciones que considerara oportunas.
El 19 de diciembre de 2003 el Estado solicitó una prórroga de 30 dlas, la cual
fue concedida el 23 de diciembre de 2003. Mediante comunicación de fecha
15 de enero de 2004, el Estaqo solicitó una nueva prórroga de diez dlas. Ese
mismo dla, la CIDH comunicó al Estado la concesión de una extensión del
plazo por siete dlas. . Mediante comunicación del 26 de enero de 2004 el
Estado presentó sus observaciones sobre el fondo del asunto.,

c. Acumulación

• aOH Informe de AiJmlslbllldad 75/01 El Aro, Ituango, Colomblo, Informe Anual de llJ CIDH
2002. ANEXO A3.
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22. En vista de la identidad entre los peticionarios de los casos
12.050 y 12.266, el contexto que precedió los hechos denunciados en ambos
casos, de la relación ,secuencial de las violaciones denunciadas y de su
impacto en dos corregimientos del municipio de Ituango en el departamento
de Antloqula, la CIDH procedió a acumular ambos casos a los efectos de la
decisión sobre el fondo.

,

23. El 11 de marzo de 2004, luego de analizar las posiciones de las
partes, la Comisión aprobó el Informe N° 23/04, según lo establecido en el
articulo 50 de la Convención Americana y 42 de su Reglamento. En dicho
informe, la CIDH concluyó que "el Estado colomblano es responsable por la
violación de los derechos consagrados en los artículos 1(1), 4, 8 Y 25 de la
Convención Americana en perjuicio de William Villa Garcia, Graclela Arboleda
(viuda de Garcia), Héctor Hemán Correa García y de los artículos 1(1), 4, 7, '
8 Y 25 en perjuicio de Jalro Sepúlveda. Asimismo concluyó que el, Estado
colombiano era responsable por la violación de los derechos consagrados en
los artículos 1(1), 4, 8 Y 25 de la Convención Americana en perjuicio de
Arnulfo Sánchez, José Darío Martínez, Olcris Fall Díaz, Omar de Jesús Ortlz
Carmona, Fablo Antonio Zuleta Zabala, Otoniel de Jesús Tejada Tejada,
Omar Iván Gutiérrez Nohavá, Guillermo And~és Mendoza Posso, Nelson de
Jesús Palacio Cárdenas , Luis Modesto Múnera, Dora Luz Arelza y' Alberto
Correa, sumados al artículo 19 del mismo tratado en el 'caso del nllio Wilmar
de Jesús Restrepo Torres y de los artículos 1(1), 4, S, 7, 8 Y 25 en perjuicio
de Marco Aurello Arelza y Rosa Arelza Barrera. La CIDH también concluyó
que el Estado era responsal:}le por la violación del derecho a la propiedad
consagrado en el artículo 21 de la Convención Arnerícena en perjuicio de las
familias damnificadas por los incendios y el robo de semovientes instigado
por los grupos paramilitares en El Aro, con la aquiescencia y colaboración de
agentes del Estado". La Comisión recomendó (1) Llevar adelante una
investigación exhaustiva y efectiva con el fin de juzgar y sancionar a todos
los responsables por la ejecución extrajudicial de Wililam Villa García,
Graclela Arboleda, Héctor Hernán Correa García, Jairo Sepúlveda Arnulfo
Sánchez, José Darío Martínez, Olcris Fail Díaz, Omar de Jesús Ortlz Carmona,
Fablo Antonio Zuleta Zabala, Otonlel de Jesús Tejada Tejada, Omar Iván
Gutiérrez Nohavá, Guillermo Andrés Mendoza Posso, Nelson de Jesús Palacio
Cárdenas, Luis Modesto Múnera, Dora Luz Areiza, Wilmar de Jesús Restrepo
Torres, Marco Aurelio Arelza y Rosa Arelza Barrera y Alberto Correa
perpetradas durante las incursiones paramiliatres peretradas en Municipio de
Ituango en junio de 1996 y octubre de 1997. (2) Reparar a víctimas y sus
familiares por el dalio material «1 e inmaterial sufrido en virtud de las
violaciones a la Convención Americana aquí establecidas. (3) Adoptar las
medidas necesarias para combatir y desmantelar a los grupos paramiliatares
conforme a las recomendaciones adoptadas por la CIDH en sus informes
generales, así como por la comunidad internacional. (4) Adoptar las medidas
necesarias para evitar que hechos similares vuelvan a cometerse, de
conformidad con el deber de prevención y' garantía de los derechos
fundamentales reconocidos en la Convención Americana.
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24. Mediante comunicación de fecha 30 de abril de '1 '2004, la
Comisión Interamerlcana transmitió el informe de fondo al Estado, de
conformidad con lo establecido en el artículo 43(2) de su Reglamento, y fijó
un plazo de dos meses para que el Estado Informara sobre las medidas
adoptadas en cumplimiento de las recomendaciones allí formuladas.

25. En virtud del articulo 43(3) de su Reglamento, el 30 de abril de
2004 la Comisión notificó a los peticionarlos la adopción del Informe 23/04 y
su transmisión al Estado y les solicitó que manifestaran su poslción respecto
del sometimiento del caso a la Corte Interamerlcana. Por nota del 10 de
junio de 2004 los peticionarlos manifestaron su posición en el sentido que los
casos debían ser remitidos a la jurisdicción de la Honorable Corte.
Resaltaron inter afia

(1) La responsabilidad del Estado por la existencia y actuación de los
grupos paramilitares - El paramllltarlsmo en Colombia tuvo su origen y
consolldadón como mecanismo de lucha contralnsurgente a través del cual se
ha atacado no sólo a los grupos guerrlllel'OS, sino a poblaciones entenlS, a
líderes y dirigentes, que los paramilitares consideran que constituyen base
social o de apoyo de las guerrillas. La actuación de los grupos paramilitares ha
estado siempre apoyada, alentada y facilitada por las autoridades,
especialmente las fuerzas armadas.
(2) La impunidad en que se encuentran los hechos - A pesar de la prueba
aportada oportunamente en los procesos judiciales Internos que Indicaban la
participad6n de un grupo numeroso de personas en las incursiones
paramilitares y que dentro de esas zonas habla presencia de fuerza pública,
las investlgadones judiciales no condujeron ni a la vlnculacl6n de todas las
personas participes en los hechos ni a la Identlflcacl6n, juzgamiento y sanción
de esas autoridades.
[ ...]

El 15 de junio de 2004 la Comisión solicitó una serie de aclaraciones a los
peticionarios respecto de la posición de los familiares de las víctimas y su
representación, entre otros elementos.

26. Por su parte el Ilustre Estado, mediante comunicación de fecha
6 de julio de 2004, solicitó una prórroga de 20 días para presentar su
respuesta a las recomendaciones del Informe sobre el fondo. El 9 de julio de
2004 la Comisión concedió la prórroga por el plazo de siete días. El Ilustre
Estado se abstuvo de presentar respuesta dentro del plazo acordado. El
viernes 23 de julio de 2004 el Estado solicitó una nueva prórroga la cual fue
concedida por la Comisión el lunes 26 de julio de 2004, hasta el 27 de julio
de 2004, con carácter Improrrogable. El 28 de julio de 2004 el Estado
presentó su respuesta al Informe 23/04. Tras estudiar cuidadosamente la
respuesta del Estado, la Comisión determinó que de la información
presentada no se deducían avances sustanciales en el esclarecimiento judicial
de los hechos materia de los casos 12.050 y 12.266 o el juzgamiento de los
responsables, ni el que se hubieran adoptado medidas tendientes a reparar a
los famlllares de las víctimas en cumplimiento del Informe 23/04.
Consecuentemente, el 30 de julio de 2004 la Comisión Interamerlcana
decidió someter el presente caso a la jurlsdicción de la Honorable Corte, de

, " I
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conformidad con lo dispuesto en los artlculos 51(1) de la Convención y 44 de
su Reglamento.

V. FUNDAMENTOS DE HECHO

27. El Municipio de Ituango se ubica en la zona norte del
•

departamento de Antoqula y se divide en los corregimientos de La Granja,
Santa Rita y El Aro. Desde 1995 la creciente incursl6n de grupos armados
disidentes en la zona trajo aparejado el incremento de la actividad de las
estructuras denominadas paramilitares o de "'autodefensa" asl como una
mayor presencia del Ejército Nacional. Hacia 1996 se encontraban
acantonadas .en' el Municipio las tropas del Batall6n de Infantería N° 10
Glradot, cuya comandancia se ubicaba en la parte alta de la cabecera
municipal y cuyos miembros se movilizaban por el área urbana y rural.

. .

Además del Ejér.cito Nacional, el Municipio de Ituango contaba con una
Estación de Pollda con aproximadamente veinte agentes.7

,

28. En los primeros meses de 1996 distintos sectores de la sociedad
expresaron su temor y preocupación por la I inminencia de una Incursión
armada paramilitar en la zona de Ituango. La Inminente situación de riesgo
para la población civil era de conocimiento de las autoridades y fue abordada
en una serie de Comités de Seguridad mantenidos los dlas 10, 17,24 Y 31 de
mayo y el 7 de junio de 1996 con la presencia de autoridades civiles y de la
Fuerza Pública. Al respeetq, el Teniente del ' Ejército Alexander Sánchez
Castro indicó en el marco del Consejo Municipal de Seguridad efectuado el 14
de mayo de 1996 que

nuestra compallla actualmente tiene vigiladas todás las entradas a la
pobladón - varios retenes en sitios estratégicos, entre ellos ' el sItio
denominado El Alo de la Aurora - tenemos una compallla de desarme,
estamos realizando constantemente un estricto control sobre tenenda de
material exploslvo, armamentos y otros a personas ajenas a los militares y en
general realizando las labores de Inteligencia concernientes al ejéf'dto para la
tranquilidad de la dudadanla.

Según consta en el acta de la referida sesión del Consejo de Seguridad, el
Comandante de la Subestacl6n de Pollda, José Vicente Castro, reconocl6 que
era de su "competencia vigilar y realizar labores de Inteligencia en la zona
urbana"." A pesar de estas prevenciones, ella de junio de 1996 -horas

U"

, Olido N° 421 de la Alcaldla Munldpal de ltuango de techa 25 de junlo de 1996, Incorporado
como elemento probatorio en el 1nfcm1e evaluativo N° 139 de la otIdna Pennanenle para la Defensa y
Promocl6n de los Derechos Humanos de la PrOcuradurla Departamental de Antloquia, del 22 de octubre de
1996. ANEXO C 13.

I Actll N° 001 del Consejo Munldpal de Seguridad de ltuango de fecha 14 de mayo de 1996,
mcorporade en el Intonne evaluativo N° 139 de la OIIdna Pennanenle para la Oefensa y Promoción de los
Derechos Humanos de la Procuradurla Departamental de Antloqula, del 22 de octubre de 1996. ANEXO C
13.

. ' - --.... ~ . ~~ - - .._---- - - ---,._~-~~- , . , . '. ...- .-- ... -- --- -r . . • -
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antes de que comenzara a producirse la cadena de hechos ma~rla de la
presente demanda- el Comando del Batallón Girardot dio la orden de retirar
la,mayoría de las unidades que operaban en la zona, y desplazarlas al sector
de Santa Lucía y otras veredas alejadas de La Granja.9

.-
A.

"
La incursión armada en La Granja (Caso 12.050)

I

._.

, .... ,

29. El 11 de junio de 1996 entre 15 y 20 hombres, mlernbros de
grupos paramilitares, provistos de armas de corto y largo alcance se
dirigieron en dos camionetas al municipio de Ituango, específlcamente al
Corregimiento de "La Granja". El grupo paramilitar inició su recorrido en las,
cercanlas del municipio de -san Andrés de Cuerqula, donde pasaron a corta
distancia de un comando de Policía, sin que la fuerza pública adoptara
medida alguna para detenerlos. lO Asimismo, los paramilitares fueron
divisados en varias ocasiones durante el transcurso del recorrido, primero
por ocupantes de un bus de trasporte público que recorre la ruta entre
Medellln e Ituango, luego por los ocupantes del bus que realiza dicha ruta en
sentido inverso y por habitantes del sitio conocido como El Rlo de la Aurora,
donde el grupo permaneció por espacio de dos horas aproximadamente.u

,

30. Antes de ingresar al corregimiento de La Granja, . los
paramilitares pasaron por la zona de Chapineros. El retén del Ejército
Nacional que habla sido Instalado en el área fue levantado con anterioridad al
paso del grupo armado y trasladado a otra región. Ello fue corroborado por
el Estado cuando señaló

la Compallla Gavilán debió trasladarse a la zona rural, a partir del 10 de junio
de 1996, en cumplimiento de órdenes Impartidas por el Comando del Batallón
Girardot de Medellln, quedando únicamente 30 unidades en el casco urbano,
mientras los restantes y el mismo comandante Jorge Alexander Sánchez
debieron desplazarse al sector de Santa ,Luda y otras veredas, totalmente
apartadas del pueblo.·2

Al arribar al corregimiento de La Granja los paramilitares ordenaron el cierre
de los establecimientos públicos. Una vez que los paramilitares tomaron

•
• Esto fue expt .....mente reconoddo por el Estado en sus alegatos ante la eoml5l6n. ver Nota

OOH. 39723 de la Dlrea:I6n de Derechos Humanos y Derecho Intemadón Humanltllrlo del Mlnlster10 de
Relaciones Exter10res de fecha 2S de octubre de 2002,

10 La declaradón del sellor carlos Fernando Jaramlllo CotTea Indica que cuando se Iles¡llazaba el
11 de junio de 1996 desde ltuango a MlldeHln, se auzó con la caravana de hombres armados que se
dlr1glan rumbo a ltuango y que al llegar el bus a SIln Andrés y efectuar la comlS¡)OIldlellte pal'llda, fue
enterado por los residentes del luoar, que los delincuentes hablan transitado, libremente armados, a dos
cuadras de la pollcfa sin redblr ningún requer1mlento. ANEXO C 15.

u Articulo del per16dico El Colombiano del 13 de junio de 1996 dtado por el Informe Evaluattvo
N° 139 de la Ofldna Permanente pa", la Det'ensa y Promoción de los Derechos Humanos de la
Procuradurla Departamental de Anttoqula, del 22 de octubre de 1996. ANEXO C 13 ,

12 Nota DDH. 39723 de la DI.ea:I6n de Derechos Humanos y Derecho Intemaclonal Humanltar10
del Ministerio de Relaciones Exter10res de Colombia, de fecha 25 de octubre de 2002,

, ,

"
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control del Corregimiento se inicl6 la cadena de ejecuciones selectivas, sin
que se encontrara oposición por parte de la Fuerza Pública y a la vista de los
pobladores del Corregimiento.

,
,

31. En primer término, el grupo armad? ilegal se dirigió al lugar de
trabajo del señor Wllllam Villa García, quien en ese momento se
desempeñaba como conductor del vehículo de la parroquia del corregimiento,
donde fue asesinado con r13fagas de armas de fuego. 13 El testimonio del
señor Luis Alfredo Villa Zuleta, padre de William Villa García, indica que

,

su hijo habla sido sei\alado como simpatizante de la guerrilla porque en la
escuela donde él trabajaba la guerriOa pasaba mucho por ahí y se reunlan, y
hacia dos meses antes de su muerte, le habla tocado transportar gente de la
guerrilla en el carro de la parroquia."

, ,

Seguidamente, los paramilitares se dirigieron a la finca del señor Hugo
Espinal Lopera donde, tras interrogar a la señora Graciela Arboleda sobre el
paradero de éste, la ejecutaron.'5 E,I Oficio de la Inspecci6n Departamental
de la Policla de La Granja, librado por el Inspector José de Espinosa a la
Procuradurla Departamental de Antioquia confirma que

I

l- -I el dla 11 de junio de 1996 se hlderon presentes en el corregimiento de da
Graja-Ituango dos (2) camionetas: una de color roja y la otra color verde, las
cuales transportaban de 15 a 18 sujetos, todos armados, vestidos de distintas
forma, las camionetas cruzaron toda la calle prindpal del Corregimiento y
llegaron al barrio, denominado Mundo Nuevo y allllos sujetos masacraron a un

~~::::'~O;~ld~lf:np~~~~~b;er::sa~~~~~ ~~j~:~s ~:o~~~~u~:
Garcla, de ah! se dirigieron a la casa finca conodda con el nombre de "el P1no*
de propiedad del seflor Hugo Espinal y masacraron a la sellara Maria Gradela
Arboleda Rodriguez, estos homicidios cometidos con arma de fuego [ ..]",

13 La sentencia de fecha 14 de noviembre de 2003 del Juzgado Primero del CIrcuito Espectallzado
de Antloqula sellala que: ' La diligencia del, levantamiento del óbito WIWAN DE JESUS VILLA GARCIA
reposa en el expediente, llama la atención del despacho lo descrito en el apartado "DESCIUPCION DEL
LUGAR DEL HECHO: CASA DESHABITADA DONDE ESTABA TRABAJANDO, HABlA REGADA PINTURA,
MADERA HERRAMIENTAS DE CARPINTERIA, COSTALES CAFETEROS, IMPACTOS DE BALA~ LAS PAIlfOES
REClEN PINTADAS", WiIlIam de Jesús tenIa 25 anos de eded, era casado, y se deMrnpeIIeba como otIclal
de albanlleria. A follo 43 del mismo paglnario, reposa copla del registro dVlI de defund6n de WHlIam de
Jesús Villa Garda. La diligencia de necropsia se encuentra Inserta en el mIsmo cuaderno a "s. 46-47, en
la que se observa que redbl6 dtez proyectiles de arma de fuego y donde conduye la rn6dIca 'f'OrenSe que:
'conceptúo que el deceso de quien en vida respondió al nombre de WlWAN DE JESÚS VILLA GAROA, fue
consecuenda natural y directa del shock neurogénlco, resultante de la destruocl6n de masa encef6Ilca,
además del shock hlpovolémlco por las heridas pulmonares, ambas con un efecto de nllturaleza marta'"".
ANEXO C 11

u'1

,. Testimonio de luis Alfredo Villa Zuleta dtado en la Nota DDH. 39723 de la Dilección de
Derechos Humanos y Derec:ho Internadonal Humanitario del Ministerio de Relaciones Exteriores de
Colombia, de fecha 25 de octubre de 2002. ,,

15 La sentencia de fecha 14 de noviembre de 2003 del Juzgado Primero del Circuito Especializado
de Antloqula senala que la seftora Maria Gradela Artloleda Rodrlguez viuda de Garda 'se dedicaba a las
labores domésticas por dlas, en la "oca EL PINO de propiedad de Hugo Esplnel, a donde arribó un grupo
de los sujetos Ilegalmente armados, quienes proc:edleron a Interesar su abdomen con arma blanca y
posteriormente dispararon en varias ocasiones sobre su humanidad. Dona Maria Gradala tenIa 47 anos
de edad, era viuda y madre de seis hijos", ANEXO C 11.

Continúa...
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La sentencia de fecha 14 de noviembre de 2003 del Juzgado Primero del
Circuito Especializado de Antioquia señala que la señora Maria Graclela
Arboleda Rodrlguez, viuda de Garcfa, se dedicaba a las labores domésticas
por dlas, en la finca El Pino de propiedad de Hugo Espinel, a donde fue
atacada con arma blanca y con armas de fuego. 17

32. Seguidamente, los paramilitares irrumpieron en la vlvij!nda de
Adán Enrique Correa. El testimonio de Jorge Correa Sánchez, de diez años
de edad al momento de los hechos, indica que observó cuando en la parte
baja del Corregimiento de La Granja asomaron dos carros, uno de color rojo
y otro de color verde, y su abuela Marfa Libia Garda de Correa le pidió que
entraran a la vivienda de su abuelo Adán Enrique Correa. Indica que se
escondió en la cocina junto a su abuela; que cuando los paramilitares
irrumpieron en la vivienda llevaron a su tío Héctor Hemán Correa por la
fuerza a la sala, desde donde se escucharon disparos y lamentos; y cuando
finalmente salieron de la cocina, encontraron a su tfo Héctor Hemán muerto
en la sala.18 Durante su 1020 perIodo de' sesiones y con la presencia de
ambas partes, la Comisión recibió el testimonio de Maria libia Garcla de
Correa, esposa del señor Correa, 'quien se encontraba presente en el lugar.
La señora Garcfa de Correa indicó que al ver que los paramilitares derribaban
la puerta de entrada, se escondió junto a su hijo discapildtado mental,
Héctor Hernán Correa Garda y uno de sus nietos, en la cocina de la casa. El
testimonio confirma que uno de los hombres armados descubrió a Héctor
Correa Garda en la cocina, lo empujó hacia la sala y lo ultimó con disparos
de arma de fuego.

"

33. Posteriormente, los paramilitares abandonaron el lugar con
dirección al casco urbano de Ituango. Una vez allí se dirigieron al
"Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid" desde donde se llevaron a su
rector, el señor Jalro Sepúlveda. Al, dlil siguiente, su cuerpo sin vida fue
encontrado en un paraje de El Ubano. Al respecto, la sentencia de fecha 14
de noviembre de 2003 del Juzgado Primero del Circuito Especializado de
Antioqula estableció que:

" I .'\ ,

,'.

,. " .

...Continuación
re OfIcio N° 085 de la Inspecd6n Qepartamental de la PoHcIa de La Granja, ltuan;o, cItadO como

elemento probatorio en el Informe Evaluatlvo No. 139 de la Oflclna Permanente para la Defensa y
Promoción de los Derechos Humanos de la Procurllduria Departamental de Antloqula, del 22 de octubre de
1996. ANEXO C 13.

17 Juzgado Primero del Circuito EspeciaUudo de Antioqula, Sentencia de 14 de noviembre de
2003. La sentencia del Juzgado PrImero del Circuito Especializado de Antloqula se/IaIa que la setIora Maria
Gradela Arboleda RodrIguez viuda de Garcla "se dedicaba a las labon!s domútlcas por dlas, en la finca EL
PINO de propiedad de Hugo EspIne!, a donde arribó un grupo de los sujatos Ilegalmente armados, quienes
procedieron a Interesar su abdomen con arma blanca y posterIOfil M!IIte dispararon en vaHlls ocasiones
sobre su humanidad. oolla Maria Gradela tenia 47 allos de edad, era viuda y madre de seis hilos'.
Anexo C 11.

18 Juzgado Primero del Circuito Especializado de Antioqula, sentencia de 14 de noviembre de
2003, página 35. ANEXO C 11.
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Como el grupo Ilegal armado que se transportaba en vehlculos ese 11 de junio
de 1996, luego de la Irrupción en el corregimiento de LA GRANJA se
regresaron a la zona urbana del municipio de Ituango, entre las sels y 1M siete
de la noche, ingresaron a las Instalaciones del Polldeportlvo donde funciona la
oficina adjunta del Politécnico Jaime lsaza Cadavld, hasta donde perpetraron
dos sujetos, uno portando arma de fuego, con la que Intimidaron y obligaron
al Coordinador del centro, docente, Jalro de Jesús 5epúlveda ArIas! a
acompaf'lartes y a abordar uno de los automotores. Al día siguiente fue ,
hallado su cuerpo sin vida en el paraje el Líbano, en la carretera que conduce

.de ese municipio a la ciudad de Medellfn. El señor 5epúlveda Artas tenía 38
años de edad y resldla con su madre. 19
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La señorita Beatriz Elena Parlas Valdés declaró que:

Por orden conseguida con la fiscalía de Ituango para hacer un allanamiento a
la casa de 1alro, se realizaron dos allanamientos con un Intervalo de quince
días cada uno, porque el teniente aseguraba que Jalro o era guerrillero o debla
tener mucha Información de esta gente en su casa, al no encontrar mida que
comprometiera a Jalro el Teniente empezó a cogerte bronca, Jalro me habla
comentado que se Iba a quejar con la F1scalla, 'no sé 51 lo hizo ono.20

34. La sentencia del Juzgado Primero del Circuito Especializado de
Antloqula de fecha 14 de noviembre de 2003 ofrece una recapitulación de los
hechos que confirma el recorrido del grupo paramilitar y las vlctírnas fatales:

El 11 de junio de 1996 Irrumpen al corregimiento de LA GRANJA del municipio
de Ituango a eso de las cuatro de la tarde, dos camionetas TOYOTA HILUX,
una de color vino tinto y la otra azul oscura, cargadas con cerca de 22
individuos fuertemente armados con fusiles y revólveres, corregimiento al que
arribaron haciéndose notar entre los moradores, para cegarte la vida a:
WILUAN DE JESUS VILLA GARCIA en el barrto Nuevo Mundo, quien se
dedicaba a labores de pintura de un local; HECTOR HERNAN CORREA GARCIA
quien padecla una discapacidad cerebral, y para ello, en la calle principal
violentaron la puerta de Ingreso a la resldenda de éste; posteriormente se
desplazaron a la finca EL PINO de propiedad del sef'lor Hugo espinal Lopera y
alli dieron muerte con arma blanca y a tiros de fusil a dolla MARIA GRACIELA
ARBOLEDA RODRIGUEZ quien se desempellaba ocasionalmente en las labores
domésticas. Estos luctuosos hechos transcurrteron ante la población Indefensa.
Ya en el crepúsculo, a eso de las seis de la tarde se presentó la horda
homicida a la sede del politécnico JAIME I5AZA CADAVID, ubicado en el ,
Polideportlvo, zona urbana de Ituango, de donde sacaron abruptamente al• •
docente y COOrdinador, señor JAIRO DE JESU5 5EPULVEDA ARIAS, obllgilndolo
luego a abordar uno de los vehículos, quien apareció sin vida al dra siguiente

,

" Juzgado PrImero Penal Del Circuito especializado de Antloqula, sentencia Ordinaria, radicado
122-UNDH-5288-2oo2-oo52, Procesado José Vicente castro, 14 de noviembre de 2003. ANEXO C 11.

ae Declaradón Juramentada de Beatriz Bena Parlas Valdés de fecha 9 de agosto de 1996, dtada
como elemento probatorio por Informe Evaluativo N° 139 de la Ofldna Pelllldnente para la Defensa Y
PromocIón de los Derechos Humanos de la Procuraduria Departamental de Antloqula, del 22 de octubre de
1996. ANEXO C 13•
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en el paraje El.: UBANO, localizado en la carretera que conduce al munldplo de
Ituango a esta capital.21

35. Una vez perpetradas las 'referidas ejecuciones selectivas, los,
paramilitares abandonaron el área sin encontrar oposición alguna por parte
de la Fuerza Púbilca. Al respecto, las declaraciones de la sel'lorita Beatriz
Elena Parlas Valdez Indican que

.•.después de la masecre en el Corregimiento de La Granja, un habitante de
ésta llamó a ltuango para Informar sobre las camionetas que Iban rumbo al
pueblo (Ituango) para que hlderan el favor y IClS detuvieran porque hablan
asesinado a tres personas y, según esto, la pollda no tomó medidas de
seguridad y dejaron pasar a las camionetas.22 '

36. La declaración del vecino Julio Mario Glraldo Zabal Indica que el
11 de junio, cuando se dirigla de La Granja a Ituango, se encontró,con las
camionetas que alrededor de las 5.30 pm regresaban a Ituango. Indica que
en el pueblo ya se sable que en La Granja hablan asesinado a Willlam, Héctor
y Gracieia y agrega que:

esas camionetas las ocupaban los paramilitares. ellos llevaban armas, yo sé
que eran paramilitares, y todo el pueblo lo sabe, además porque Induso ese
dla ellos estaban hablando con los militares, yo vi que uno de ellos ese dla,
estaba hablando con dos soldados en la esquina donde queda la tienda de Don
Pedro Martinez, era que ese dla antes esa gente ya andaba por ahi...%1

cabe resaltar las apreciaciones del testimonio en el sentido que los
paramilitares que perpetraron la incursión armada fueron vistos en compañIa
de miembros del Ejército.

37. El Informe Evaluativo N° 139 de la Oficina Permanente para la
Defensa y Promoción de los Derechos Humanos de la Procuradurla
Departamental de Antloqula confirma que:

tanto las unidades de la Pollda acantonada en ltuango, como los miembros del
Ejérdto quienes tenlan según ellos dominio absoluto del área, con retenes y
patrullajes, en el caso que nos ocupa: no cumplieron con lo preceptuado en la
Constltudón Nadonal cuando se refiere a la honra, vida y bienes de los
ciudadanos y que omitieron cumplir con sus fundones y por lo tanto cómplices
indirectos de estos asesinatos.

" -1

" Juzgado PrImero Penal Del Circuito EspecIalizado de Antloqula, Sentencia Ordinaria, radicado
122-UNDH-5288-2002-0052, Procesado José Vicente castro, 14 de noVIembre de 2003. ANEXO C 11.

" DecIllradón Juramentada de Beatr1z Elena Partas Valdés de fecha 9 de agosto de 1996. dtad.lI
como elemento probatorto por Informe Evaluativo N° 139 de la 0fIdna Pell'ldnente pera la Defensa Y
Promodón de los Derechos Humanos de la Procuradurla Departamenllll de Antloqula. del 22 de octubre de
1996. ANEXO C 13.

D DecIllradón dtada por el Esllldo en sus alegatos ante la Comisión Interamerk:llna. _ DDH.
39723 de la Dlrecd6n de Derechos Humanos y Derecho Intemadonal Humanltarto del Mlnlstl!r1O de
Reladones Extertores de Colombia, de fecha 25 de octubre de 2002.
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Además, tal como está establecido en las pruebas recogidas después df los
hechos sangrlentos de aquel dla, les fueron Informados sobre los asesinos, su
número, tlpo de vehlculo en que se movilizan, ruta que segulan, no fueron
capaces de Interceptarlos a nn de capturarlos, [ ..•]24
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Vale decir que las unidades de la Fuerza Pública que operaba en la reglón ­
Batallón Glrardot y Polida de Ituango- a pesar de estar al ta'1to de la
presencia paramilitar en La Granja, se abstuvieron de adoptar las medidas
necesarias para prevenir el ataque perpetrado contra la población cl)/II el 11
de junio de 1996 y evitar las ejecuciones o para capturar a los responsables.

38. Asimismo, el doctor Bonilla. Cifuentes -quien fungló como Fiscal
asignado a la jurisdicción de Antioqula- en el testimonio rendido ante la
Comisión en su 1060 período de sesiones confirma que:,

En La Granja, que fue una masacre perpetrada aproximadamente a mediados
del allo 1996, el paramllltarlsmo Ingresa con dos camionetas, hombres civiles
armados, con armas largas, en particular fusiles R15, AK47 Yarmas de corto
alcance como pistolas, y tienen que pasar 'necesariamente por varios puestos
de control donde deberlan estar la pallda y el ejército nacional realizando
controles de entrada. Pasan por un municipio cercano, que es san And~ de
Cuerqula; en san Andrés de Cuerqula lo hacen a escasos metros del comando
de la pollda, si ustedes de pronto tienen una vlsl6n de lo que son los pueblos
en Antloqula, son muy pequellos, y la pollda con sus comandos policiales
cubre todo lo que es el casco urbano de cada municipio, y pasa aste comando
paramilitar a dos metros del comando sin que sea visto por la polle/a. El
Ejército Nacional, como lo habla denunciado Jesús Maria Valle y como aparece
en varios testimonios que yo recepcloné al interior de esa Investigación, en
particular del sellor Carlos Fernando Jaramlllo, que declara en cuatro
oportunidades, y se encuentra en este momento también exiliado en 'un pal,
de América latina, porque el paramllltarlsmo luego de su denuncia decldl6
también perseguirlo, y como Ifder polltlco de la reglón tenIa conodmlento de
que le hablan reclamado al ejército por la pi esencia paramilitar en el
corregimiento de Santa Rita, otro corregimiento de ltuango, a lo que un
capitán del ejércItO respondl6 en los consejos de seguridad que se verlftcaron
antes de la masacre, que todos los' puntos de Ingreso a El Aro estaban
cubiertos por el ejército nacional. sitios estratégicos, y estaban realizando
operaciones de desarme, que es el control a la poblacl6n civil para desarmarla
en este municipio; y por uno de los puestos de control donde tradicionalmente
el ejército si estaba y era una zona estratégica para proteger a la pobIacl6n
civil del Ingreso de grupos armados, bien sea subverslvos o pal1lmllltares, el .
ejército el dla en que pasa este convoy paramilitar no está en la zona. 2S

Este testimonio, rendido por uno de los fiscales vinculados a la Investigación
de los actos de violenda perpetrados por los grupos paramilitares en el

" Informe Evaluativo ND 139 de la Oftclna Permanente para la Defensa y Promoción de \oS
Derechos Humanos de la Procuradurfa Departamental de Antloqula, del 22 de octubre de 1996. ANEXO C
13.

25 Declaración del sellor Carlos Álvaro Bonilla Clfuentes rendida ante la Comlstón Interamericana
durante la reallzlldón de su 106° periodo ordinario de sesiones, 2 de marzo de 2000. Por razones de
seguridad el ex FIscal Bonilla se encuentra asilado en Suiza. ANEXO C 14.
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municipio de Ituango, confirma la conducta omisiva de los miembros del
Ejército y la POllcla apostados en la zona.

39. A pesar de la gravedad de los hechos acaecidos en junio de
1996 en La Granja, sólo se procedió a abrir formalmente una Inve$tIgaCI6n
judicial tres años después. Concretamente, la Unidad Nacional de Derechos
Humanos de la FlscaUa General de la Nación resolvió proferir resolución de. ,

apertura de Instrucción el 17 de junio de 1999. En esa oportunidad, dispuso
la vinculación y la ImpOSición de medida de aseguramiento consistente en
detención preventiva en contra de los hermanos Jaime y Frandsco Angulo
Osorlo, quienes se encontraban detenidos en virtud de otros procesos. Sin
embargo, con posterioridad fue revocada la medtda de aseguramiento en su
contra. En esa' misma fecha, se ordenó la vinculación a la Investigación de
dos agentes estatales, el subteniente José Vicente Castro, Comandante de la '
5ubestadón de' PoIicla de Ituango y el Teniente José Alexander 5anohez por
los delitos de coautoria en la conformación de grupos de justicia privada,
homicidios agravados y secuestro simple agravado a titulo de dolo por
omisión Impropia. Asimismo, en aquella oportunldad, se decretó auto de
prisión preventiva en contra de los mencionados agentes estatales.

I

40. El 31 de agosto de 2001 se profirió resolución de acusadón en
contra de José Vicente Castro, tras la decisión del Co'nsejo Superior de la
Judicatura respecto del conflicto positivo de competencia Interpuesto por el
Fiscal Penal Militar 142 del Juzgado de Primera Instancia adscrito a la
Inspección General de la P9licía Nacional. El juzgado PrImero Penal del
Circuito especialiZado de Antloquia, mediante sentencia de fecha 14 de
noviembre de 2003, condenó a 31 años de prisión al mencionado subteniente
José Vicente Castro por haber incurrido "por omisión en el deNto de homicidio
agravado con fines terrorlstas".26 Por su parte, ellO de noviembre de 2003
se profirió resolución de acusación en contra de JorGe Alexander Sánchez
Castro, por el ,delito de concierto, para delinquir, acusación que se amplió con
la Incorporación posterior de los delitos de homicidio agravado y extorsión
agravada.

41. Con respecto a los civiles vinculados al proceso, el 2 de junio de
2000 se decretó mecilda de aseguramiento consistente en prisión preventiva
en contra de Hemando Remlgio Fonnegra y de Carlos Castaño Gil. El 12 de
enero de 2001 fueron declarados personas ausentes Jhon Jalro Mazo Pino,
Gilberto Antonio Tamayo Re'1gJfo y Jorge Alberto Muletón Montoya. Por su
parte, el 20 de agosto de 2002, Sé profirió medida de detención preventiva
en contra de Hernando de Jesús Alvarez, Jhon Jalro Mazo Pino, Gllberto
Antonio Tamayo Renglfo y Jorge ~Iberto Muletón Montoya.

'" Juzgado Prilneiu del Circuito Especlallzado de Antloqula, 5entanda Ordinaria, radk:ado 122­
UNDH-52B8-2D02-0052, Procesado José Vicente Castro, Medellrn, 14 de noviembre de 2003. ANexO C 11.
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42. De conformidad a lo expuesto supra, surge que la In"l!sttgad6n
previa por los hechos de La Granja se abrió formalmente el 17 de junio de
1?99 por la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalfa General de
la Nacl6n27

, es decir tres años después de acaecidos los hechos. AsImismo,
de los elementos de convlccl6n allegados a la CIDH y de la Informacl6n
proporcionada por el Estado se desprende que transcurridos mH de siete

I
años de ocurridos los hechos, s610 se ha sentenciado en primera InitBnda al
Teniente de Poilela José Vicente castro por "haber Incurrido por omisión en el
delito de homicidio agravado con flnes terroristas." 28

43. SI bien la Investigación penal .determln6 la expedlcl6n de
medidas de aseguramiento contra una serie de personas, Incluyendo ,a
líderes de grupos paramilitares y agentes del Estado, las 6rdenes de
detencl6n no han sido ejecutadas en su mayoria y el proceso conlitlúa con
relacl6n a los civiles Involucrados en ·121 investlgacl6n en etape de InstnJcd6n.
El I proceso fenal respecto del resto de los responsables aun se encuentra
pendlente.2 .. I

,

B. La incursión .rm.d. en El Aro

44. Una vez consumada la Incursl6n eFl La Granja, miembros de la
sociedad civil del Municipio de Ituango elevaron numerosas comunicaciones a
distintas autoridades estatales con la finalidad de solicitarles la adopcl6n de
medidas para garantizar la vida y la Integridad personal de la población civil
amenazada por el accionar de los grupos al margen de la ley. Iintre ellos se
destaca el abogado y defensor de derechos humanos Jesús Maria Valle
Jaramillo quien elev6 comunicaciones a las autoridades departamentales
Informándoles sobre la presencia paramlli~r en la reglón. El 20 de
noviembre de 1996 se comunlc6 con Alvaro Uribe Vélez, entonces
Gobernador de Antloqula, y con el Defensor del Pueblo de Medellln con el fln
de solicitar proteccl6n para la poblacl6n de Ituango. Dicha solicitud fue
reiterada y ampliada el 20 de enero de 1997 por la entonces Comisión
Intercongregaclonal de Justicia y Paz. En esa oportunidad, la petld6n de
protección y atención a la zona se remitl6 también a las autoridades,
nacionales. Las referidas comunicaciones que se anexan a la presente
demanda, acreditan que a pesar de que las autoridades estaban al tanto de
la Inminencia de la consumación de Incursiones armadas paramñltares en el

,

" NotlJ EE 102 de 18 DlIe<X:ión Generlll de asuntos Espedafes del MfnlstJN10 de re!IK:Iones
Exteriores, 9 de marzo de 2000.

" Juzgado Primero Penal del ClrtUlto Especializado de Antloqulll, radicado 122-UNOH·5288-2002­
0052, Sentenclll de 14 de novtembre de 2003, Medellfn, Colombia. ANEXO e 11.

" Ver NotlJ DDHJ6239 de 18 Dlrea:l6n Gflllt!l'al de ltsuntos EspedltJes del MInisterio de~nes
Exteriores, 28 de julio 2004, donde el Estlldo Indica que el proceso se encuentra en elIIpa de Instrua:t6n.
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I ,
municipio de Ituango, se abstuvieron de adoptar las medidas necesarias para
prevenirlas o proteger a la poblacl6n civil. 30

45. En este contexto, entre los días 22 de octubre y 12 de
noviembre del año 1997 tuvo lugar una Incursi6n .. paramilitar en el
Corregimiento de Bull6polls, más conocido en la regl6n de Ituango como "El
Aro". Los elementos de prueba indican que la cadena de ejecuciones
selectivas perpetradas por un grupo paramilitar que se movlllz6 pqr varios
días a pie con la aquiescencia y apoyo de miembros de la Fuerza Pública, se
inici6 en el Corregimiento de Puerto Valdlvia, punto de partida de su
recorrido.

•

46. El 22 de octubre de 1997, aproximadamente 30 hombres
armados y 'vestidos con prendas de uso militar llegaron por vía terrestre al
Corregimiento de Puerto Valdivla, departamento de Antloqula, y dieron
muerte a los señores Omar de Jesús Ortlz carrnona y Fabio Antonio Zuleta
Zabala Zabala en el sector conocido como,Puquí. Al respecto, la sentencia del
Juzgado 5egundo Penal del Orcuito Espécializado de Antloquia de fecha 22 de abril
de 2003" establece que

los hermanos Maria 0llvIta Y Fabla AIbert:o caue Femández declararon que el dllI
miéralles 22 de octubre esos hombreS llegaron a la finca de propledad de Ornar de
Jesús 0rlIz cannona, ubicada en la vereda de Puqul. AlU reunieron a tDdos los
trabajadores Y les preguntaron acera de la guerrilla. 5eguldalllente alslllrcn del
grupo a Ornar de Jesús, esposo Y QJI'\ado de los calle Fem6nc1ez- y a Fablo AntDnlo
ZUIeta ZiIblIIa, a quienes en su presencia, propinaron varios Impactos de bala que les
ocasionaron la muerte.]2

•

47. Seguidamente, en la finca denominada "La Planta" asesinaron al
señor Amulfo Sánchez Álvarez, persona de avanzada edad. Seguidamente,
el grupo paramilitar Inlcl6 su recorrido a pie con direccl6n al Corregimiento de
El Aro, que se sitúa a seis horas de Puerto Valdivla. En el curso de dicho
recorrido, los paramilitares arribaron' en primer lugar al embarcadero de
Puerto Escondido donde dieron muerte al señor Omar Iván Gutlérrez Nohavá

30 Comunlcacl6n del ComIté Petlllanente 'Héc:tXlr Ablld G6mez", organlzadón a la cual petteneda
Jesús Maria Valle, dlrlgkla al Gobernador de AntIoQula el 20 de novlembre de 1996. Comunlclld6n del
Comité Pel iIIanenlie .Héc:tXlr AblldG6mez" dll1glde al Defensor del Pueblo de MedeUfn el 20 de noviembre
de 1996. ComunlcaCl6n de la Comisión Inlierconllregaclonal de Justicia y paz dirigida a distintas
autoridades estalllles, 20 de enero de 1997. Comuntcacl6n del Comité Permanenlie·HktDr Ablld Gómez"
dirigida a la otIdna del Alto ComisiOnado de Naciones Unidas para Colombia del 29 de Julio de 1997.
ANEXOS C 16, 17 Y 18.

" Juzgado Segundo Penal de Orculto especializado de Antloqula, 5entenda de Condena a carlos
caslllllo Gil, 5lI1vatore Mancuso G6mez, Frandsco Vlllalba, Alexander Mercado Fonrec:a, 22 de abnl de
2003. ANEXO C 21 .

" Ibldem. Ver también Juzgado Promiscuo Munldpal, Audiencias para la recepción de
testimonios, declaractones de Ad~n Octavlo Vet'squez, 24 de octubre de 2000 Y carios Mario caslll"eda,
12 de febrero de 2001. ANEXO C 29 y 31.
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en presencia de su 'esposa y de sus hljas.33 Según consta en el testimonio de
Martha Cecilia Jlménez, el 23 de octubre de 1997 a las 8:00 am, un grupo de
hombres armados llegó a su residencia de la vereda de Puerto escondido,,

saquearon su tienda, hurtaron 90 reses y frente a toda su familia asesinaron
a su cónyuge Ornar Iván Gutierrez Nohavá.34

48. Al salir del , mencionado embarcadero, los paramliltares
asesinaron a Olcrls Fall Draz Pérez, José Darlo Martlnez Pérez y Otonlel de
Jesús Tejada Tejada. En su recorrido los paramilitares también asesinaron a
Wllmar de Jesús Restrepo Torres, de trece años de edad, y al señor Alberto
Correa cuando se encontraban realizando labores, de agrlcultura,35 El grupo
paramilitar se hizo acompaflar de algunos hombres que encontraron por el
camino para que los ayudaran a conducir el ganado, que tomaban de las
fincas que se ,encontraban a su paso" hacia los diferentes sitios de
concentración donde dejaban el ganado al cuidado de campesinos bajo
vigilancia armada'. El señor Francisco Osvaldo Pino Posada señaló al respecto
en su testimonio que

El sábado de 25 de octubre fui retenido por un grupo de aproximadamente
100 hombres armados en la vereda llamada Organí, a dos horas de distancia
del corregimiento de El Aro, perteneciente al municipio de Ituango. Dicho
grupo se dlrigla por el camino de herradura que de Puerto Valdlvla conduce al
Aro, distantes entre si a 6 horas de camino a pie. Cuando fui retenido ya
hablan dado muerte a los sellares Amulfo 5ánchez, Omar Iván Gutlérrez oícns
Dlaz y Darlo Martfnez.

Posteriormente fui obligado; Junto con otras cinco personas a transportar el
ganado de la finca en que me encontraba y a lIevario hasta El Aro. Cuando
llegamos alll, encontramos que otro grupo de paramilitares que hablan
Ingresado por el sector de Brfcello ya habla dado muerte a los seflores Nelson
Palacio, Modesto Múnera y Guillermo Andrés Mendoza, ' campesinos conoddos
en la reglón, dedicados a la agricultura y ganaderla, al Igual que los otros que
antes hablan sido asesinados.
(...)
Durante esa semana los paramilitares dieron muerte al menor Wllmar
Restrepo y al seflor Alberto Correa, mientras se dedicaban a labores de
agricultura; al seflor Marco Aurello Arelza, comerciante que fue muerto el día
martes de esa semana y a quien vi personalmente tirado al lado del

3J Oeclaracl6n rendida por la sellor1b1 Lylllam Amparo Arelza Tobón con desttno a la Comisión
Interamerlcana de Deiec:hOS Humanos; MedeUfn;"21 de abr11 de 1998. ANEXO e 64.

34 Ibldem. Ver b1~ Trlbunal Administrativo de Antloqula, sal. ~m. de Dedslón,
Olllgencl. de Testlmonlos, Declaradón de Juan Guillermo Córdob. Herrera, Medellfn, 24 de octubre de
2001. ANEXO e 43.

" Juzgado Promiscuo Munldpal, Audlenda para la Recepción de testlmonlos, declaradón de Mari.
Edllma TOrTeS, Valdlvla, 15 de marzo de 2001. ANEXO e 28. F1scalfa General de la Nad6n, F1scalf.
Delegada ante Jueces Regtonales, Acta de Olllgenda de Exhumación llevad. a cabo en el Corregimiento
del Aro Jurisdk:d6n del Municipio de ltuango - Antloqula, dentro del radicado 25017, 29 de marzo de
1999, ANEXO C 24.
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cementerio, Fuel"ll de lo anterior hubo otras personas a quienes no COllbcf,
pero que fueron muertas por los paramilitares en su incursión. 36
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49. El día sábado 25 de octubre de 1997 los paramilitares arribaron
al Corregimiento de El Aro donde procedieron a reunir a todos los habitantes
del lugar en el parque central del poblado, luego asesinaron a Guillermo
Andrés Mendoza Posso, Luis Modesto Múnera y Nelson de Jesú$ Palacio
Cárdenas .37 El seflor Omar Alfredo Torres Jaramillo declaró ante El Tribunal
Administrativo de Antloquia que '

(... ) a eso de la una de la tarde estaba yo en el puebllto y entraron los
paramilitares, ahf nos cogieron a los que hablamos, conmigo estaban Argemlro
Arango, Luis Modesto Múnera, Nelson Palacio, GlIberto Lopera, Rafael
Pledrahlta, Andrés Mendoza y Omar Pérez un peladito de como doce aftos, a
todos 'nosotros nos cogieron y nos acostaron en el piso y de ahl comenzaron a
matar y mataron a Andrés Mendoza, a Luis Modesto Múnera y a Nelson
Palacio, de ahl nos tuvieron acostados como hasta las seis de la tarde eh
medio de los muertos y a las seis de la tarde nos hicieron parar y ya nos
cogieron de cuentas de ellos y nos hicieron amanecer asentados en el Parque.
Al otro dfa comenzaron a sacar toda la gente de las casas y a amontonarlos en
un solo punto de ah! comenzaron a dañar todas las puertas de las tlendas. 311

50. Con posterioridad a tales sucesos, los paramilitares se dirigieron

~o~ :~~~~n;~~e~:1:::ao~~~~~o~~~:~iOy~~:i~~li~:~~~'a~~~ri:n~~~t~:~
y a prepararles alimentos. El día sábado 25 de octubre de 1997 ordenaron al
señor Arelza que los acompañara a las cercanías del cementerio donde lo
amarraron y torturaron hasta causarle la muerte.39 El testlrnonlo de su hija,
Lylllam Amparo Arelza Tobón, rendido en el proceso dlsciplfnario ante la
Procuraduría General de la Nación indica que

... se lo llevaron (a su padre) a las afueras del pueblo, lo amarraron y lo
torturaron, le sacaron los ojos, le cortaron la lengua, lo abrieron y le
levantaron la piel y luego le enterraron' un cuchillo ( ... ) cuando a él lo estaban
torturando Rosa Marla con los niños iba a ver que le estaban haciendo a mi
papá y no la dejaron acercarse al lugar. La gente escuchaba los gritos de él. Al
dla siguiente Rosa Marla fue a hablar con los jefes de los paramilitares y ellos
le confirmaron que lo habfan matado, les pidió que se lo dejaran llevar hasta

36 Testimonio rendido por el señor Francisco Osvaldo Pino Posada con destino a la Comisión
Interamericana sobre los hechos ocurridos en El Aro-Ituango en Octubre y Noviembre de 1997. ANEXO C
65.

" Ascalla General de la Nacl6n, Asealla Oelegada ante Jueces Regionales, Acta de DHIgencIa de
Exhumadón llevada a cabo en el Corregimiento del Aro Jurisdicción del Munldplo de ltuango - AntIoqula,
dentro del radicado 25017, 29 de marzo de 1999. ANEXO C 24.

36 Testimonio del señor Ornar Alfredo Torres Jaramlllo rendido en audiencia pública ante el
Tribunal Administrativo de Antloqula, 3 de abril de 2000. ANEXO C 40.

" Flscalla General de la Nacl6n, Flscalla OeIegada ante Jueces Regionales, Acta de Dlligenda de
Exhumación llevada a cabo en el Corregimiento del Aro Jurisdlccl6n del Municipio de ltuango - Antloqula,
dentro del radicado 25017, 29 de marzo de 1999. ANEXO C 24.
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Yurumal, donde estábamos los hijos de él, pero ellos se lo negaron, por último
le permitieron que lo enterrara allá mismo en el cementerio...40

Con respecto a las torturas de lasque fue objeto su padre y de las
circunstancias en que se efectuó su sepultura, la señorita Areiza Tobdn
agregó en su declaración con destino a la CIDH que

( •..) esa noche llamó (a) mi casa en Yarumal desde Medellln una señora
llamada BEATRIZ POSADA a informarnos que hablan matado a mi papá,
ignoro cómo se enteró ella. Al día siguiente, lunes, a primera hora me
comuniqué con ~El Aro" y contestó uno de ellos (paramilitar), le pregunté
sobre si era cierto que hablen matado a AUREUO AREIZA y al interrogar a
otro compañero al respecto le dijeron; "si, es el viejito de la tienda grande
que matamos anoche"; además le pregunté si podlamos ir a recoger el
cadáver y 'me contestó que si nos atrevlamos a ir no sallamos de allá.
Después de esto, ellos llamaron a ROSA MARIA Y a dos menores hijos de
mi padre, y ies tiraron el cadáver; fue tal la Impresión de uno de los nlflos,
de cinco años, que se desmayó; ROSA les pidió el favor que le dejaran
sacar el cadáver para Yarumal donde estábamos todos los hijos de él pero
no se lo permitieron y la tiraron sobre el cuerpo y le dijeron que si lloraba
la mataban a ella también.
(... )
A partir de su muerte ese domingo, saquearen todas las propiedades que
tenia, el ganado se lo apropiaron y el que no lo destruyeron, guardando las
reses que hablan recogido de las fincas de ~EI Aro" en una propiedad de /ni
padre llamada ~La Golondrina". '

Del contenido del resto del testimonio de la señorita Lylllam Areiza se
deduce que el cuerpo sin vida del señor Marco Aurelio Areiza presentaba
señales de tortura en los ojos, los oídos, el pecho, los órganos genitales y
la boca."

51. En un salón anexo a la iglesia los paramilitares torturaron y
asesinaron a la joven Rosa Arelza Barrera, quien se desempeñaba como
empleada doméstica de la casa cural y también asesinaron a la joven Dora
Luz Areiza. En sus declaraciones ante el Tribunal Administrativo de Antloqula
el señor Mario de Jesús Montes Vergara indicó que Dora Luz Areiza habla sido
ejecutada debido a que había sido señalada como Integrante del E.L.N.42 Al
respecto, en su testimonio Lylliam Arelza Tobón señaló con respecto a la
joven Barrera que

Además de mi padre también torturaron y asesinaron una mujer joven
llamada ROSA BARRERA, quien se desempeflaba como empleada doméstica de

11'1

.. TestimoniO de LylHem Amparo Arelza Tobón, citado como elemento probatorio en la sentanda
de primera Instancia de la Jul1sdlcclón Dlsclpllnarie respecto del caso "El Aro". Procuradurfa General de le
Nación, Procurador Delegado Disciplinario paf'/llos derechos Humanos, Fallo de Primera ¡nmnda "caso El
Aro", foja N° 236, 30 de septiembre de 200!!. ANEXO C 62.

41 Declaración rendlde por la setiorlta LylHam Amparo Arelza Tobón con destino a la Comisión
Interamerlcana de Derechos Humanos; Medellln, 21 de abril de 1998. ANEXO C 64.

42 Testimonio del seno. Mario de Jesús Montes Vergara rendido en audiencia pública ante el
Tribunal Administrativo de Antloqula; 3 de abril de 2000. ANEXO C 40.
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la casa cural del lugar; fue acusada por los paramilitares de ser amiga ~ los
guerrtlleros; a ella la llevaron a un lugar llamado "sal6n La Gloria· propiedad
de la parroquia, cuentan que le chuzaron los senos, la vagina, la cortaron y le
echaron sal en las heridas y luego de darie muerte la botaron en un cultivo de
caña impidiendo que su familia recogiera el cadáver.43
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52. Los testimonios de Lylllam Amparo Arelza Tobón y d~1 testigo
que compareció ante la Comisión bajo reserva de Identidad conRrman

I

fehacientemente que el lunes 27 de octubre de 1997 arribó un heUc6ptero
del Ejército en la plaza de El Aro. Uno de los tripulantes, miembro del
Ejército descendió y entregó municiones a los paramilitares. En su
declaración Lylllam Arelza Tobón afirma que

El dla lunes sobrevol6 la zona Inicialmente un hellc6ptero gris pero como en la
cordillera habla guerrilla éstos no lo dejaron aterrtzar; más tarde arrtbó un
helicóptero de la Fuerza Aérea - Ejérdto - el cual lIeg6 hasta la plaza de "El
Aro" y uno de los militares que baj6 de allí después de haberies entregado
munlcl6n les pregunt6 que cuántos guerrilleros hablan muerto; el paramilitar
apodado 'Cobra" le respondl6 que habla , guerrilleros muertos por todo el
camino. [ .. ] Luego de esto los que quedaron comenzaron a dedr a la
poblad6n que era mucne mejor ser paramilitar porque tenlan el apoyo del
ejército y en cambio los guerrillel"(ls tenlan que enterrarios donde,calan y que
además la familia de cada paramilitar muerto redbfa un seguro por esto."

53. El testimonio de Ornar Alfredo Torres Jaramlllo describe cómo
los habitantes de El Aro procedieron a dar sepultura a los cuerpos de algunas
de las victlmas.

sí los levantamos, los enterramos, no se hizo presente ninguna autoridad. Lo
que pasó es que los enterramos porque ya esos muertos por ahl
descomponiéndose, entonces les pedíamos permiso a ellos, si los pod/amos
enterrar y ellos nos deáan que 'si Y para enterrarlos no necesl~bamos pala ni
nada porque allá hay un cementerio y bóvedas, entonces los metlamos en las
b6vedas que hay desocupadas y de esto se dIo cuenta toda la gente y al nn y

o

al cabo todos éramos amigos, todos .criados ahl mismo. Los cajoncitos los
hadamos de madera, todos mal hechos para enterrar a esos difuntos. 45

Del testimonio se Infiere la ausencia de la Fuerza Pública y de las autoridades
judiciales.

54. Antes de retirarse del Corregimiento, los paramilitares
destruyeron e incendiaron gran parte de las casas del casco urbano,
quedando a salvo sólo una capilla y ocho viviendas. Los actos de violencia
destinados a aterrorizar a la población obligaron a las familias a desplazarse

.. Declaración rendida por la sel\orltll Lylllam Amparo Arelza Tobón con destino a la Comisión
Interamericana de Oerecnos Humanos; Medellfn, 21 de abril de 1998. ANEXO C 64.

.. lbldem.

.. Testimonio del seIIor Omar Alfredo Torres JaramlUo rendido en audiencia pública ante el
Tribunal Admlnlstratlvo de AntIoqula; 3 de abril de 2000. ANEXO C 40.

I

,.

o,
1 .'1 '

,o.

I

- ' o • • , _ . •~ .__ , _, _~_" ~ ,,, """,, ._,. _, . ..~ . _ _ _ • • _ _d,_. _



I 25 0000031

I

- o • •

del lugar. El testimonio rendido bajo reserva de identidad ante la Comisión,
con la presencia del Estado, da cuenta de tales hechos al expresar que

[ ...] Todo el mundd bajando a Puerto Valdlvla y ya estaba ardiendo el caseóo
del pueblo, que le habían metido candela los amados esos, le hablan
Incendiado candela al pueblo y ya se estaba quemando. Eso fue el dla jueves
30 de octubre.....

,
55. Los paramilitares también sustrajeron 1.200 cabezas de ganado

caballar, mular y vacuno, el cual fue dejado aproximadamente por una
semana en el sitio denominado "La Planta", a quince minutos a pie del casco
urbano de Puerto Valdlvla. Según declararon varios testigos, eventualmente
el ganado fue embarcado hacia la Caucana, corregimiento del municipio de
Tarazá. De los 'elementos de prueba surge también que el grupo paramilitar
obligó a 17 campesínos de la zona arrear ~I ganado a los puntos de destino. '
El ganado fue trasladado en plena autopista que conduce a la Costa
Atlántica. Varios campesinos hicieron referencia a este hecho en sus
declaraciones rendidas en el proceso contencioso administrativo. Entre ellos,,
el señor Alfredo Torres Jaramlllo manifestó

( ... ) y a nosotros, todos los que nos tuvieron 'con ellos ahí, de quienes no
recuerdo sus nombres nos cogieron a 17 y nos mandaron a recoger ganado de
las flncas y bestias, a amontonarlo en una flnca sola (...) nos obligaron, que
tenlamos que arriarlos (... ) no recibimos nada por eso."" '

56. Por su parte, el testigo que rindió declaración ante la Comisión
durante su 1140 Perlado Ordinario de Sesiones señaló que

Eso por ahl a las diez de la mañana ya les dijeron a varios civiles del pueblo
que se fueran a recoger el ganado que habla en las fincas más cercas.
Entonces mi persona, en vista de que estaban recogiendo los ganados, me
acerqué a los mandones de esos grupos, que era uno que le dedan "cobra",
uno que le dedan "junior" y el "rambo" ese que dlrlgia el ejército que yo lo
habla conocido en Puerto Valdlvla, ese tamblén era otro. Oaro que unas veces
le declan "rambo", otras veces le decían "cobra". De todas maneras yo me
acerqué y les dije: señores, ustedes por qué están lecoglendo los ganados?
Entonces me respondieron: porque nos los vamos a llevar. Por qué se los van
a llevar? Es que estos ganados son de la guerrilla, nos vamos a llevar estos
ganados porque son de la guerrilla. Yo les dije, no señor, de la guerrilla no.
Esos ganados son de nosotros, nosotros somos unas personas muy honradas,
honestas, trabajadoras.. yo soy naddo y criado ' acá y por aqul no conozco
ganado de la guerrilla.

El señor Francisco Osvaldo Pino PO,~da en su testimonio expresó que

.. Testimonio bajo reserva de Id~tldad rendido ante la Comisión Interllmer1Cllna en una
audiencia celebrada durante el 114° Periodo Ordinario de Sesiones. ANEXO C 66.

" Testimonio del sellar amar Alfredo Torres Jaramlllo rendido en audiencia pública ante el
Tribunal Administrativo de Antloqula; 3 de abril de 2000. ANEXO C 40.

.. Testimonio bajo reserva de Identidad rendido ante la Comisión InteramerlCllna en una
audiencia celebrada durante el 114° Periodo Ordinario de Sesiones. ANEXO C 66.
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El ultimo dra que permanecieron en el Aro los paramilitares, cuyo comaradante
era denominado Cobra, prendieron fuego al pueblo y nos dirigimos hacia
Puerto Valdlvla con aproximadamente 1200 cabezas de ganado vacuno y 100
bestias mulares, con las cuales llegamos el dra sábado hasta la nnca
denominada La Planta.

El dra domingo primero de noviembre, llego hasta La Planta un grupo
numerosos de soldados pertenecientes al ejército nacional y se contactaron
con los paramilitares. Luego de hablar los comandantes de uno y otro bando,
se fueron sin que hubiese ningún tlpo de enfrentamIento. Este grupo de
soldados estaba encargado de la vigilancia a todos los desplazados que se
hablan dirigido a Puerto Valdlvia. El dla lunes salló un grupo de
aproximadamente 100 paramilitares, a las 9:00 o' 10:00 de la noche, tomando
el camino que conduce a Puerto Valdlvla y a las 12:00 de la noche salló el
resto de personas de dicho grupo, entre los cuales Iban el comandante
denominado Cobra y otro denominado El TIgre.

, .
•

El ganado permaneció en La Planta durante ocho dlas, en uno de los cuales se
entregaron tres reses de ganado al Ejérdto, por orden de los mismos
paramilitares. Al cabo de dicho tiempo los arrieros que estábamos obligados
conducir el ganado y que ya sumábamos 17, entre ellos Ricardo BalTera, Omar
Tonres, Román SlII!lZl1r, Ubardo carvajal, Rodrigo Mendoza, Mllclades Crespo,
etc. Recibimos la orden de sacar las bestias mulares con destino a un sector
denominado El Pescado, ubicado a 10 minutos de Puerto Valdtvla por la
carretera que conduce a la costa Atlántica. Dicha labor se realizo llevando los
animales por las montallas que dan a la parte superior del pueblo. Ante la
Imposibilidad de sacar el ganado vacuno por el mismo sector, me entreviste
con un paramilitar conoddo como cero dnco y le dije que la única forma de
hacerio era por la carretera, frente a lo que manifestó que se encargaria del
asunto y se dirigió del PeScado a Puerto Valdlvla para comunicarse con el
comandante del Ejérdto. '

Ese dia a las 10:00pm comenzamos a arriar el ganado desde la planta, que
normalmente queda a 15 minutos a pie de Puerto Valdlvla, pero pasamos por
la calle prindpal y única del pueblo a las 12:00 de la noche, habida cuenta de
la gran cantidad de animales que transportábamos. Lo condudmos hasta el
pescado llegando a las 5:00 de la mallana del dla lunes, donde varios
camiones embarcaron parte del mismo y se dirigieron por la vla a la costa
atlántica. Seguimos con el resto de reses pasando por un sitio denominado el
catorce y dejamos 14 reses para los soldados del doce, según orden de un
paramilitar. A las 5:30 de ese dra llegamos al sitio conoddo como el doce,
perteneciente al municipio de Taraza, ubicado normalmente a dnco minutos
en carro del sltlo conoddo como el catorce. AlII habla un gran número de
soldados quienes no manifestaron absolutamente nada al vemos pasar con el
ganado."

57. La señorita Lylliam ",Areiza Tobón manifestó, respecto del
traslado del ganado hurtado, que

El ganado que bajaron hasta, Puerto Valdlvla lo dejaron entre dos y tres
semanas más en la finca "La Planta", pero las bestias fueron sacadas en la

.. Testimonio rendido por el sei'Ior Francisco Oswaldo PIno Posada con destino a la Comisión
Interamertcana sobre los hechos ocun1dos en El Aro·ltuango en octubre y noviembre de 1997. ANEXO e
65.
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noche del jueves o viernes prevIo toque de queda Impuesto por el Ejércltoil la
población; esa noche mandaron a la cama a todo el mundo a las 9:Oopm
educlendo problemas de orden público pero la gente sintió y vio como pasaron
arreando alrededor de 40 bestias que subieron en camiones con destino
desconocido. 50
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Estos testimonios ampliamente coincidentes confirman efectivamente que los
pobladores de El Aro fueron despojados de sus semovientes y sus viviendas
destruidas por el Incendio que provocaron los paramilitares responsa~les por
la incursión con la aquiescencia de miembros de la Fuerza Pública.

58. Respecto de la autoría de la incursión armada las decisiones
adoptadas en el ámbito disciplinario y los testimonios rendidos ante las,
autoridades judiciales y ante Comisión durante el trámite de estos casos
confirman que miembros del Ejército Nacional no sólo prestaron su
aquiescencia a los actos perpetrados por los paramilitares sino que también
se' produjeron Instancias de participación y colaboración directa.
Efectivamente, la participación de agentes del Estado en la incursión armada
no se limitó a facilitar el Ingreso de los paramilitares a ia reglón sino que
también omitieron asistir a la población civil durante el desarrollo de aquélla.
El relato de la sei'iora Lylilam Amparo Areiza Tobón, hija del sei'ior Aurelio
Arelza, quien residía en Medellín en el momento de los hechos, sei'iala que:

,
[ ... ] ese día ante el desespero de no poder comunicarme con mi famlila llamé
a la Estación de Polida del Municipio de Yarumal en donde me dijeron que eso
era problema del Ejercito y no de ellos y por ello me comunique a continuación
con la. base de "La Marconl" y ellos me Informaron que no podían movilizarse
porque estaban en "Plan Democracia".51 ,

59. El testigo que declaró ante la Comisión durante su 114° Periodo
Ordinario de Sesiones manifestó, con respecto a la participación de miembros
del Ejército, que

El dia 25 de octubre de 1997 entraron unos grupos armados a El Aro,
corregimiento de El Aro, que pertenece al municipio de Ituango, Antloqula.
Estos grupos entraron formando una balacera tremenda al entrar al pueblo, y
llegaron a la población disparando mucho las armas. Cuando llegaron a mi
casa, donde yo vlvia con mi esposa y mis hijos, pidieron que saliéramos.
Nosotros estábamos metidos debajo de la cama porque dos dias antes de
llegar el grupo se oían comentarlos de que Iban a entrar los paramliltares.
Entonces como esa gente es tan matona nosotros le teníamos mucho miedo.
Entonces nos metimos debajo de la cama cuando escuchamos una voz que nos
dijo: Salgan los que hay adentro. Yo saU con mi esposa y mis hijos, estallan
unos seflores ahi muy armados, manos arriba, subi las manos, camisa arriba,
me subí la camisa, dé la espalda, la di, luego me dijeron, dé la vuelta, denos el
frente y baje las manos y la camisa; lo hice. Entonces me pidieron por favor
salga para afuera, para la calle. Entonces yo sall lógicamente con mis hijos y

50 Declaración rendida por la seflorlta Lytllam Amparo Arelza Tobón con destino a la Comisión
Interamericana de derechos Humanos; Medellln, 21 de abril de 1998. ANEXO C 64.

51 Ibidem.
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mi esposa, y entraron a mi casa, me reblujaron la casa por todos los lados,
colchones, almohadas, todo lo que habla lo tiraron, no sé qué busc;aban;
cuando yo saU a la calle que ya ¡bamos hada la plaza que eltos nos hablan
pedido que fuéramos a la plaza, en ese momento Iba pasando un sellor que yo
lo habla distinguido en el ejército. Él manejaba un batallón en Puerto Valdlvla.
Entonces yo lo saludé, hola, yo me alegré mucho porque pensé que no eran
ningunos paramllltares sino que era el ejército naciOnal. Entonces le dije, hola,
él me contestó, hola hombre, somos conocidos, en dónde? Yo le respondl: en
Puerto Valdlvla. En ese momento nos dijeron que regresáramos a la plaza, al
parque, yo les dije, no, pero con esta balacera dónde vamos a Ir, a lo que se
apacigüe la balacera vamos con mucho gusto. En ese momento sobrevolaba
un helicóptero de color gris, por sobre nosotros, bajltlco, y yo muy amable les
dije, si el helicóptero va a aterrizar, que aterrice en la cancha donde se juega
fútbol que ahl aterriza siempre el helicóptero de 'la gobernación cuando viene
con el p~rama aéreo de salud. Entonces dijeron no, el helicóptero no va a
aterrizar.5 '

0000034

En la declaraciÓn referida anteriormente, el testigo indicó con certeza que
todos los hombres del grupo armado que ingresaron al Corregimiento de El
Aro vestían uniforme militar. Señaló que alrededor de cinco de ellos usaban
la placa de identificación del Ejercito' Nacional, y el resto portaba la Insignia
de pertenencia a las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) además de
usar vestimenta militar. I

60. Asimismo, con respecto a los actos de colaboración de
miembros del Ejército en la sustracción del ganado, indicó que

( ... )EI dla viernes, al otro dl~ 31, bajaron los ganados de El Aro a una finca La
Maria, que es colindante con una finca La Planta, eso queda por ahl a un
kilometro de Puerto Valdlvla, hacia arriba. AlU dejaron esos ganados el sábado,
el domingo mi persona, un sel'lor David Torres, Bernardo Jlménez y el sel'lor
Ubardo Mendoza subimos a El Socorro que son siete kilómetros de Puerto,
Valdivia mas o menos, El Socorro es una finca con un estadero y un
restaurante, alli hay una tropa de ejercito. Y entonces nos vinimos él pedlries
el favor de que si nos podlan decomisar ese ganado y esas mulas que hablan
bajado eia gente. Y entonces ellos nos dijeron, no sel'lores, esos animales
están decomisados ya, por eso no se preocupen, váyanse tranquilos que
nosotros los uamames y les decimos cuando van a recibir sus animales que
les corresponden con su respectiva marca. Eso si, lleven la marca y el registro
de la marca. Ah si sel'lor, nosotros confiamos mucho en ellos, claro.

(... ) Como en ese ganado que habla ¡slli en esa finca de El Nevado hablan unos
animales del sel'lor Miguel Echevarria (... ) me lo encontré por alll y le dije: en
El Nevado hay unas vaquitas suyas, algunas tres vacas, y están a manos del
Ejército. Y me dijo, no, vaya al registro civil y reclámelas (..,) usted es el
administrador (... ) cuando 'venla",sublendo en El Socorro donde estaba el
batallón ese [ ... ] me baje, fui y lo salude y pregunte cual era el comandante
del ejército aca, y me dijeron, ah, vea ese delgadlto que hay allá. Lo salude,
cómo le va y todo muy amable, entonces le pregunte: sel'lor esa vaca de quien
es? Esa vaca es de nosotros. Y como la consiguieron? Se la compramos a un
sel'lor entonces yo le dije, a un sel'lor? Esa vaca es mla. Entonces me dijo,
como que esa vaca es suya? Con que me va a probar que esa vaca es suya?

52 Testimonio bajo IeseIVa de Identidad, rendido ante la Comisión Interamerlcana en audienda
celebrada durante el 114° PerIodo Ordinario de sesiones. ANEXO C 66.
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Le dije, con el registro de la marca, véalo aqul lo tengo. Entonces me lo ~bló
y se puso a mirar el registro de la marca, que es la marca ahl estampada,
registrada, y la marca que tenia la vaca en el anca. Entonces a lo que vio que
si era, me entregó el papel del registro y se me enjuscó y me dijo, fuera de
aquí, fuera Infeliz, si no querés que te saque a las patadas. Entonces a mi me
dio mucho miedo y 51111 como perro regaílado para el carro, y me subl al carro
con esa angustia, y dije, que esperanzas tenemos por Dios y por la Virgen.

I

( ... ) cuando estábamos en El Aro, que yo les dije que me habla Ido para la finca I

de don Ricardo Bulles, cuando fui a mi casa para a ensillar el caballo pent IIIrle,
eso estaba así en mi casa, apoderados de mi casa, haciendo comida y todo, y
en ellos vi unos señores que tenlan el letrero ejército nadonal, batallón
Glrardot".

( ... ) pues ellos nos dijeron que estaban decomlSlldos los ganados. Yo les erel
porque de verdad esa es nuestra autoridad y nuestra confianza, entonces yo
les crel mucho. (... ) si nos quemaron nuestras cases, por lo menos nos dejan
el gllnlldlto. YII con el ejérdto ya todo está bien. Bueno, a la otra vez que subl
todavla les crel. Sabe cuando ya no les crel? Cuando ya se llevaron el ganado,
( ...) ah! ya no les erel nada, ah! si pensé, bendito Dios, el Ejérdto no hizo nada
por nosotros. Induslve estaban revueltos los que subieron a hacemos todo ese

. 53 '
mal a El Aro ( ... ) ,

•

"

61. Por su parte, en la ' diligencia de indagatoria' rendida , por el
confeso paramilitar Francisco VillaIba, aquél manifestó que con anterioridad a
la incursión en El Aro el grupo paramilitar se había reunido con miembros del
EjérCito:

De la entrada a Puerto Valdlvla en un potrero a un kilómetro después de
Puerto Valdlvla y llendo para el Aro nos reunimos con una tropa del batallón
Glrardot antes de la toma del Aro. Estaba un teniente, un cabo y un sargento
y tenlan mando por una voz del coronel del batallón Glrardot.54

'. ' 1'\ '

.-

" Testimonio bajo resefVll de identidad rendido ante la Comisión Interltmel1Cllna en una
audiencia celebrada durante el 114° PerIodo Ordinario de. 5eslones. ANEXO C 66. ,'.

,

54 Ascalia Regional de Medellln, DUlgendll de Indagatoria que rinde el seIIor Franctsco Enrique
Vlllalba Hernández, 17 de febrero de 1998. ANEXOS C21 Y C67. Human RJgIWs WMl:tl en su Informe
sobre Colombia del allo 2000 Indlca con relación &1 testimonio del confeso paromllttllr FrancllCO Vlllalba:
" Los Investlgltdores del gobierno han relaclonlldo a los sicarios con La TerraD, un grupo de a_s
profesionales que trabaja por contrato para CMmIlo. francisco Enrique VIllalba Hernández, un ex
paramilitar que partldp6 en la masacre de El Aro, confirmó bajo juramento ante la FiscIIIIa ~I, el 30
de abril de 1998, el testimonio de los supervivientes entrevistados por Human Rlghts watdl que IndIc:8ba
que la operadón habla sido cuidadosamente p1anHda y ejecutada por una tuerze conjwlta de paramlllta<"­
militar. Vlllalba dijo que perteneda al Grupo Toledo dentro del Frente Metropolitano de las ACCU. Dtjo a
las autoridades que "Junior" y S&lvatore Mancusa, alias "El Mono Hancuso" y comandantl! de los
combatlentes de las ACCU presentes, le llevaron junto con un centenar de paramilitares a PvIll'1X> VaklMa
para preparar la entrada en El Aro. (LJls itUtDrltúdes dijeron 11 Human Rlgtlts WlltttJ que SMvatore
MBtlCUSO Gómez es el Jefe de operaciones de CIIrlos CllstBIIo dentro de /lIS ACCU. LJI Flsalfll General hII
dk:tlldo 111 menos dos 6rdenes de ."esto contra 1I en rel«:l6n con 111 lICtiVIdM1 paramH~r y tos secuestros.
Informe sobre órdenes de ."e;to pendientes, F/st:aff/l General, 11 de enero de 1998) VUllllba dljo a las
autoridades que en Puerto VaklMa fue testlgo de un encuentro entre Hancusa, un teniente del Ejérdto Y
dos subordinados militares que estaban alll con las tropas. Esta reglón esd cublerta por los lletIlllones
Glrardot y Granaderos. Según Vllhllba, durante la reunión los soldados y los paramilitares se llamaban de
"primo" entre ellos, como muestra de sus objetivos y ñnes compartldos. Vlllalba tambihl testlftcó sobre
las comunlcacJones de radio que pudo escuchar entre Hancuso y el coronel al mando del batallón que
estaba partldpando en la operación combinada, Según Vlllalba, "estaban planeando la entrada al Aro y
como se Iba a operar abajo, para que el ej""clto no dejara pasar a personas o no tuera a panr comlclones
(sic), ni periodismo." Durante la operación, Vlllalba dijo que la tuerze combinada del Ejolrclto Y los

Co ' •ntInOs...
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Afirma que varios miembros del Ejército Nacional tenían conocimiento de la
operación, pues días antes de llevarse a cabo, varios militares de alto rango
se reunieron con "El Mono Mancuso" y Carlos Castaño en el municipio eje
Puerto Valdlvla. ,A tales efectos, confirma la presencia de dos helicópteros,
uno de las Fuerza Aérea Colombiana, que no' aterrizó, el cual suministró
municiones para fusiles AK 47 Y medicinas. ss

62. A estos testimonios se suma el resultado de la Investigación que
adelantó la Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos Humanos
contra los miembros 'del Ejército, a saber, el teniente Everardo Bolaños
Gallndo y el cabo primero Germán Alzate 'Cardona alias "Rambo", que
culminó con la sanción de destitución definitiva de los funcionarios públicos.
Concretamente, la jurisdicción disciplinaria, estableció mediante sentencia de '
primera instancia:

,
Da cuenta la indagadón preliminar que en los dlas previos a las elecciones
poplares del domingo 26-octubre-97" en desarrollo del "PlAN DEMOCRACIA",
unidades militares adscrltas al Batallón de Infanterla N° 10 "CORONEL
ATANASIO GIRARDOT" tomaron posiciones en jurlsdlcclón de los munldptos de
Ituango y Vakllvla (Ant.) para garantizar el norn\at desarrollo de la votacl6n y
en general de los escrutinios que por alll debían efectuarse . Estando la zoraa
militarizada, el die miercoles 22-0CTUBRE-97 se presento en el Corregimiento
de Bullópolls, también conocido como El Aro, municipio de Ituango (Ant.), una
Incursl6n de las autodefensas, al parecer con la colaboración del Ejército, que
luego de aproximadamente dieciocho (18) dlas de andanzas entre "EL ARO" Y
el área de Puerto Valdlvla, jurlsdlcclón del municipio de Valdlvla (Ant.), dej6
como saldo la muerte vlolelita de más de diecisiete (17) personas, el mal trato, '

de las v(ctImas y de la poblacl6n civil, amén de la quema ylo Incendlodel 60%
de las viviendas de "EL ARO" Y el apoderamiento Irregular (hurto) de
aproximadamente mil (1000) cabezas de ganado caballar y vacuno que fue
arriado durante varios dlas y por vla pública custcxlláda por el Ejército, por
diecisiete (17) obligados y forzados arrieros, actividades todas estas que
generaron el desplazamiento forzado y masivo de aproximadamente mil
doscientos (1200) campesinos hacia las jurisdicciones de los munldplos de
Ituango y de Valdlvla (Ant.)

Se dice Igualmente que en desarrollo de estos hechos el Ejercito Nacional,
concretamente unidades de la Compal'lía "GIRAROOT" del citado Batallón de
Infanterla N° 10 "CORONEL ATANASIO GIRAROOT", abllgad6n al Inspector de
Pollcla de Puerto ValdMa (Ant.) a cerrar los negocios comerciales nocturnos de
dicha localidad para poder evacuar por plena vía pública, sin testigos y
"custodiado", el aludido ganado, del cual también se dice se lucro dicha unidad
militar, pues dispuso de unos semovientes para su consumo Interno.

...Continuación
paramilitares fue atacada por las FAIlC. "AJ ",?mentlco de tener contacto que duramos tres horas llegó un
hellc6ptero del ejército, ahl nos bajo lo que fue elementos de salud y munldón." Ver al respecto el Informe
de Humlln Rlghts WatdJ, Los lazos que Unen: CoIombla y las Relaciones Militares - Paramilitares, New
York, 2000. Anexo e 63,

55 Juzgado Segundo Penal de CircuIto Especializado de Antloqula, sentencia de Condena a Carlos
Castalio Gil, Salvatore Mancuso Gómez, Francisco Vlllalba, Alexander Mercado Fonseca, 22 de abril de
2003. ANEXO C 21.
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Esta "cadena .de actos de barbarie" tuvo lugar, entonces, entre el 22­
OCTUBRE-97 Y el OS-NOVIEMBRE-97.56
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En su fallo, la Procuraduría resalta que las conductas imputadas a IQs
investigados "son consideradas en su conjunto gravrslmas pues afectaron
seriamente, entre otros, los derechos fundamentales de la vida, la Integridad
personal (slqulca y ffsica), la libertad, la personalidad ~urídlca, la propiedad y
el derecho a las garantras judiciales de los cfendtdos". 7

63. En cuanto a la masacre de El Aro, los hechos fueron Inicialmente
Investigados por la entonces F1scalra Regional de MedelHn. La Investlgacl6n
fue posteriormente remitida a la Unidad Nacional 'de Derechos Humanos de la
Flscatra General bajo el radicado No. UDH-525. Ello de junio de 1999 se
proflrl6 orden de captura contra Carlos Castaño Gil y Francisco Vlllalba '
Hemández por 'homicidio en concurso y ccnformacíén de grupos de, justlcla
privada. El 4 de,jullo de 1999 se declar6 a Carlos Castaño persona ausente.
Posteriormente se orden6 la vinculación de Salvatore Mancuso Gómez,
Aiexander Mercado Fonseca y Héctor Darro Gallego Meza a la investlgacl6n.
EllO de septiembre de 2001 el fiscal de conocimiento profirl6 la resoluci6n
acusatoria correspondiente, como presuntos ceautores del delito de concierto
para delinquir en concurso con homicidio. ss

64. El 22 de abril de 2003 el Juzgado Segundo Penal del Circuito
Especializado de Antioquia dictó sentencia en contra de Carlos Castafio Gil,
Salvatore Mancuso G6mez y Francisco Enrique Villalba Hernández por el

.. Procullldurla General de la Nadón, Procullldor oelegado Olsdpllnar1o para 105 derechos
Humanos, Fallo de PrImera lnstanda oCaso El Aro", foja N° 237, 30 de septiembre de 2002. Los cargos
Imputados a los mencionados miembros del Ejérdto tueron: 'haber cotabcndo y fadlbclo, 'con
conocimiento de causa, es decir, con dolo la Incursión que durante aproximadamente dieciocho (18) días
efectuaron las autodefensas sobre la colindante y vedna área rural de la vereda Bullópolls, también
conodda como 'EL ARO', munldplo de ltuengo (Ant.), Incursión que culmino con la muerte violenta de
[...J, el mal trato contra las vtctlmas y la población dVlI, amen de la quema y/o lnoendlo del 60'14> de las
vlvlendas de 'EL ARO', pt ocedel es que a su vez forzaron el desplazamiento de mas de 1.200 campestno
de la zona haCia los muniCipios de ltuango y Valdlvta". ANEXO C 62.

" Asimismo, la P10curadurla Indicó que 'El homiCidio múltiple y/o rnasecre, la tortura, la quema o
Incendio del caserlo 'El Aro', el abigeato, el empleo forzado de arrieros y el desplazamiento forzado de
personas son conductas 'graws' (stc), y el enriquecimiento llfelto que slgnlt'lco la artlltraria e Ilegal
dlsposld6n y consumo de las re ns, conducta gravfslma (ste), conSUtuyen en su conjunto, como se reitera
y se resalta, un 'concurso de f8Itas gravlslmas, dado que generaron un Irreparable dalla y zozobra sodal,
ofensa o dolor que aun continua ofendiendo a la familia humana. Se ataco no solo al hombre
Individualmente considerado sino tam~ al hombre colectivo, ataque que comprometI6 la dignidad
humana y casl la totalidad de blenes juridlcos>'que la identifican". La sentenCia destaca que ola gllln
mayorla de los testigos deja entrever la coIaboracl6n y la participación de las locales tropas del~
Nadonal en estos sucesos. As! lo documentan luis Arango TorTeS, Juan GuIllermo Córdoba Hem!rIl,
Mlldades de Jesús Cresco, .Jorve Bl6cer Chica Quintero, Marle Eugenia Gavlria V'Iez, Marle Gloria Granda
de Munera, Fablo AI1ey Gutlérrez Nohava, Mertha Cedlla Jlmh>ez Agutrre, Bemardo Marla JlIMnez Lopera,
Carios Mario León C8Stafle<la", entre otros. P,ocuradurla General de la Nadón, Procurador Delegado
Disciplinario para los derechos Humanos, Fallo de Primera Instanda 'Caso El Aro", roja N° 237, 30 de
septiembre de 2002. ANEXO C 62.

51 Nota EE 36301 de la Dlrea:J6n General de Asuntos Especiales del Ministerio de Relaciones
Exteriores de la República de Colombia, 2 de octubre de 2001.
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homicidio de 15 personas, concierto para delinquir y por el-'concurso
homogéneo de hurto agravado y calificado.59 Con la excepción de Francisco
Enrique Vlllalba quien se encuentra detenido cumpliendo pena de prisión por
otros delitos, los civiles mencionados -incluyendo Importantes lideres
paramllitares- fueron juzgados y condenados en ausenoia y las órdenes de
detención en su contra aun no han sido ejecutadas. El Estado no ha
avanzado sustancialmente en el juzgamlento y sanción penal de los
miembros de la Pollcia y el Ejército Nacional apostados en la zona, a pesar de
las determinaciones de la propia Procuraduría General de la Nación sobre la
responsabilidad de agentes del Estado.

65. El retardo en completar las Investigaciones, juzgar y condenar ,a
todos los responsables y hacer efectivas las órdenes de captura ya dictadas
contribuyeron a perpetuar los actos de violencia e intimidación contra
testigos y fiscales vinculados al esclarecimiento de los hechos de La Granja y
El 'Aro. El abogado Jesús María Valle quien denunció la Inminencia de la
incursión paramilitar en El Aro ante el Comandante de la IV Brigada del
Ejército y el entonces Gobernador de Antioquia y denunció por los medios de
comunicación la acción conjunta de tropas adscriptas a la IV Brigada y
grupos paramilitares, fue asesinado en su despacho por civiles armados el 27
de febrero de 1998.60 Testigos, abogados y fiscales han debido abandonar la
zona o el país por razones de seguridad y algunos familiares de las víctimas
permanecen en la zona con gran riesgo para su vida.

C. Conclusiones de hecho

I i ,

66. Sobre la base de los elementos de prueba expuestos cabe
concluir que al momento de la consumación de las incursiones en La Granja y
El Aro tanto el Ejército como la Pollcia Nacional hacian presencia en la zona y
habían sido oportunamente informados y advertidos de la presencia de
grupos paramilitares en la reglón y de la inminencia de ambas Incursiones. A
pesar de esto parte sustancial de las tropas acantonadas en el munlc:lpio
fueron trasladadas a otra reglón. En segundo término, el grupo paramilitar
perpetró las Incursiones con holgura, sin ser detenido por las autoridades que,
permanecian apostadas en el lugar. Los agentes del Estado se abstuvieron
de interferir con el ingreso de los civiles armados en la Granja así como de
asistir a la población civil durante la Incursión que se extendló por varias
horas. En el caso de la incursión en El Aro, se produjeron .actos de
colaboración directa entre miembros del Ejército y los paramilitares. En

59 Juzgado segundo Penal de Circuito Especializado de Antloqulll, 5entenc:lll Ordinaria N°S
respecto de los procesados carlos castalio GU, Sltvatore Mancuso Gómez, Frandsco Vlnalba, AlelCander
Mercado Fonseca, 22 de abril de 2003. ANEXO C 21.

.. La alegada responsabilidad del Estado en el asesinato de Jesús Marla Valle ha sido objeto de un
reclamo presentado ante el Sistema Interamericano, el cual ha sido declarado adrnlslble y cuyo estudio se
encuentra pendiente en la fase de fondo. Ver CIDH Informe de Admlslbl/ldlld 5/03, C%mblll, Informe

Anual de 111 CIDH 2003.
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tercer lugar, una vez consumadas las ejecuciones, la Polida y el Ejército se
abstuvieron de adoptar medidas para interceptar o detener a' los autores
materiales y en el caso de El Aro participaron de la sustracción de la
propiedad de los habItantes del corregimiento. Por lo tanto, corresponde
concluir que le son Imputables a éste tanto las violaciones a la Convención
Americana cometidas como resultado de los actos u omisiones de sus propios
agentes como aquellas cometidas por particulares Involucrados en la
ejecución de las víctímas. '

67. En consideración de los elementos de convicción presentados
supra corresponde solicitar a la Honorable Corte que concluya que el 11 de
junio de 1996 un grupo paramilitar conformado aproximadamente por 20
hombres actuando con la aquiescencia de miembros de la Fuerza Pública
incursionó en el corregimiento de La Granja y ejecutó en forma selectiva a'
William Villa Garda, Graclela Arboleda, Héctor Hemán Correa Garcra y Jalro
Sepúlveda. Igualmente, entre el 22 de octubre y el 12 de noviembre de
1997 un grupo paramilitar conformado aproximadamente por 30 hombres
actuando con la aquiescencia y la colaboración de miembros de la Fuerza
Pública Incursionó en el corregimiento de El Aro y ejecutó a Amulfo Sánchez,
José Darlo Martínez, Olcris Fail Draz, Omar de Jesús Ortiz Carmona, Fabio
Antonio Zuleta Zabala, otoniel de Jesús Tejada Tejada, Omar Iván Gutlérrez
Nohavá, Gulllermo Andrés Mendoza Posso, Nelson de Jesús Palacio Cárdenas
, Luis Modesto Múnera, Marco Aurello Areiza, Rosa Areiza Barrera, Dora Luz
Areiza, Alberto Correa y el niño Wilmar de Jesús Restrepo Torres.

,
VII. FUNDAMENTOS DE DERECHO SOBRE LA VIOLACIÓN DE LA

CONVENCIÓN AMERICANA

68. Antes de pasar a los alegatos sobre la violación de las normas
de la Convención Americana, corresponde abordar la cuestión de por qué los
actos de los particulares implicados en los hechos referidos supra
relacionados con el goce de derechos fundamentales tales como la vida y la
integridad personal, resultan en este caso atribuibles al Estado colombiano y,
en consecuencia, comprometen su responsabilidad conforme al derecho
intemacional.

69. La Honorable Corte ha señalado en su jurisprudencia que "un
hecho iIIclto violatorio de los, derechos humanos que inicialmente no resulte
imputable directamente a un Estado, por ejemplo, por ser obra de un
particular o por no haberse identificado al autor de la trasgresión, puede
acarrear la responsabilidad Internacional del Estado, no por ese hecho en sí
mismo, sino por falta de la debl'da diligencia para prevenir la violación o para
tratarla en los términos requeridos por la Convenci6nn61, Para comprometer

., caso caballero Delgado y santana, Sentencia de 8 de diciembre de 1995, Serie C No. 22, párr.
56; caso God(nez Cruz. sentencta de 20 de enero de 1989, Serie C No. 5, párr. 182; y caso VeJ~squez

CominO....
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la responsabilidad del Estado, según señalara la Honorable Corte
Interamericana, es suficiente la demostracl6n de que ha habido apoyo o
tolerancia del poder público en la Infraccl6n de los derechos reconocidos en la
Convenci6n.62

..
70. En primer lugar corresponde señalar que, según estableciera la

CIDH en su Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en
Colombia, y reconodera recientemente la Honorable Corte en su sen~enda en
el Caso 19 Comerciantes, el Estado ha jugado un papel Importante en el
desarrollo de los llamados grupos paramilitares o de autodefensa a quienes
permiti6 actuar con proteccl6n legal y legitimidad en las décadas de los
setenta y ochenta63 y es responsable de manera general por su existencia,y
fortalecímlento.é" .Concretamente la Honorable Corte Indlc6 que a pesar de
que Colombia alega que no tenIa la polltlca de Incentivar la constitución de
tales grupos dellncuenclales, ello no libera al Estado de la responsabilidad por
la ' interpretación que durante años se le dio al marco legal que amparó a
tales grupos "paramilitares", por el uso desproporcionado dado al armamento
que les entregó y por no adoptar las medidas necesarias para prohibir,
prevenir y castigar adecuadamente las referidas actividades
delincuenciales.65

71. Estos grupos, patrocinados o aceptados por sectores de las
Fuerzas Militares, fueron en gran parte creados con el fin de combatir grupos
armados dlsldentes.66 Como resultado de su motivacl6n contralnsurgente,
los paramilitares establecieron lazos con el Ejército colombiano que se
fortalecieron durante más de dos décadas. Finalmente ·el 25 .de mayo de
1989 la Corte Suprema de Justicia declar6 la lnconstitucionalidad de la
normativa referida, quitando el respaldo legal a su vlnculacl6n con la defensa

...Continuación I ",.

Rodrlfl'H'Z. Sentencia de 29 de Julio de 1988, Serie .C No. 4, párr. 172, dtZIdos en Caso 19 CcmercIantes
vs. Colombia Sentendl/ del S de Julio de 2004, párrafo 140.

" Corte IOH caso 19 ConHIrdMltes vs. Cc'~ Sentencill del S de Julio de 2004, párrBfo 141.
Ver también Corte I.O.H. ClIso Panlllgua Hora/es Y otros, Sentencia deiS de marzo de 1998, párrafo 91.

" Efectivamente, el Decreto 3398 del 1965 (Ley de DefenSlI Nacional) y la Ley 48 de 1968
autorizaron la creact6n de patrullas cIViles que redblan armas de uso privativo de las tuerzas de seguridad
del Estado por autortzacl6n del Mlnlster10 de Defensa. El artfculo 25 del Dacreto 3398 de 1965 esllIbIecIa
que "Todos los cclomblanos, hombres y mujeres, no comprendidos en el llamamlenro al servido militar
obllgarono, podnin ser utilizados por el GobIerno en adjyldades y trabajos con los cuales contr1buyan al
restableclmlento de la normalidad". Corte IOH caso 19 Comen:fantes vs. Colombia sentencia, del S de Julio
de 2004, párrafo 848.

.. Tercer Informe sobre la Sltullclón de los Derechos Humanos en Colombia (1999), capitulo IV
párrafo 236. Ver también, Corte IOH caso 19 Comerciantes VS. Colombia Sentencia del S de julio de
2004, párrafo 84a.

"Ccrte IOH caso 19 ComerckNltes vs. Colombia Sentencia del 5 de Julio de 2004, párrafo 124.

M Ver C10H TelOer Informe sobre la Situación de los De echos Humanos en Cclombla (1999),
capitulo 1, párrafos 17-19. Ver Corte IDH ClIso 19 Ccmerdantes vs. Cclombla sentencia del S de Julio de
2004, párrafo 84b.
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nacional, tras lo cual el Estado adoptó una serie de medidas legislativas ~ara

criminallzar las actividades de estos grupos y de quienes los apoyen.6 A
pesar de esto, el Esta~o hizo poco para desmantelar la estructura que había
creado y fomentado, particularmente cuando aquellos grupos llevaban a cabo
actividades de contrainsurgencla y, de hecho" los lazos permanecieron a
diferentes niveles, en algunos casos, solicitando o permitiendo a los
paramilitares la ejecución de ciertos actos ilícitos con el entendido de que no
serán objeto de Investigación o juzgamlento ni sanclón.68 La tolerancia de
estos grupos por parte de ciertos sectores del Ejército ha sido denunciada por
entes del Estado mlsmo,69 La Honorable ,Corte ha establecido que las
Investigaciones realizadas por el Poder Judicial y la Procuraduría General de, ,

la Nación han demostrado, en un número significativo de casos, la
participación activa de miembros de las Fuerza Pública en los llamados
grupos "paramilitares", En diversas oportunidades el Estado ha aplicado '
sanciones administrativas y penales a miembros de la Fuerza Pública por su
vinculación con grupos "paramilitares". 70 '

72. Esta situación ha llevado a la Comisión a establecer, a los
efectos de la determinación de la responsabilidad Internacional ' del Estado
conforme a la Convención Americana, que' en los casos en los cuales
paramilitares y miembros del Ejército llevan a cabo operaciones conjuntas
con el conocimiento de oficiales superiores, o cuando los paramilitares actúan
gracias a la aquiescencia u colaboración de la Fuerza Pública, debe
considerarse que los miembros de los grupos paramilitares actúan como
agentes estatales;"

73. En los casos 12.050 y 12.266, según surge de los hechos
probados supra se han consumado actos de omisión, aquiescencia y/o
colaboración directa de agentes del Estado con grupos paramilitares en la
ejecución de las masacres perpetradas en La Granja y El Aro.' Por lo tanto,
corresponde concluir que le son ,Imputables a éste tanto las violaciones a la
Convención Americana cometidas como resultado de los actos u omisiones de

.7 Deaetos 1194 del 8 de Junio de 1989 Y 2266 de 1991. Ver COrte IOH Qtso 19 Comerd6nres
vs. COlombia 5entencl6 deiS deJul10 de 2004, p~rrafo 84g•

.. Ver CIOH TIlI",r lnfo"",, sobre ~ Sltu«:i6n de los Derecho5 Humanos en CoIom~ (1999),
Capitulo I párrafos 17-19. ver también Informe de la Alta Comls/Onllda de las _ UnIcúIs para los
Derechos HWTUmos sobre la 0fk:IM en COIomblB, abril 2000, pán-afo30, donde se senala: 'La OIIdna ha
recibido testimonio sobre la partldpaclón directa de miembros de las fuerza¡¡ mUltanlS [ .. ) en algunos
casos los pobladores afectados, reconoc;Ieron a miembros de las fuerzas militares formando parte de los
contingentes paramlllatres que IleYaron adellJl\te las masacres. AsImismo, la fuerza públlc8 adoptó
comportamientos omlslvos que, sin lugar a duda permitieron a los paramilitares cumplir su propósito
exterminador"•

,
es Teteer Informe sobre 16 SIw6cl6n de los Derechos Humanos en Colombia (1999), Qtpltulo IV,

párrafos 237-239.

7<1 Ver COrte IOH Qtso 19 COmerciantes vs. Colomb~ Sentend6 del S de Julio de 2004, párrafo
86a.

71 Ver Informe 37/00 lnfDtme Anual de lB aOH 1999, Tomo 1, párrafo 64•
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sus propio agentes como aquellas cometidas por particulares Involucrados la
comisión de violacIones a la Convención Americana en perjuicio de las
vícttmas.

,

. 74. El articulo 4(1) de la Convención establece que "Toda persona
tiene derecho a que se respete su vida (.. ) Nadie puede ser privado de la
vida arbitrariamente". El derecho a la vida reviste especial Importancia
porque es el presupuesto esencial para 'la reallzacl6n de los demás derechos.
El derecho a la vida es de Importancia fundamental dentro del sistema de
garantfas de la Convencl6n Americana en.cuyo articulo 27(2) se encuentra
consagrado como uno de los que no pueden ser suspendidos encaso de
guerra, peligro público u otras amenazas a la independencia o seguridad de
los Estados partes en dicho instrumento Internacional.,

-.

·..,

o" o',

..-

• •

1. El Estado colombiano es responsable por la vlolaci6n del
derecho a la vld8 consagrado en el articulo 4 (~o a
la vida) de la Convención Americana

o

,

• •

o.

'~'-

·--

' ,' -

,,', .

,-

75. Según ha señalado la Honorable Corte en su jurisprudencia, los
Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las' condiciones que
se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho Inalienable
y, en particular, el deber de Impedir que sus agentes atenten contra él. El
cumplimiento del artículo 4, relacionado con el articulo 1(1) de la COnvención
Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida
arbitrarIamente (obligación negativa), sino que además requIere que los
Estados tomen todas las medidas apropiadas para proteger Yo preservar el
derecho a la vida (obligación positiva), bajo su deber de garantlzar el pleno y
libre ejercicio de los derechos de todas las personas bajo su jurlsdlccl6n.
Esta proteccl6n activa del derecho a la vida por parte del Estado no sólo
involucra a sus legisladores, sino a toda l,nstituci6n estatal y a quienes deben
resguardar la seguridad, sean éstas sus fuerzas de pollda o sus fuerzas
armadas.72

76. En los casos traídos a consideración de la Honorable Corte, la
prueba documental y testimonial ofrecida confirma el involucramiento de
agentes del Estado en la violacl6n del derecho a la vida mediante actos de
colaboracl6n u omlsl6n.

77. Consecuentemente, a la luz de los elementos de hecho y de
derecho aportados, la Comisión solicita a la Honorable Corte que concluya y
declare que las vletlmas Wllliam Vllia Garcra, Graciela Arboleda, Héetor
Hemán Correa Garda y Jalro Sepúlveda en el caso 12.050 sobre la masacre
de La Granja y Amulfo Sánchez, José Darío Martlnez, Olcris Fall Draz, Omar

n Corte 1DH c'so Hyma MKIc eMng, párrafos 152 y 153; c'so BulackJ, párrare 111; c'so ]~n
Humberto Sinchez, pálT1lfo 110; Y c'so de los "N/IIos de la C,II,," (VIIkJgrán Horllles Y otros), pálTllfo 144,
citado en Corte [DH c..so 19 Comerciantes vs. Colombia, 5entencIIJ del 5 de Julio de 2004, pálTllfo 153.

.,
1 /' \ '

",

-". ,- _ .~ . ... _. , ,, . ~ --
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de' jesús Ortiz Carmona, Fablo Antonio Zuleta Zabala, Otonlel,,'de Jesús
Tejada Tejada, Omar Iván Gutiérrez Nohavá, Guillermo Andrés Mendoza
Posso, Nelson de Jesús Palacio Cárdenas , Luis Modesto Múnera, Marco
Aurelio Areiza, Rosa Arelza Barrera, Dora Luz Arelza, Alberto Correa y el niño
Wilmar Restrepo Torres en el caso 12.266 privadas de la vida arbitrariamente
por paramilitares gracias a comisión de actos de omisión, aquiescencia o
colaboración directa por parte de agentes del Estado, en violación del artículo
4 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1(1). '

2. El Estado colombiano es responsable de la violad6n de
105 derechos del nilo consagrados en el artfculo 19 de la
Convención Americana. .

78. ' El artículo 19 de la Convención Americana contempla que "todo
niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición ~ menor
requiere por parte de su familia, de la sociedad y del Estado". Dada la
especial situación de los niños, la convenctén Americana demanda de los
Estados una obligación de protección especial para ellos, que trasciende la
obligación general de respetar los derechos consagrada en el artículo 1(1) del
citado instrumento, que por lo demás no puede suspenderse-en circunstancia
alguna, por mandato del artículo 27 de la citada Convención. 73 En
consecuencia, las normas ínternacloneles" y el artfculc 19 de la Convención
requieren que se tomen medidas especiales para evitar que los niños sean
víctimas de la vtelencía." Al respecto la Comisión ha señalado que:

El respeto a los derechos del nlfio constituye un valor fundamental ,de una
sociedad que pretenda practicar la justicia sodal y los derechos humanos. Ello
no sólo Implica brindar al nlflo cuidado y protección, parámetros báSIcos que
orientaban antiguamente la concepción doctrinaria y legal sobre el contenido
de tales derechos, sino que, adicionalmente, slgnmca reconocer, respetar y
garantizar la fersonalldad Individual del níño, en tanto titular de derecho y
obligaciones? .

,

"En ese sentido, en le Observaetón General NO 17 sobre las derechas del nlllo consagrados en el
artlculo 24 del Pacto de Derechos avlles y PoIftIcos, el Comité del Pacto sef\al6 que dicha /1Oi .... r4lcor100e
el derecho de todo nlllo, sin discriminación alguna, a las medidas de protecdón que SU cond1d6n de menor
requiere, tanto de partll de su flImUIe como de la sociedad y el Estado; e indicó que le apllcad6n de esa
disposición entrena le adopcl6n de medidas especiales para proteger a los nlllas, ademés de les medidas
que los Estados deben adoptar en virtud del articulo 2, para garantlzar a todas las personas el dISfrute de
los del echos previstos en el Pacto. Comentarto General NO 17, aprobado en el 350 periodo dé sesiones del
Comité, celebrado en 1989.

7' En este sentido le Dedaradón de los Derechos del NUlo, proclamada por Asamblea General en
su resolución 1386 (XIV) del 20 de noviembre de 1959, establece en el PrIncipio 2 que: El nlllo gozani de
una protecdón especial y dispondrá de oportunidades y servidas, dIsPensado todo ello por le ley Y por
otros medios, para que pueda desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma
saludable y normal, as! como en condiciones de "hartad y dignidad. Al promulgar leyes con este tln, la
consideración fundamental a que se atendeni sen! el Interés supertor del niño.

75 El Código de Conducta para Otldales de 5egurtdad pública de las Naciones Unidas, artfculo 3.

,. CIDH, Tercer Informe sobre la SItuación de los Derechos Humanos en Colombla, párr. 14 y 15.

,

.,
I ,,\.
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A su vez, la Corte Interamericana ha señalado que al dar Interpretación al
artículo 19 de la Convención Americana se puede tomar en cuenta lo
establecldo en la Convención sobre los Derechos del Niño, mencionando que, .

Tanto la Convendón Americana como la Convención sobre los Derechos del
Nlllo forman parte de un muy comprensivo cot-pus jurts Intemadonal de
protección de los nlllos que debe servir a esta Corte para ftjar el contenido y
los alcances de la di:¡osldón general deftnlda en el articulo 19 de la
Convendón Americana.

Asimismo, la Honorable Corte ha Indicado que ,revisten especial gravedad los
casos en los cuales las víctimas de violaciones él los derechos humanos son
niños, ya que sus derechos se encuentran recogidos no sólo en la Convención
Americana, sirio también en numerosos instrumentos Internacionales,
ampliamente aceptados por la comunidad ,internacional, entre los cuales se
destaca la Convención sobre los Derechos del NI/'io de la Organización de las
Naciones Unidas, "que hacen recaer en el Estado el deber de adoptar
medidas especiales de protección y asistencia en favor de los nll'los bajo su
jurisdlcclón".78

79. La Comisión entiende que este I deber especial de protección
comprende obligaciones positivas y negativas. En el primer sentldo,'la Corte
Interamericana ha establecido que el Estado tiene el deber de adoptar todas
las medidas positivas para asegurar la plena vigencia de los derechos del
nlño,79 sin embargo, en el presente caso los testimonios y la prueba
documental establecen que el 22 de octubre de 1997 paramilitares actuando
con la aquiescencia y colaboración de miembros ' de la Fuerza Pública
ejecutaron al niño Wllmar de Jesús Restrepo Torres de 13 alias de edad80 en
el Corregimiento de El Aro, quien no fue objeto de las medidas especiales de
protección que su condición de vulnerabilidad, ' en razón . de su edad,
requerían." Las Instancias estatales encargadas de hacer cumplir la ley no
actuaron para prevenir los hechos y sancionar a los responsables. Las
agencias estatales encargadas especftlcamente de la protección a la infancia
tampoco Intervinieron en la prevención o el esclarecimiento de los hechos.

80. Consecuentemente, la Comisión solicita a la Honorable Corte
que declare que el Estado colombiano violó el derecho del nllio Wllmar de
Jesús Restrepo Torres a recibir medidas especiales de protección, consagrado

71 Corte I.O.H., caso 'NIIIos de la calle~, sentencia de fondo del 19 de noviembre de 2000, párr.
194.

7' Corte IOH caso Bulllc:Jo, párrllfo 133; Y caso de Jos "NI/los de la calle" (VlIIltgrán Hontles y
alTOS), párrafo 188.

" Corte IOH, Opinión Consultlvll OC-17/02, Condición Jurfdlca y derechos humillnos del nillo, 28
de "Oosto de 2002, pálTllfo 91

lO De conformidad con la ConvencJ6n sobre los Derechos del NI~o de la OrganlZlldón de NacJones
Unidas (1989), 'n!llo es todo ser humano menor de 18 allos de edad, salvo que, en Virtud de la ley que
sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoria de edad".
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en' el artículo 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en
conexión con lo establecido en su artículo 1(1).

3. El Estado colombiano es responsable por la violación de
los derechos a la libertad V la lntepldad pel'8Ol1a..
consagrados en los articulos 7 V S de la Convencl6n

"Americana.

,

"' , -

" . ,

•
,81. Los elementos de prueba ofrecidos con relación a la Incursión

paramilitar en el Corregimiento de La Granja el 11 de junio de 1996
demuestran que con anterioridad a la privación arbitraria de la vida del señor
Jalro Sepúlveda éste fue retenIdo en el centro educativo donde se
desempeñaba como rector y conducido a un lugar desconocido donde fue
asesinado. ' Los elementos de prueba ofrecidos con relación a la incursión
paramilitar en el Corregimiento de El Aro en octubre de 1997 demuestran
que el señor Marco Aurello Areiza Osorio y la joven Rosa Are/za Barrera ­
quien se desempeñaba como empleada doméstica en la Iglesia del referido
Corregimlento- fueron también retenidos antes de ser asesinados.

82. El artículo 7 de la Convención Americana dispone que:

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personet.

2. Nadie puede ser privado de su libertad fisica, salvo por las causas y en
las condldones fijadas de antemano por las constltudones Palltleas de los
Estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.

I

,

, ,

I

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.

,...

,~,'-.

• •

4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de
su detend6n y notIflcada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella.,

•
5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un
juez y otro funcionario autortzado por la ley para ejercer funciones judldales y
tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en
libertad, sin perjuldo de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar
condidonada a garantlas que aseguren su comparecenda en el juldo.
[.. ]

En el presente caso ha quedado demostrado que se violó el derecho a la
libertad personal de Jalro Sepúlveda, Marco Aurello Areiza Osorio y la joven
Rosa Arelza Barrera. Estas personas fueron privadas de su libertad al ser
detenidas ilegal y arbitrariamente por los respectivos el grupos paramllltares
que perpetraron las Incursiones a La Granja y El Aro, con el apoyo de
agentes estatales, impidiéndose de esta manera cualquier posibilidad de que
operaran a su favor las salvaguardas de la libertad personal consagradas en
el artículo 7 de la Convención Americana .

83. En el caso de Marco Aurello Arelza Osorlo, la prueba testimonial
Indica que éste fue retenido y llevado a las afueras del pueblo, donde fue

..'

. -'"- --~- _. .~ . - '.' .. ...•-,. ~~..,- - ,"-,- - - ",-,- ,-- . -- - ..-,-- -- - -,.. -~.'_ . . .'--'_. '~ --.._'._ ',-- -,---_.--,--~_...', - ~-' ..-..-- -,"_._ ,-..~. '~' '''~'-''~ -'~''' ' '.
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torturado. En el caso de Rosa Areiza Barrera, la prueba testimonial acredita
que fue llevada a uno de los salones de la parroquia, donde fue 'sometida a
torturas y tratos crueles inhumanos y degradantes, tras lo cual los
victimarios dlsgusierori de su cuerpo para impedir que fuera recobrado por
sus familiares. . ,

84. El artículo 5 de la Convención Americana establece que "toda,

persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral"
y que "nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles,
inhumanos o degradantes.[ .. ]". La Corte ha indicado que la tortura está

,

estrictamente prohibida por el Derecho Internacional de los Derechos
Humanos", La prohibición de la tortura es absoluta e inderogable, aun en
las circunstancias más difíciles, tales como guerra, amenaza de guerra,
"lucha contra el terrorismo" y cualesquiera otros delitos, estado de sitio o de .
emergencia, conmoción o conflicto interior, suspensión de garantras
constitucionales, I inestabilidad política interna u otras emergencias o
calamidades públicas84

• Se ha conformado un régimen jurídico Internacional
de prohibición absoluta de todas las formas de tortura, tanto física como
psicológica, régimen que pertenece hoy día al dominio de jus cogens
lnternacíonal'".

85. La prueba ofrecida a la Honorable Corte' demuestra que los
paramilitares que perpetraron la incursión en El Aro, con la colaboración de
agentes del Estado, torturaron al señor Marco Aureilo Arelza Osario y a la
joven Rosa Arelza Barrera antes de privarlos de la vida arbitrariamente.

86. Consecuentemente, la Comisión solicita a la Honorable Corte
que concluya y declare que el Estado es responsable por la violación del
derecho a la integridad y la libertad personales consagrados en los artículos 5
y 7 de la Convención Americana en perjuicio de Marco Aurello Arelza Osorlo y
Rosa Arelza Barrera y del artículo 7 en perjuicio de Jalro Sepúlveda, en todos
los casos en conexión con el artículo 1(1).

4. El Estado colombiano es responsable por la violación del
derecho a la propledlld cons..rado en el artfculo :u de la
Convención Americana en perjuicio de les famloas
damnificadas por los hechos de la Incursión armada en El
Aro

d '1

&2 Declaración rendida por la seftor1ta Lylllam Amparo Arelza Tobón con destino a la COmisión
Interarnerlcana de derechos Humanos, Medellfn, 21 de abril de 1998. ANEXO C 64.,

83 caso MarltZa umnu, supra nota 5, párr. 89; y caso cantoral Benavldes, párrafo 95.

'4 caso Marttza Urrutla, supra nota 5, párr. 89; y Caso Cantoral Benavides, párrafo 95.

os caso MarltZa Urrutla, supra nota 5, párr. 92; y Caso Cantoral Benavldes, párrafos 102 y 103.
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87. La Convencl6n Americana establece en su articulo ~1(2) que
"Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago
de indemnizaci6n justa, por razones de utilidad pública o de interés social y
en los casos y según las formas establecidas por la ley." En atendón a las
características del corregimiento y las actividades -cotidianas de sus
habitantes, existe una estrecha vinculación entre el derecho a la propiedad,
el derecho a la vida y a la dignidad de sus habitantes, dado qué el único
medio de subsistenda consiste en el cultivo de la tierra y la cri;Jnza del
ganado.

88. Antes de abandonar el Corregimiento de El Aro, los
paramilitares destruyeron e Incendiaron casi la totalidad de las ,casas d~1

casco urbano a fin de causar terror y desplazamiento forzado, y al retirarse
sustrajeron alrededor de 1200 cabezas de ganado caballar, mular y vacuno
de propiedad de los habitantes, en forma i1egal .86 Las personas afectadas
por el robo de semovientes o la pérdida de su vivienda han sido identificadas
como :

NOMBRE PERJUIOOS MATERIALES y MORALlS
o

o

L1berdo MendoZll Pérdida por hurto de 51 cabezas de ganado:
20 Vacas horras
18 destetes

,

Una mula
Luis Humberto Pérdida por hurto de 20 cabezas de ganado Holstetn
MendoZll Arroya_ Cebú.

,

Destrucción de su vivienda, que tenía las slgul~ntes

características: 120 metros cuadrados, 3 alcobas, sala,
com er. brera v corral ra rd •

RIcardo Alfredo B,,"- Pérdida por hurto de 81 cabezas de ganado Holsteln-
Ec:heverry cebú, discriminados de la slgulente manera:

15 atados.
31 vacas horras.

,
,

18 novillas.
2 toros.

Bernardo Mari. Pérdida por el hurto de 36 cabezas de ganado.
Jlménez Lopere

F...nd.co O-V.1do Obligado a arriar el ganado hurtado, induso el que era .
Pino P0880 de su propiedad.

Pérdida por el hurto de seis novillas para cría y tres
atados de aanado (hembra v críal.

,

.. Ver al respecto el Informe de HUl1Jdn Rlghts Watl:h, Los lazos que Unen: eatombIa y las
Relaciones Militares - Pal1llTlllltares. En la parte pertinente se Indica: -se consldenlbll que, durante los
dnco dlas que estuvieron en El Aro, los miembros ele las ACCU hablan (oo .), quemado 47 de las 68 casas,
entre ellas una farmacia, una I9lesIa y una central telefónica, saqlHllldo comerdos, destruido cellerias de
suministro de agua patabIe a las caAs y obligado a huir a la mayorta de los residentes. Cuando salteron el
3D de octubA, las ACCU se llevaron consigo m6s ele un mUlar de cabeZas de ganado Juntx> con los bienes
saqueados en casas y comercios". (Fuente resen.da: Javier Arbolecla, "Cinco dlas ele Inllemo en El Aro"
El Colombiano, 14 de novfembre de 1997. Acción Urgente de Amnlstfa Internacional 01/97, 3 ele enero de
1997).

•

, .
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Dmar Alfredo Tor.... Obligado a arriar el ganado hurtado.
Jaramlllo Perdió una casa de 3 alcobas, sala, comedor y cocína.

89. Según se estableció, estos actos fueron perpetrados con la
colaboración directa de miembros de la Fuerza 'Pública. Ello se verifica con
los testimonios recabados y de la sentencia de primera Instancia de la
Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos Humanos. También
surge de las pruebas aportadas a la Honorable Corte que a pesar de las
denuncias ante las autprldades que efectuaron los pobladores del lugar no se
adoptaron medidas tendientes a recobrar los bienes de propiedad de los

" ,
afectados, especialmente tras el reconocimiento publico formulado por el
líder de las AUC ante los medios de comunicación en el sentido de que se
encontraba en posesión de los semovientes.

, '

90. Consecuentemente, la Comisión solicita a la Honorable Corte
que concluya y declare que el Estado colombiano es responsable por la
violación al derecho de propiedad' de los habltantes de El Aro arriba
mencionados, como consecuencia del incendio de viviendas y sustracción de
1200 cabezas de ganado por parte de Igrupos paramilitares con la
aquiescencia y colaboración de la Fuerza Pública, en violación del artfculo 21
de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1(1).

S. El Estado es responsable de la vIOlación a los derechos de
las víctimas al las garantías judl~1es y a la protección
judicial consagrados en los artículos 8 y 2S de la
Convención Americana

91. Conforme a la jurisprudencia de la Honorable Corte toda
persona afectada por una violación de derechos humanos tiene derecho a
obtener de los órganos competentes del Estado el esclarecimiento de los
hechos violatorios y el establecimiento de las responsabilidades
correspondientes, a través de la investigación de los hechos y el juzgamlento
de los responsables conforme a los parámetros de los artículos 8 y 25 de la
Convención Americana.87

92. El artículo 8 de la Convención dispone que:

1. Toda persona tiene derecho a ser olda, con las debidas garantlas y
dentro de un plazo razbnable", por un Juez o tribunal competente,
Independiente e Impardal, establecido con anterioridad por la ley, en la
sustandacl6n de cualquier acusacl6n penal formulada contra ella, o para la
determinacl6n de sus derechos V obligaclpnes de orden dvll, laboral, fiscal o
de cualquier otro carácter. '

.7 Corte IDH, caso Barrios Altos, sentencia del 14 de marzo de 2001, párrafo 48.
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2. Toda persona Inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su
inocenda mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. DUl"llnte el
proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes
garantlas mlnlmas: ,

a) derecho del Inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o
intérprete, si no comprende o no habla el Idioma del juzgado o tribunal;

b) comunicad6n previa y detallada al inculpado de la acusaci6n
formulada;

c) concesl6n al Inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la
preparad6n de su defensa; ,

d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser aslstido
por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su
defensor;

e) derecho Irrenunciable de ser asistido por un defensor propordonado
por el Estado, remunerado o no según la leglslad6n Interna, si el Inculpado no
se defendiere por si mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido
por la ley;

f) derecho de la defensa de interrogar a 'los testtgos presentes en el
tribunal y de obtener la comparecenda, como testigos o peritos, de otras
personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;

g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí ,mismo ni a declararse
culpable; y

h) derecho de recurrir tiel fallo ante juez o tribunal superior.
•

3. La confesl6n del Inculpado solamente es válida si es hecha sin coacd6n
de ninguna naturaleza.

4. El Inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a
nuevo jutclo por los mismos hechos.

5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para
preservar los Intel eses de la justtda.

Por su parte, el artículo 25 de la Convención establece que:

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sendllo y rápido o a
cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos
por la Constttucl6n, la ley o' la presente Convenci6n, aun cuando tal vlolacl6n
sea cometida por personas que ad~en en ejercicio de sus funciones ofldales.

.-

2. Los Estados partes se comprometen:

a. a garantizar que la autoridad competente prevista por el
sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona
que interponga tal recurso;

.' ..
,',.

. .._._,---.'-' - ----

b.

.'. -" ._--- -... ._.._,-

a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y

- ._-,- _ .__..._..._-_...._ ~ - ~ ---- -------~-,. ---~-- - --~> - - -_ . _. _ - - -- --_..--
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de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.
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Al respecto, la Honorable Corte ha señalado en su jurisprudencia que el
artículo 8 de la Convenci6n consagra los lineamientos del llamado debido

"
proceso legal o derecho de defensa procesal. En este sentido, la Honorable
Corte también ha manifestado que para determinar la vlolacl6n del artículo 8
es preciso establecer si en el proceso judicial se respetaron las garantías
procesales de la parte afectada y que si existen evidencias en el ex~lente
de obstrucci6n de justicia, trabas o problemas de no colaboración de las
autoridades que Impidan el debido esclarecimiento de la causa, constituye
una vlolaci6n del artículo 8(1) de laConvenci6n.88 La Honorable Corte
también ha expresado que es un principio de derecho internacional que el
Estado responde por los actos de sus agentes, por sus omisiones, aun si
actúan fuera de los limites de su competencia o en vlolacl6n del derecho
interno. Además, establece que "es imputable al Estado toda vlolacl6n a los
derechos reconocidos por la Convención de los poderes que ostentan por su
carácter oficial". 89 Esta obligación implica' "el deber de los Estados partes de
organizar el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a
través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera
tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de
los derechos humanos. Como consecuencia de esta obllgacl6n, los Estados
deben prevenir, Investigar y sancionar toda ' vlolacl6n de los derechos
reconocidos por la ConvencI6n".9O

93. Asimismo, corresponde destacar que tanto el artículo 8 como el
25 de la Convencl6n Americana "constituyen condiciones necesar'las para que
los Instrumentos procesales, regulados por la Convencl6n, puedan
considerarse como garantías judiciales".91 Cabe señalar que "las garantfas
sirven para proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un
derecho".92 El articulo 25(1) de la Convencl6n Americana Incorpora el
principio reconocido en el derecho Internacional de los derechos humanos, de
la efectividad de los Instrumentos o medios procesales destinados a garantizar
tales derechos.93 Para que tal recurso exista, la Convenci6n requiere que sea
realmente id6neo a fin de establecer si se ha Incurrido en una vlolacl6n de los
derechos establecidos en la Convencl6n y proveer lo necesarto - para
rernedíarta." En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos

.. Corte I.O.H., caso de )elJn PlJul Gente Lacayo lIS. República de NIca~ulJ. párraro 74.
•

.. Corte I.O.H., caso Velásquez Rodrlguez. sentenda del 29 de Julio de 1988. párrafos 170 y 172.

.. Ídem.

" Corte I.O.H., Opinión Consultiva OC-9/87, supra, pámlro 30.

92 Corte I.O.H., Opinión ConsultlVlJ OC-8/87 del 30 de enero de 1987, El Habel!ls Corpus Bajo
Suspensión de Garantlas (erts, 27.2, 25.1 Y 7.6), pámlro 25.

" Corte I.O.H., Opinión Consultiva OC-9/87, pámlto 24•

.. Idem, párrafo 24.

, , ,.

.'."
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ha concluido que "[n]o pueden considerarse efectivos aquellos recursos que,
por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias
particulares de un caso dado, resulten i1usorloS".95

,
,

94. La protección ofrecida por las normas transcritas se ve reforzada,
por la obligación general de respetar los derechos humanos Impuesta por el
artículo 1(1) de la Convención. Al respecto, la Corte ha establecido
expresamente que

El articulo 25 en relación con el artículo 1.1 de la COnvención Americana,
obliga al Estado a garantizar a toda persona el acceso a la administración de
justicia y, en particular, a un recurso rápido y 5eAclllo para lograr, entre otros
resultados, que los responsables de las violaciones de los derechos humanos
sean Juzgados y para obtener una reparación por el dallo sufrido... [E)I articulo
25 'constltuye uno de los pilares biislcos, no sólo de la Convención Americana,
sino del proplo Estado de derecho en una sociedad demomtlca...", Dicho
artículo guarda relación directa con el articulo 8.1 que consagra el derecho de
toda persona 'a ser ofda con las debidas garantlas para la determinación de sus
derechos de cualquier naturaleza," .

•

95. Dentro de ese contexto, los órganos de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos son competentes, de' conformidad con el articulo 33
de la misma, para determinar si las acciones u omisiones de cualquier órgano
del Estado, Incluyendo el Poder Judicial, comprometen ta responsabilidad de
aquél en función de las obligaciones internacionales asumidas de buena fe al
ratificar dicho Instrumento Internacional. La determinación de si un proceso
judicial satisface los requisitos de los artlculos 8 y 25 debe hacerse sobre la
base de las circunstancias de cada caso en particular y.examinando el proceso
en su totalldad.97 En este sentido, la Corte Interamerlcana,

ha establecido que el esdaredmlento de 51 el Estado ha violado o no sus
obligaciones internacionales por virtud de las actuadones de sus órganos
judiciales, puede conducir a que [los órganos del sistema Interamericano de
protección de los derechos humanos) deba[n) ocuparse de examinar los
respectlvos procesos Internos. A la luz de lo anterior, se deben considerar los
procedimientos Internos como un todo, Incluyendo las decisiones de los
tribunales de apeladón, y que la función [de dichos órganos de protección) es
determinar 51 la Integralldad de los procedimientos, asl como la forma en que
fue produdda la prueba, estuvieron conformes a las disposidones
Internacionales.M

'. 1'/

95 Idem.
,

.. Corte ¡OH, Caso Loayza Tamayo, sentenda de reparadones del 27 de noviembre de 1998,
Serle C, NO 42, ~rT'lIro 169.

., Ver la Jurlsprudenda de la Corte Europea de Derechos Humanos: caso Barbel'li, Messegue y
Jabardo, sentencia del 6 de dldembre de 1988, Serle A, NO 146, ~rT'lIro 83.

se Corte 1.0.H., caso Sáncllez vs. Honduras, ~rT'lIro 120.

. - . ._... _.--- - -.. -
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96. La Corte Interamerlcana también ha manifestado que,"no basta
que los recursos existan formalmente sino que los mismos deben dar
resultados o respuestas a las violaciones de derechos humanos, para que
éstos puedan ser considerados efectivos. 'Es decir, que toda persona debe
tener acceso a un recurso sencillo y rápido ante jueces o tribunales
competentes que amparen sus derechos fundamentales".99 En consecuencia,
los Estados Parte tienen la obligación de tomar todo tipo de providencias
para que nadie sea sustraído de la protección judicial y del ejen;lcld del
derecho a un recurso sencillo y eficaz. lOO En dicho marco, el Estado tiene la
obligación de Investigar las violaciones de derechos humanos, juzgar a los
responsables, Indemnizar a las víctimas y evitar la Impunidad.

•
,

97. En cuanto a los hechos acaecidos en junio de 1996 en La
Granja, la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Asealla General de la
Nación resolvió proferir resolucl6n de apertura de Instrucción el 17 de junio
de' 1999. En esa oportunidad, dispuso la vinculación y la Imposición de
medida de aseguramiento consistente en ,detención preventiva en contra de
los hermanos Jaime y Francisco Angula Osorlo, quienes se encontraban
detenidos en virtud de otros procesos. Sin embargo, con posterioridad fue
revocada la medida de aseguramiento en su contra. En esa misma fecha, se
ordenó la vinculación a la Investigación de dos agentes estatales" el
subteniente José Vicente Castro, Comandante de la Subestación de pollera de
Ituango y el Teniente José Alexander Sánchez por los delitos de coautoría en
la conformación de grupos de justicia privada, homicidios agravados y
secuestro simple agravado a título de dolo por omisión Impropia. Asimismo,
en aquella oportunidad, se decretó auto de prisión preventiva en contra de
los mencionados agentes estatales.

98. El 31 de agosto de 2001 se profirió resolucl6n de acusación en
contra de José Vicente castro, tras la decisión del Consejo Superior de la
Judicatura respecto del conflicto positivo' de competencia interpuesto por el
Fiscal Penal Militar 142 del Juzgado de Primera Instancia adscrlpto a la
Inspecci6n General de la Pollera Nacional. El juzgado Primero Penal del
Circuito Especializado de Antloqula, mediante sentencia de fecha 14 de
noviembre de 2003, condenó a 31 afias de prisión al mencionado subteniente
José Vicente Castro por haber Incurrido "por omisión en el delito de homicidio
agravado con fines terrorlstas".lDl Por su parte, ellO de noviembre de 2003
se profirió resolución de acusación en contra de Jorge Alexander Sánchez
Castro, por el delito de concierto para delinquir, acusación que se a,mplló con
la Incorporación posterior de los delitos de homicidio agravado y extorsión
agravada. .

.. Corte I.O.H., CltSo Onca Penslonlstlls, párrafo 126; Corte I.O.H., caso canlDs, párrafo 52;
Corte 1.0.H., Ciso dt1 fa Comunidad MayagnIJ (Sumo) Awas nngni, párrafo 112; y Corte I .O.H., ceeo
Bámaca Vt1lásquez, párrafo 191.

100 Corte IOH, Caso Barrios Altos, Sentencia del 14 de marzo de 2001, párrafo 43.

101 Juzgado Primero del Circuito Especializado de Antloqula, 5entenda Ordinaria, radicado 122­
UNOH-5288-2oo2-oo52, Procesado Jo2 Vicente castro, Medellfn, 14 de noviembre de 2003•

,

,
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99. Con respecto a los civiles vinculados al proceso, el 2 de junio de
2000 se decret6 medida de aseguramiento consistente en prlsl6n preventiva
en contra de Hemandd Remlgio Fonnegra y de Carlos Castaf'lo Gil. El 12 de
enero de 2001 fueron declarados personas ausentes Jhon Jalro Mazo Pino,
Gllberto Antonio Jamayo Renglfo y Jorge Alberto Mulet6n Montoya. Por su
parte, el 20 de agosto de 2002, se profiri6 medida de detenci6n preventiva
en contra de Hemando de Jesús Alvarez, Jhon Jairo Mazo Pino, Gllberto
Antonio Tamayo Renglfo y Jorge Alberto Mulet6n Montoya.

•

100. De conformidad a lo expuesto supra, surge que la Investlgacl6n
previa por los hechos de La Granja se abri6 formalmente el 17 de junio de
1999 por la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalla General de
la Nac16n102

, es decir tres años después de acaecidos los hechos. Asimismo, ,
de los elementos de convlccl6n allegados' a la ClDH y de la Informacl6n
proporcionada por el Estado se desprende que transcuriidos más de siete
años de ocurridos los hechos, s610 se ha sentenciado en primera Instancia al
Teniente de Pollda José Vicente Castro por "haber Incurrido por omlsl6n en el
delito de homicidio agravado con fines terroristas." 103 '

I

101. SI bien la Investlgacl6n penal determinó la expedlci6n de
medidas de aseguramiento contra una serie de personas, incluyendo a
lideres de grupos paramilitares y agentes del Estado, las 6rdenes de
detencl6n no han sido ejecutadas en su mayorla y el proceso continúa con
relacl6n a los civiles Involucrados en la Investlgacl6n en etapa de Instruccl6n.,
El proceso penal respecto del resto de los responsables aun se encuentra
pendiente. 1004 '

102. En cuanto al Caso 12.266, los hechos fueron lnlclalmehte
invest igados por la entonces Fiscalla Regional de Medemn. La' Investlgacl6n
fue posteriormente remitida a la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la
Flscalla General bajo el radicado No. UDH-525. Ella de junio de 1999 se
proflrl6 orden de captura contra Carlos Castaño Gil y Francisco Vlllalba
Hemández por hornlcldle en concurso y conformacl6n de grupos de justicia
privada. El 4 de julio de 1999 se declaró a Carlos Castaño persona ausente.
Posteriormente se orden6 la vlnculacl6n de 5alvatore Mancuso G6mez,
Alexander Mercado Fonseca y Héctor Darlo Gallego Meza a la Investlgacl6n.
EllO de septiembre de 2001 el fiscal de conocimiento proflrl6 la resolucl6n

102 Nota EE 102 de la DlreccI6n ~neral de asuntos EspecIales del MinIsterio de reladones
Exteriores, 9 de marzo de 2000.

,., Juzgado PrImero Penal del Clrculto EspecIalizado de Antloqula, radicado 122·UNDH·52BB­
2002-0052, Sentencia de 14 de noviembre de 2003, Medellln, Colombia.

104 Ver Nota DDH36239 de ÚI Olrecelón General de asuntos EspecIales del MInisterio de Relaciones
Exteriores, 28 de julio 2004, donde el Estado Indica que el proceso se encuentra en etapa de Instruccl6n.

•
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acusatoria correspondiente como presuntos coautores del delito de concierto
para delinquir en concurso con homicidio. lOS ,

, '

103. El 22 de abril de 2003 el Juzgado Segundo Penal del Circuito
Especializado de Antloqula dictó sentencia en contra de canes Castaño Gil,
Salvatore Mancuso Gómez y Francisco Enrique VillaIba Hernández por el
homicidio de 15 personas, concierto para delinquir y por el concurso
homogéneo de hurto agravado y califlcado. 106 Con la excepción de Francisco
Enrique Vlllalba quien se encuentra detenido cumpliendo pena de prisión por
otros delitos, los civiles mencionados -Incluyendo Importantes lideres
paramllltares- fueron juzgados y condenados ,el'! ausencia y las órdenes de
detención en su contra aun no han sido ejecutadas.

,

104. El ,Estado no avanzado sustancialmente en el juzgamiento y
sanción penal de los miembros de la Policía y el Ejército Nacional apostados
en la zona, a pesar de las determinaciones de la propia Procuraduria General
de la Nación sobre la responsabilidad de agentes del Estado.

,

105. El retardo en completar las investigaciones, juzgar y condenar a
todos los responsables y hacer efectivas las órdenes de captura ya dietadas
contribuyen a perpetuar los actos de violencia e intimidación contra testigos
y fiscales vinculados al esclarecimiento de los hechos de La Granja y El Aro,
que en el caso de la FIscal Pulgarin y el abogado Jesús Maria Valle han tenido
consecuencias fatales. A ellos se suman otros testigos, abogados y fiscales
que han debido abandonar I~ zona o el país por razones de seguridad, así
como la situación de otros que permanecen en la ,zona con gran riesgo para
su vida. Vale decir que la falta de esclarecimiento de estos casos no sólo
viola el derecho a la justicia y la reparación de las vrctlmas y sus familiares
sino que contribuye a justificar la comisión de actos destinados a disuadir a
quienes buscan justicia.

106. La falta de juzgamlento de los perpetradores de las violaciones
aquí analizadas contribuyó a prolongar el sufrimiento causado por la violación
de los derechos fundamentales. El Estado debe Identificar y castigar a los
autores de los correspondientes delitos mediante actos judiciales ejecutados,
de lo contrario se configura un incumplimiento también del artículo 1(1) de la
Convención. 107 La Corte Interamericana ha señalado que el Estado debe
combatir la Impunidad, ya que ésta propicia la repetición crónica de las
violaciones a los derechos humanos y la total Indefensión de las víctimas y

\1'/

105 Nota EE 3630J de la Dlrecdón General de Asuntos Espedllles del Ministerio de RelllCiones
Exteriores de la Repúbllc1J de Colombia. 2 de octubre de 2001.,,

lO< Juzgado 5egundo Penal de Circuito Especializado de Antloqula, sentencia OrdInaria N°S
respecto de los PI oceudos ClIrIos ClIst:lIIlo Gil. 5lIIvatore Mancuso Gómez, Francisco Vlllalba, Alexander
Mercado Fonseca, 22 de abril de 2003. ANEXO C 21.

107 Corte IDH, csso de los aNillos de la ClIIIe', sentencia del 19 de noviembre de 1999, párrafos
227 y 228.

"

"- ~ . "" - '~ " - ',' ..... , .. ,'" .. -.. " ..... '","- ,,' ~"." ~,, , ~ , ,...



".,

49

•
,

0000055

, .

• •

...• -.

,
sus 'familiares. lOS Si el aparato del Estado actúa de modo que ~ I violación
quede impune y no se restablezca, en cuanto sea posible, a la vlctima en la
plenitud de sus derechos, puede afirmarse que ha incumplido el deber de
garantizar su libre y pleno ejercicio a las personas sujetas a su
jurisdlcción.109

107. La jurisprudencia de la Honorable Corte indica que el Estado
debe investigar efectivamente los hechos del presente caso, con ~I fin de
identificar, juzgar y sancionar a todos los autores materiales e intelectuales
de las violaciones cometidas en perjuicio de las vlctlmas, para los efectos
penales y cualesquiera otros que pudieran resultar de la investigación de los
hechos. Es preciso que tribunales penales ordinarios competentes
investiguen y sancionen a los miembros de la fuerza pública que participaron
en los hechos. Además, el Estado debe abstenerse de recurrir a figuras
como la amnistla, la prescripción y el establecimiento de excluyentes de
responsabilidad, así como medidas que pretendan impedir la persecución
penal o suprimir los efectos de la sentencia condenatoria. El proceso debe
versar sobre los hechos y sus implicaciOnes jurldicas. Asimismo, los
familiares de las víctimas deben tener pleno acceso y capacidad de actuar, en
todas las etapas e instancias de dithas investigaciones, de acuerdo con la ley
interna y las normas de la Convención Americana. Finalmente, el resultado
del proceso debe ser públicamente divulgado, para que la sociedad
colombiana conozca la verdad de lo ocurrldo.P?

lOS. En el presente caso resuita evidente que el Estado ha
incumplido su obligación de investigar los hechos caso y juzgar y sancionar a
todos los responsables conforme a lo previsto en los artlculos S y 25 de la
Convención Americana en forma exhaustiva, efectiva y dentro de un plazo
razonable.

109. En suma, el Estado ha vulnerado el derecho a la debida
protección judicial de las vlctlmas y sus familiares en vista de que Incumplió
su obligación de investigar la ejecución extrajudicial, la tortura, la privación
de la libertad y la violación del derecho a la propiedad de las vlctimas en
forma efectiva, y juzgar y sancionar a todos los responsables, tanto civiles
como agentes del Estado. Estas violaciones impiden además que se
satisfaga el derecho a la verdad de la sociedad en su conjunto.

110. El sistema Interamericano ha analizado el derecho a ,la verdad
en dos planos. El primer plano corresponde al derecho de los familiares de la
víctima a exigir del Estado una investigación completa e independiente para
establecer la verdad sobre el destino de su ser querido. El segundo plano

,o. Corte IDH, Caso Pan/agua Morales y otros, Sentendll de 8 de marzo de 1998, supra, porro
173.

'09 Corte IDH, Caso VeI6squez Rodrlguez, Sentendll de 29 de Julio de 1988, supra, pOrr. 174 y
176.

110 Corte IDH, Caso 19 Comerciantes, Sentendll deiS de julio de 2004, párrafo 263.
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está constituido por el derecho de la sociedad en su conjunto a tener
Información sobre las drcunstanclas de 105 hechos, así como sobre la
Identidad de 105 respof\sables a fin de. evitar de la manera más eficaz que
violaciones de esa naturaleza vuelvan a ocurrir. De tal suerte que el derecho
a la verdad constituye un derecho de carácter particular para 105 familiares
de las víctimas, .y un derecho colectivo que permite a la sociedad tener
acceso a Información esencial para la consolidación de 105 sistemas,
democráticos en verdaderos Estados de Derecho. La Comisión debe
manifestar que aún cuando la Convención Americana no reconoce de manera
expresa el derecho a la verdad, el mismo constituye un principio emergente,
del derecho Internacional. . ,

111. Los fundamentos de este derecho, se basan en la convicción de
que el conocimiento de la verdad es una de las medidas más eficaces para .
prevenir la recurrencta de graves vlolaclones a 105 derechos humanos y de
consolldadón del .slstema democrático en un Estado de Derecho. Más aún, el
Estado tiene la obligación de poner a disposición de las víctimas, sus familiares
y la sociedad, toda Informadón conducente al esdarecimlento de la verdad.
Este deber incluye la obligación de proveer aquella Información a' disposición
del Estado, así como también el uso de todoS los medios a su alcance para
producir dicha información.

112. Con base en 'les consideraciones que anteceden, la Comisión
solicita a la Honorable Corte que concluya y declare que el Estado colombiano
ha incumplido con su obllg~clón de brindar protección judicial adecuada
conforme a los artículos 8 y 25 de la Convención Americana a las víctimas del
presente caso y sus familiares.

6. El Estado colombiano ha incumplido con sus obllgacloit..
conforme al artículo 1(1) de la Convenci6n Americana

•

113. El artículo 1(1) de la Convención establece que,

[I]os Estados partes en esta Convencl6n se comprometen a respetar los
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno
ejerddo a toda persona que esté sujeta a su Jurlsdk:d6n, sin dlsaimlnadón
alguna por motivos de raza, color, sexo, Idioma, religión, opiniones polrtlcas o
de cualquier otra ¡ndote, origen nacional o social, posldón econ6mica,
nacimiento o cualquier otra condlcl6n social.

,
Al respecto, la Corte ha establecldo'que

[e]1 articulo 1.1 es fundamental para determinar 51 una vloladón de los
derechos humanos reconocidos 'por la Convenci6n puede ser atribuida a un
Estado Parte. En efecto, dicho articulo pone a cargo de los Estados Partes los
deberes fundamentales de respeto y de garantla, de tal modo que todo
menoscabo a los derechos humanos reconocidos en la COnvencl6n que pueda
ser atribuido, según las reglas del Derecho internacional, a la accl6n u omlsl6n
de cualquier autoridad pública, constltuye un hecho Imputable al Estado que
compromete su responsabilidad en los términos previstos por la misma
Convencl6n.
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Conforme al articulo 1.1 es ilícita toda forma de ejercido del poder PÚbl~'que
viole los derechos reQ)nocldos por la Convención. En tal sentido, en toda
circunstancia en la cual un órgano o fundenarlo del Estado o de una instltudón
de carácter público lesione Indebidamente uno de tales derechQS, se está ante
un supuesto de Inobservancia del deber de respeto consagrado, en ese articulo.

Esa conclusión es independiente de que el órgano o funcionario haya aetuido
en contravención de dlsposiclones del derecho Interno o desbordado IQS limites •
de su propia competencia, puesto que es un prlndplo de Derecho Internacional

,que el Estado responde por los actos de sus agentes realizados al a~ro de
su carácter ofldal y por las omisiones de los mismos aun si actÚlln fuera de los
límites de su competenda o en vloladón del derecho Intemo"1.

114. Asimismo, la Corte Interamericana ha señalado
fundamento en el articulo 1(1) de la Convenci6n Americana,

•que, con
r,

...el Estado está obligado a respetar los derechos y libertades reconoddos en
ella y a organizar el poder público para garantizar a las personas bajo su
jurlsdlcci6n el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Lo anterior se
impone Independientemente de que los responsables de las vioiadones de
estos derechos sean agentes del poder público, particulares o grupos de ellos,
ya que según las reglas del Dereaho Internadonal de los Derechos Humanos,
la acdón u omiSión de cualquier autoridad pública constituye un hecho pUnible
al Estado que compromete su responsabilidad en los términos previstos por la
misma Convenclón.112 •

El Estado colombiano tiene el deber de organizar el aparato gubernamental y
todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del
poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el
libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. De conformidad con lo
manifestado por la Corte Interamerlcana, lo anterior

se Impone Independientemente de que los responsables de las vloladones de
estos derechos sean agentes del po!!er'público, particulares, o grupos de
ellos113

, ya que según las reglas del Derecho Internadonal de los Derechos
Humanos, la acción u omisión de cualquier autoridad pública constituye un

U1 Corte I.O.H., QlS9 "Cinco Fenslonlsl:lls". 5entenda de 28 de febrero de 2003. SerIe C NO 98,
párr. 163; Corte I.O.H., Caso ,de '11 Comunldlld HIIYiJ9I1iI (Sumo) AlVIIS Tlngnl. sentencia de 31 de agosto
de 2001. SerIe C NO 79, párr. 154; Corte I.O.H., Caso Sllena RIaIrdo y oaos. 5entenc:III de 2 de febrero
de 2001. serie C NO 72, párr. 178; Y Corte I.O.H., CIIS9 Cllballero Delgildo y SIInt8n11. Sentenda de 8 de
didembre de 1995. Serie C NO 22, párr. 56.

u, Corte I.O.H., Caso CInco Penslonlstlls, supra, párrafo 163; Corte I.O.H., Caso Blf'flJJCII
VeJásquez, SUPI"II, párrafo 210; Corte I.O.H., Cllso de la ComunldiK/ HIIyagna (Sumo) AwlIS TIngnI, supra
párrafo 154; y Corte I.O.H., Caso 8IIenII RIaIrdo Y Otros, supra párrafo 178, citado en Corte I.O.H., Corte
I.O.H., CIISO SJinchez vs. Honduras, supra, párrafo 142.

113 Corte I.O.H., Cllso 19 Cotnel"dllntes, sentencia del 5 de julio de 2004, párrafo 140; Qlso JUINI
Humberto SJinchez. sentencia de 7 de junio de 2003. serie C NO 99, pilrr. 142; Corte 1.0.H., Caso
BlfTIIIClJ Velásquez. SentencIa de 25 de novtembre de 2000. SerIe C NO 70, párr. 210; y Corte I.O.H., Cllso
de '11 "Panel 81111lCJJ" (PanlagulJ Morales y otros). sentencia de 8 de marzo de 1998. serie C NO 37, párr.
174.
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hecho Imputable al Estado que compromete su responsabilidad en los términos
previstos por la misma Convención'''.

115. De lo anterior se deriva también la obligación de los Estados ~e

utilizar diligentemente todos los medios a su disposición para realizar una
investigación seria y efectiva dentro de un plazo' razonable, que sirva de base
para el procesamiento, esclarecimiento de los hechos, juzgamlento y sanción
de los autores materiales 'e intelectuales de toda violación de los derechos
protegidos en la Convención Americana. Al respecto, la Corte
Interamericana ha señalado que la obligación de investigar debe cumplirse,

,

con seriedad y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser
Infructuosa. Debe tener un sentido y ser asumida por el Estado como un deber
jurfdlco propio y no como una simple gestión de Intereses particulares, que
dependa de la Inldativa procesal de la victima o de sus familiares o de la
aportación' privada de elementos probatorios, sin que la autoridad pública
busque efectlvamente la verdad"5•

I

La Comisión ha constatado que en Colombia existe un estado de impunidad
respecto de los hechos que dieron lugar a las ejecuciones' arbitrarias,
detenciones, torturas y vulneración de los derechos a la propiedad privada de
las vlctimas anteriormente individualizadas. Todo ello cuando el E~do tiene
la obligación de prevenir e investigar lo sucedido. El Estado tiene el deber de
evitar y combatir la impunidad, que la Honorable Corte ha deftnldo como "la
falta en su conjunto de Investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y
condena de los responsables de las violaciones de los derechos protegidos
por la Convención Americana". Al respecto, la Honorable Corte ha advertido,
que" [ ... ] el Estado tiene la obligación de combatir tal situación por todos los
medios legales disponibles ya que la Impunidad propicia la repetición crónica
de las violaciones de derechos humanos y la total Indefensión de las víctimas
y de sus famlliares".116

116. En consecuencia, el Estado colombiano es responsable por la
inobservancia del articulo 1(1) en relación con los artículos 4, S, 7, 8, 19, 21
Y 25 de la Convención Americana, en perjuicio de Wllliam Villa García,
Graclela Arboleda, Héctor Hemán Correa Garcla, Jairo Sepúlveda, Arnulfo
Sánchez, José Darlo Martlnez Pérez, Olcrls Fail Díaz, Wllmar de Jesús
Restrepo Torres (de 13 años de edad), Ornar de Jesús Ortiz Carmona, Fablo

U4 Corte I.O.H., Caso JlRlln Hu,mberto Sánchez. Sentencia de 7 de Junio de 2003. 5erle C NO 99,
párr. 142; Corte I.O.H., Corte I.O.H., Caso "CiVnCo Penslonlstu" 5entencla de 28 de febrero de 2003.
serie C N0 98, párr. 163; Corte I.O.H., Caso BámBc:.J Veiúquez. 5entencla de 25 de noviembre de 2000.
serie C NO 70, párr. 210; Corte I.O.H., Caso de iII Comunldlld MIIYIIgIIlI (sumo) A_ 77ngnl. sentencia de
31 de agosto de 2001. 5eI1e C NO 79, párr. 154; y Corte I.O.H., Caso 8aen1l RialrrJo Y otros. 5entenda
de 2 de febrero de 2001. 5erle C NO 72, párr: 178.

115 Corte I.O.H., Caso JlRlln Humberto 5Mlchez. sentenda de 7 de junio de 2003. serie e NO 99,
párr. 144; Corte I.O.H., Caso BámBc:.J Velásquez. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C NO 70,
párr. 212; Corte I.O.H., Caso de los "Milos de iII CaDe" (Vl/IlIgrán Morllles Y otros). sentencia de 19 de
noviembre de 1999. serie C NO 63, párr. 226, y Corte I.O.H., Caso Godfnez Cruz. Sentenda de 20 de
enero de 1989. serie C NO 5, párr. 188.

U6 Corte IDH ClISO 19 Comerclllntes, sentenda deiS de Julio de 2004, párrafo 260.
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A~l:onio Zuleta Zabala, Otoniel de Jesús Tejada Tejada, Omar Ivá{i Gutlérrez
Nohavá, Guillermo Andrés Mendoza Posso, Nelson de Jesús Palacio Cárdenas,
Luis Modesto Múnera, Marco Aurello Arelza Osorlo, Rosa Arelza Barrera, Dora
Luz Arel:za, Alberto Correa, LuiS Humberto Mendoza Arroyave, L1bardo
'Mendoza, Frasclsco Osvaldo Pino Posada, Ricardo Alfredo Bulles Echererry,
Bernardo María Jiménez Lopera y Omar Alfredo Torres Jaramlllo. AsImismo,

I
el Estado incumplió la obligación de respetar los derechos consagrados en el
artfculo 1(1) en relación con los artículos S, 8 Y 25 de la Co,nvención
Americana, en perjuicio de los familiares de las vfctlmas.

VIII. REPARACIONES Y COSTAS

,

117. En razón de los hechos alegados en la presente demancla y de la
jurisprudencia constante de la Honorable Corte Interamerlcana que establece
"que es un principio de Derecho Internacional que toda vlolacl6n a una
obligación Internacional que haya causado un daño, genera una obligación de
proporcionar una reparación adecuada de dicho dailo"117, la Comisión
presenta a la Honorable Corte sus pretensiones sobre las reparaciones y
costas que el Estado colombiano debe otorgar como corisecuencla de su
responsabilidad por las violaciones de derechos humanos cometidas' en
perjuicio de Wllliam Villa García, Graciela Arboleda, Héctor Hernán Correa
Garcla, Jalro Sepúlveda, Arnulfo Sánchez, José Darío Martfnez pérez, Olcris
Fall Dfaz, Wilmar de Jesús Restrepo Torres (de 13 años de edad), Ornar de
Jesús Ortlz Carmona, Fablo Antonio Zuleta Zabala, Otonlel de Jesús Tejada
Tejada, Omar Iván Gutlérrez Nohavá, Guillermo Andrés Mendoza Posso,
Nelson de Jesús PalacIo Cárdenas, Luis Modesto Múnera, Marco Aurello Areiza
Osario, Rosa Areiza Barrera, Dora Luz Arelza, Alberto Correa, Luis Humberto
Mendoza Arroyave, Libardo Mendoza, Frascisco Osvaldo Pino Posada, Ricardo
Alfredo, Bulles Echererry, Bernardo María Jiménez Lopera y Omar Alfredo
Torres Jaramlllo.

118. La Comisión Interamericana solicita a la Honorable Corte que
ordene al Estado reparar los caños materiales e Inmateriales causados a las
vfctlmas del caso en los términos que más adelante se indican. Aslmls,no, la
Comisión Interamericana solicita a la Honorable Corte que ordene al Estado
el pago de las costas y gastos legales incurridos por las vfctlmas y sus
familiares en la tramitación del caso rento a nivel nacional, como las que se
originan en la tramitación del presente caso ante el sistema Interamericano.

A. Obligación de reparBr

117 Corte I.O.H., caso "Mack ChangO. 5entencla de 2S de noviembre de 2003, a- C, NO 101,
pálT. 141; Corte I.O.H., caso BuJedo. 5enwndll de 18 de septiembre de 2003. 5erte C NO lOO, pélT. 72;
Corte I.O.H., caso Juan Huml1erttl SMchez. Sentenda de 7 de junio de 2003. a- C NO 99, pélT. 147 Y
Corte I.O.H., Caso "Cinco PensionIstas". 5enwncla de 28 de febrero de 2003. a- C NO 98, pélT. 173.

"
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119. El artIculo 63(1) de la Convención Americana estableg¡'que:

Cuando decida que hubo vk!ll!c;lónde un del'llCho o l\bfrtacI protqld05 en [lja
Convención, la Corte dispondrá que • fjlIl"antk:e 1I~ en el gOal. de su
derecho o libertad COIlCUIcIdo$. ~aelmI_, SI ello fUera~,
que se nlPIfIiII1 lis • de la medlda o sItU~ qué'ha~
la vul/llll"lldóo de esos derechos y el pago de una justa IndemnlhClón a 'a

Iparte lesIOnada. ,
•120. Tal como ha Indicado la Honorable Corte en su jurisprudencia

constante, "el articulo 63(1) de la Convención Americana reéoge une norma
consuetudinaria que constlt\¡lye un!) de los prlnc:lples f'undernentates del
derecho internacional contemporáneo' sobre la reSpoll$8bflld8d de I~

Estados. De esta manera, al producirse un hecho IlIclto Il'l\PUtIIbfe a un
Estado, surge de Inmediato la responsabilidad internacional de éste por la
vlolacl6n de una norma Internacional, con el consecuente deber de
reparación y de hacer cesar las consecuencias de la vlmaclónRu ' .

I

121. Las reparaciones son cruciales para garantizar que se haga
justicia en un caso individual, y constituyen el mecanismo que eleva la
decisión de la Honorable Corte mas allá del ámbito de la condena moral. Las
reparaciones consisten en las medidas que tienden a hacerd~ el
efecto de las vlotaclones cometldíls. La reparac:,lón del daflo oCUlOnado por
la Infracción de una obligaCión internacional requiere, s~· que sea
posible, la plena restitución (restItUtIo In Int:egrr.¡m), la cual conSiste en el
restablecimiento de la sltuaci6n anterior a la violaCión.

,
122. De no ser posible la plena restituCión, como respecto de las

vfctlmas de violación del articulO 4 de la Convención Americana en el
presente caso, le corresponde a la Corte Interamerlcana ordenar que se
adopten una serie de medidas para que, además de garantizarse el l"eSfletO
de los derechos conculcados, se reparen las consecuencias que produjeron
las infracciones y se efectúe el pago de una IndemnIZación corno
compensaCión por los dallos ocasionados en el caso pertinente.119 La
indemnización en tales casos tiene el objeto primordial de repJlr8r los daflos
reales, tanto materiales como morales, sufridos p!)r las partes 185lonadas.12O

El cálculo de los dallos y perjUicios sufridos debe necesariamente ser

111 Corte I.O.H., caso ""lid< Cheng". s.nlBndlI de 25 de IlQ\Ilembre de 2003, 5UPf'lI, ..... 142;
Corte I.O.H., Cuo 1Ju1ilcJo. s.nlBndlI de 18 de~ de 2Oll3, SerIe C NO 100, ..,.. 71; Corte
I.O.H., Caso JIWl Humberto SAndIez. $lmlIIindII • 7 de junio de :mpa. SerIe C NO 99, •. 148; Corte
I.O.H., Caso "CIna:J PIltlSiOll/SllJ$".~ de 28 de febcero de 2003. SerIe C NO 98, 1)61'1'. 174 V Corte
I.O.H., Caso cantos. 5entendll de 2B de novIeInbnt de 2002. SerIe C NO 97, p6rT. 67, entre otras.

119 Corte I.O.H., Caso ""lid< Chang". 5entendll de 25 de llQIIIlembre de 2003, supra, ..... 143;
Corte I.O.H., c.so 1Ju1ilcJo. 5entencla de 18 de septlembre de 2llO3. SerIe e NO 100, pdrt. 72 V Corte
I.O.H., Caso Juan Humberto SAndIez. 5entencIa de 7 de junio de 2003. SerIe C NO 99, I)6rT. 149.

120 Corte I.D.H., Caso BukIc:Jo. sentendll de 18 de~ de 2003. serte C NO 100, pdlT. 70;
Corte IOH., caso~, ConstlJnl1ne y IJeIlIemln y oaos. 5entende de 21 de junio de 2002, SerIe C NO
94, p6rT. 204 V Corte IDH.,~ de la "PIlneJ"'· ("""/afIA ,.".,. y otros). Il~ (art. 63.1
Convencl6n Americana sobre Derechos Humanos). Sel'ltenda de 25 de mayo de 2001. serte C NO 76,
párr. 80.

I
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proporcional a "la gravedad de las violaciones y del perjuicio resultante,,121.
Asimismo, las reparaciones tienen ei objeto adicional --aunque no menos
fundamental-- de evitar y refrenar futuras violaciones.

123. La obllgaci6n de reparar, que se regula en todos los aspectos,
por el derecho internacional (alcance, naturaleza, modalidades y
determinaci6n de los beneficiarios), no puede ser modiflcacta o incumplida
por el Estado obligado invocando para eilo disposiciones de su derecho
intemo"122•

124. En el presente caso, la Comisi6n Ihteramericana ha demostrado
que el Estado incurri6 en responsabilidad lnternaclcnal por la violacl6n de las
normas convencionales anteriormente reseñadas en perjuicio de las víctimas
y sus familiares. Según ya se señalara, a pesar de la gravedad de los hechos
de violencia acontecidos en el Municipio de Ituango y de sus repercusiones
en el ámbito nacipnal e lnternaclonal, transcurridos más de 8 años, no se han
adoptado medidas efectivas tendientes al juzgamiento de todos los
responsables, especialmente de los agentes estatales que prestaron
aquiescencia a los actos perpetrados por el grupo paramilitar· y algunos
autores que han sido condenados penalmente, 'no han sido aun capturados.

125. Finalmente, y en atenci6n a las disposiciones reglamentarias de
la Honorable Corte que otorgan representaci6n aut6noma al Individuo, la
Comlsl6n Interamericana solamente desarrollará en la presente demanda los
criterios generales en materta de reparaciones y costas que considera
deberlan ser aplicados por el Tribunal en el presente caso. La Comisi6n
Interamericana entiende que corresponde a los familiares de la víctima y sus
representantes la concrecl6n de sus pretensiones, de conformidad con el
artículo 63 de la Convenci6n Americana y los artículos 23 y concordantes del
Reglamento de la Honorable Corte. En el eventual caso que los familiares de
la víctima no hagan uso de este derecho, se solicita a la Honorable Corte que
otorgue a la CIDH una oportunidad procesal para que pueda cuantificar las
pretensiones pertinentes. Asimismo, la Comisl6n Interamericana se permite
indicar que hará saber a la Honorable Corte oportunamente si tiene alguna
observaci6n en cuanto a ia cuantlficacl6n de las pretensiones de los
familiares de la víctima o sus representantes.

"

121 Naciones Unidas, Prlnc/pIos y d1rectrIces IMsIcos sobre el derecho de las vIctimes de
violaciones de IlIs nonTIlJS Int:emlK:ionilles de derechos hlltnilnos y del derecho IIII'ern«ionIJI hurtlilflltMlo,
E/CN.4ISub.2/1996/17, pérr. 7. AsImIsmo, ver Corte IDH, Caso HOalre, eonstIJntfne yBer¡/ilmJn y olTos.
sentencta de 21 de lunlo de 2002, Serie C NO 94, pérr. 205; Caso CantonJ/8enilVldes. Reparactones (art.,
63.1 Convención AmerIcana sobre DeA!cllos Humanos). Sentencia de 3 de diciembre de 2001, sene C NO
88, pérr. 42 y Caso CestJ Hurtado. Repilractones (art. 63.1 convención Americana sobre Derechos
Humanos). sentenda de 31 de mayo de 2001, sene C NO 78, pérr. 36.

122 Corte I.D.H., Caso 'Meck Chango. Sentenda de 25 de novlembre de 2003, supra, pérr. 143;
Corte I.D.H., Caso SuIacio. Sentenda de 18 de "Ptlembre de 2003. sene C NO 100, pérr. 72 y Corte
I.D.H., Caso Juan Humberto Sánchez. 5entenda de 7 de lunlo de 2003. serie C NO 99, pérr. 149.
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126. La Honorable Corte ha señalado que las medIdas de reparación
tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometldas123•

Dichas medidas comprenden las diferentes formas en que un Estado puede
hacer frente a la responsabilidad intemaclonal en la que incl.IfTI6, que
conforme al derecho Internacional consisten en medidas de restitución,
indemnización, rehabilitaciÓn, satisfacción y medidas de no repetlcl6n~24.'

127. De esta forma, la Comisión de Derechos Humanos de Naciones
Unidas ha determinado que:

De conformidad con el derecho internacional, los Estados tienen el deber de
edoptar, cuando la situación lo requiera, medidas especiales a fin de pellllltlr
el otorgamiento de una reparación rápida y plenamente eneaz. La reparación
deberá lograr soluciones de justicia, eliminando o reparando las consecuencias
del perjuicio padecido, as! como evitando que se cometan n\levas violaciones a
través de la prevención y la disuasión. La reparación deberá ser proporcionada
a la gravedad de las violaciones y del perjLllclo sufrldo, y comprenderi la
restitución, compensación, rehabilitación, satisfacciÓn y garantlas de no
repetición. 125

128. En virtud de lo anteriormente expuesto, la Comisión
Interamericana pretende que la Honorable 'Corte ordene medidas de
reparación Integral, las cuales representan a su. vez, un mensaje en contra
de la Impunidad que afecta a la gran mayorfa de las violaciones de los
derechos humanos en los Estados miembros de la Organización de Estados
Americanos. Ello requiere que se establezcan y refuercen,' cuando sea
necesario, mecanismos judiciales y administrativos que permitan a las
vlctimas obtener reparación mediante procedimientos de oficio que sean
expeditos, justos, poco costosos y accesibles.

123 l.O.H., caso"Mack ChangO, Sentenda de 25 da noviembre da 2003, supra, p6rr. 237; Corte
LO.H., caso cantos. 5entenda de 211 de noviembre da 2002. SerIe C NO 97, p6rr. 108 Y Corte l.O.H.,
caso del Caracno. Repa<adones (alt. 63.1 CoIMlnd6n Americana sobre De,echos Humanos), Sentencia
de 29 de agosto da 2002. SerIe C NO 95, p6rr, 78.

12. Ver Nadones unidas, lnfonne delfnltlvo pI esentJKio por Tlleo Van Boven, ReIalor Especial
para la Rest:ltlld6n, Comper.oeJ6n y ReJMbllltllcJ6n de I.s VIctimas de Gr.ves VJoIIIdones • los Derechos'. . . ,

Hum.nos y.1 Derecho HumMltJJrJo, E/CN.4/Sllb2/1990/10, 26 julio da 1990. Verta~: Corte l.O.H.,
caso Blake. Pepan¡dones (1Irt, 63.1 Corlvencl6n AmeriCl'lna sobre Derechos Humanos). setItencia da 22
de enero de 1999. SerIe C N° 411, p6rr. 31; caso~ Rasero, Reparadones (lJIt. 63.1 COnvencJ6n
Amer/ama sobre Derechos HUmllnOS), Sentencia de 20 de enero da 1999. SerIe C NO 44, p6rr. 41, Y
Corte l.O.H., caso castillo Nez. Re¡lM'lIC/Onf¡s (ert, 63.1 Convendón AmeriCl'lna sobre Derechos
Humanos). Sentencia de 27 de noviembre de 1998, Serte C NO 43,

125 Nadones Unidas, ComIsI6n de Derechos Humanos, SUbcomisión de PreIlellCi6n de
Olscrlmlnadones y ProteceI6n a las Minor1as, ElCN.4/Sub.2/1996/17, La .dmlnlstrltd6n de JustIdII Y los
derechos hulMllOS de los~: Serie revlN<tll de principios y dIre<:t11als sobre el deredIo de tllS
v{etlmllS de vlolllcJones g"'_ • los derechos hUmllnos y .1 derecho hUmllnltJJrJo • ob/ielJer ,-1'lICI6n,
preparada por el Sr. Theo Van BOYen, de conformidad con la decisión 1995/117 de la Subcomlslón, 24 de
mayo de 1996, párr. 7.
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129. De conformidad con los elementos probatorios presentados en la
presente demanda y a la luz de los criterios establecidos por el Tribunal en su
jurisprudencia, la Comisión Interamericana presenta sus conclusiones y
pretensiones respecto' a las medidas de reparación relativas a los daños
materiales e Inmateriales y a otras formas de reparacl6n y satisfacción que,
corresponden a las vlctimas de La Granja y El Aro.

1. Medl.... de compensación

130. La Honorable Corte ha establecido los criterios esenciales que
deben orientar una justa indemnización destinada a compensar
económicamente, de una manera adecuada y efectiva, los daños sufridos
producto de las'violaciones en contra de los derechos humanos. Asimismo,
la Honorable Corte ha establecido que la indemnización tiene un carácter .
meramente compensatorio, y que la misma será otorgada en la extensl6n y
medida suficientes para resarcir tanto los daños materiales como
inmateriales causados126

•

(1) Daftos materiales

131. La Corte en su jurisprudencia sobre reparaciones ha sido
consistente al establecer que los daños materiales incluyen el daño
emergente y el lucro cesante, asl como el daño Inmaterial o moral tanto para
la vlctima como para su núcleo familiar en ciertos casos127

•

r

132. El daño emergente ha sido entendido .corno la consecuencia
patrimonial directa e Inmediata de los hechos. En este concepto se considera
la afectaci6n patrimonial derivada Inmediata y directamente de los hechos en
relación con los gastos en que incurrieron las vlctlmas y sus famlliares128

•

Por otra parte, el lucro cesante se entiende como la pérdida de ingresos
económicos o. beneficios que se, han dejado de obtener con ocasión de un

126 Corte IOH., Caso H/IIIlre, Constantlne y 8enjamln Y otros. 5entenda de 21 de Junio de 2002,
Serte C NO 94, párr. 204; Corte IDH., Caso de ~ 'PIJneI Bmnca" (P1Inlllgua Morales y otros).R~
(art. 63.1 Convención Amerlatna sobre Derechos Humenos). Sentenc:la de 25 de mayO de 2001, Serte C
NO 76, párr. 80; Corte IDH., Caso 0I$ttIJ0 Pifez. ReparacIones (art. 63.1 Convención AmerIcaIla sobre
Derechos Humenos). 5entenclll de 27 de noviembre de 1998, SerIe C NO 43, párr. 52 V Corte IDH., Caso
Garrido y BaIgorrfa. Repat'IIdoneS (art. 63.1 Con\l$1C16n Amertcana sobre Derechos Humanos). sentencia
de 27 de agosto de 1998, Serte C NO 39"párr. 41.

I j 'j

127 Ver, por ejemplo: Corte IDH., Caso del Caracazo. Reparac;Jones (art. 63.1 Convención
Amertcana sobre Derechos Humanos). 5entenda de 29 de agosto de 2002, SerIe C NO 95; Corte IDH.,
Caso H/~/re, ConstantJne y ~Jn Y otros. 5entencla de 21 de Junio de 2002, serte C NO 94; Corte
IDH., Caso TtujHIo Oroza. Reparaciones (.rt. 63.1 ConvenCIón Amerlatna sobre DerecIlos Humanos).
Sentencia de 27 de Febreto de 2002, Serte C NO 92; V Caso B4maca Velúquez.~ (art. 63.1
Convención Americana sobre Derechos Humanos). sentencia de 22 de febrero de 2002. SerIe C NO 91.

128 Ver al respecto: Corte I.O.H., Caso Loayza Tamayo. Reparaciones (art. 63.1 Convención
Amerlatna sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de noviembre de 1998. SerIe C NO 42, párr. 147 Y
Corte LO.H., Corte I.O.H., Caso Atoeboetoe y otros. Reparactones (art. 63.1 ConvenCIón Americana sobre
Derechos Humanos). Sentencia de 10 de septiembre de 1993. Serte C NO 15, párr. SO.
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hecl10 determinado y que es posible cuantificar a partir de ciertos Ic¡tiicadores
mensurables y objetivos129

•

133. Como lo podrá establecer directamente la Honorable Corte
mediante la prueba testimonial y documental que la Comisión ofrece, los
famlllares .de las víctímas sufrieron consecuencias múltiples Incluyendo la
pérdida de sus hijos, hermanos, compañeros y padres, quienes cónstltufan
en muchos de los casos el sostén económico del núcleo famlll~r. ' Los
familiares sobrevivientes de las vfctlmas ejecutadas se convirtieron en
vfctimas del desplazamiento, la persecucl6n y el temor. Como consecuencia
de lo descrito, los sobrevivientes y los familiares de las vfctlmas debieron
absorber pérdidas materiales considerables y determinantes, además qe
dejar de percibir sus ingresos habituales y necesarios para su subsistencia.,

134. Asimismo, numerosas familias sufrieron graves pérdidas
materiales porque los paramilitares que perpetraron la Incursl6n armada en
el Corregimiento de El Aro Incendiaron numerosas viviendas, ocasionando
consecuentemente la pérdida de los bienes muebles e inmuebles de las
familias damnificadas y su desplazamiento a otras zonas.P? Por su parte,
cuando el grupo paramilitar emprendió su retirada de El Aro, sustrajo
ilegalmente alrededor de 1.200 cabezas de ganado perteneciente a distintos
pobladores del lugar quienes, a pesar de ,realizar esfuerzos para la
recuperacl6n de los semovientes, no lograron obtener resultados en tal
emprendimiento, ya que los paramilitares contaron con la colaboración de la
Fuerza Pública para efectuar el traslado del ganado. La Identiflcaci6n de las
víctimas y la informaci6n sobre el daño sufrido aparece en el cuadro infra.

NOM.U PERJUICIOS MATlItIALU

L1b11rdo Mendou Pérdida por hurto del siguiente ganado:
12 atados a $600.000 cada uno.
20 Vacas homl5 a $400.000 cada una.
18 destetes a $250.000 cada uno.
Una mula $1.000.000.

, Valor total $20.700.000, valuado en el mes de noviembre de
1997.

U9 Ve.- al respecto: Corte 1.0.H., ClJso Loayu T/lm/lYO. Repllntclones (/lit. 63.1 Convendón
Amerlcana sobre Derechos Humanos). sentencia de 27 de noviembre de 1998. 5erte C NO 42, p6rT. 147.
Corte I.O.H., ClJso GIIrrldo y BalgcrTilJ. Reparaciones (art. 63.1 convención Amerlcana sobre DerecIlos
Humanos). Sentenda de 27 de agosto de 1998. serie C NO 39, párT. 48 Y Corte I.O.H., 0Js0 'AIoeboe(oe Y
otros. ~f'lICioMs (ert, 63.1 Convención Amer1cana sobre Derechos Humanos). Sentenda de 10 de
septlembre de 1993. SerIe C NO 15, pálT. SO. '

no Ve.- al respecto el Informe de Hllmlln Rlghts WaldJ, Los lazos que Unen: ColombIa y las
Relaciones Militares - Paramilitares. En la parte pertlnente se Indica: - se conslderaba que, durante los
d nco dfas que estuvieron en El Aro, los miembros de las ACCU hablan ( ...), quemado 47 de las 68 casas,
entre ellas una farmada, una iglesia y una central telefónica, Sllqueado comerdos, destruido caIIerles de
suministro de agua potable a las casas y obligado a huir a la mayoria de los residentes. CUIJndo salieron el
30 de octubre, las ACCU se Nevaron consigo mM de un miliar de cabezas de ganado junto con los bienes
saqueados en Cll$IJS y comercios". (Fuente resellada: javier Artloleda, -C nco dfas de InfIe¡itO en El Aro,'
El CoIombl/lno, 14 de noviembre de 1997. Accl6n Urgente de Amnistla Intemadonal 01/97,3 de enero de
1997) .
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Luis Humbeito MencIoza
Arroyave

•

Ricardo Alfnclo aull.
Echeveny

•

Bernardo Maria 31'""'­
Lopi/i'll

Pérdida por el hurto de seis novlll8S para eria y tres atJldCls de
118nado (hembra y erial, por un valor de $5.100.000 de
conformidad a la valuad6n efectuada en el a/lo 1997.

•

OllUlr AIfncIo To/ I II Jaramlllo Perdió una ClSI de 3 alcobas, sala, comedor y coctna •

135. Sin perjuicio de las pretensiones que presenten en el momento
procesal oportuno los representantes de las vfctlmas y sus familiares, la
CIDH solicita a la Honorable Corte que fije en equidad el monto de la
indemnización correspondiente al dal'lo emergente y lucro cesante, en uso de
sus amplias facultades en esta materia.

(11) DaAos Inmateriales

que:
136. •Sobre el daño Inmaterial, la Honorable Corte ha establecido

(...] El dallo Inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las
afUcdones causados a las vfctlmas directas y a sus allegados, el meooscabo de
valores muy significativos para las personas, as! como las alteraciones, de
carácter no pecuniario, en las condldones de existencia de la víctlma o su
famUla. No siendo poslble asignar al dallo Inmaterial un predso equivalente
monetario, s610 puede, para los fines de la reparación Integral a las vlctlmas,
ser objeto de compensad6n, y ello de dos maneras. En primer lugar,
mediante el pago de una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servidos
apreciables en dtnero, que el Tribunal determine en apllcacl6n razonable del
arbitrio judtdal y en términos de equidad. Y, en segundo lugar, mediante la
reallzacl6n de actos u obras de alcance o repercusl6n públicos que tengan
efectos como la recuperadón de la memoria de las vlctlmas, el reconocimiento
de su dignidad, el consuelo de sus deudos o la transmlsl6n de un mensaje de
reprobación ondaf a fas vloladonl!§, de los derechos humanos de que se trata y
de compromiso con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocun'fr31•

137. En materia del daño inmaterial sufrido por las vfctlmas, la
Honorable Corte ha establecido' la existencia de una presunción con relación

.-.',

'" COrte I.O.H., caso 'Montza urrutJa". 5entenda de 27 de noviembre de 2003, 5etIe C NO 103,
pérr, 161; Corte I.O.H., caso 'Mack Chang". 5entanda de 25 de novlembn! de 2003, supra, párr. 255 y
Corte I.D.H., ~so Bula<:Jo. Sentendo de 18 de septtembre de 2003. 5erte C NO 100, parr. 90.
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al daño inmaterial sufrido por las víctimas de violaciones de derechos
humanos y sus familiares al Indicar que el daño moral o inmaterial Infligido a
las víctimas resulta evidente, pues es ·propio de la naturaleza humana que
toda persona sometida a agresiones ..¡ vejámenes a sus derechos humanos
experimente un sufrimiento moral, y que "no requiere prueba para llegar a la
mencionada conclusI6n"132.

138. Como lo podrá establecer directamente la Honorable Corte
mediante los hechos del caso y la prueba que la Comlsi6n ofrece, los
familiares de las víctjmas han padecido la perdida de sus familiares en
condiciones traumáticas y violentas, acompañadas de una sltuacl6n de la
angustia y temor, además de haber sufrido las 'consecuenclas, en su caso,
del desplazamiento forzado y de las pérdidas de bienes materiales esenciales
para su subsistencia, tales como sus viviendas, animales y materiales de '
trabajo. Aunado a lo anterior, la lentitud y' dificultades que se han verificado
en el esclarecírnlento judicial ,de los hechos y la falta de medidas efectivas
para Identificar y enjuiciar y sancionar a los culpables, magnifica el
sufrimiento de las víctimas y sus familiares.

139. De conformIdad con lo anteriorménte expuesto y en raz6n de las
graves circunstancias del presente caso, la intensidad de los padecimientos
que los respectivos hechos causaron a las víctimas y sus familiares, las
alteraciones de las condiciones de existencia de los familiares de las víctimas,
y las demás consecuencias de orden inmaterial o que tienen carácter
econ6mlco o patrimonial, que le acarrearon a estos familiares, la Comlsl6n

I
solicita a la Honorable Corte que ordene el pago de. una compensacl6n por
concepto de daños inmateriales, conforme a la equidad y en conslderacl6n de
las características que acompañan las circunstancias de la ejecucl6n
extrajudicial de las víctimas. . '

2 Medidas de satisfacción y garantfaa de no repetlcl6n

140. La satisfacci6n ha sido entendida como toda medida que el
autor de una violaci6n debe adoptar conforme a los Instrumentos
internacionales o al derecho consuetudinario, que tiene como fin el
reconocimiento de la comlsl6n de un acto IIIclto133• La satlsfaccl6n tiene lugar
cuando se llevan a cabo tres actos, generalmente en forma acumulativa: las
disculpas, o cualquier otro gesto que demuestre el reconocimiento de la
autoría del acto en cuestl6n; el juzgamlento y castigo de los Individuos
responsables y la toma de medldas'para evitar que se repita el daí'lol J.4.

13' Corte I.D.H., Caso ]¡mn Hull'lbertp 58nc:hez. Sentencia de 7 de Junio de 2003. Serle C NO 99,
párr. 175; caso del tar.cazo. Reparedones (art. 63.1 Convend6n Amerlcana sobre O.. echos Humanos).
Sentenda de 29 de agosto ele 2002. Serle C NO 95, párr. SO e), y Caso Trujlllo 0I'llZII. RepMlIC/Ones (art.
63.1 convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de rebrero ele 2002. Serle C NO
92, párr. 88.

'" Brownlle, 5tate Responslblllty, Part l . Clarendon Press, Oxford, 1983, pág. 208.

,>4 Jlll:m.

,

•
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141. En este sentIdo y de acuerdo con la jurisprudencia de la
Honorable Corte que incluye la satisfacción y garantfas de no repetición como
parte de la restitutio in integruml3S

• La primera y esencial medida de
satisfacción en este caso consiste en llevar a término una Investigación seria,
completa y efectiva para determinar la responsabilidad intelectual y material
de los autores de las violaciones perpetradas en perjuicio de las vfctlmas de
La Granja y El Aro y asf, erradicar la impunidad de los responsables,
situación que "propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos
humanos y la total Indefensión de las víctimas y de sus famillares·m .

142. La Honorable Corte ha establecido en su jurisprudencia que toda
persona, incluyendo los familiares de las víctimas de graves violaciones de
derechos humanos, tiene el derecho a la verdad y que en consecuencia los
familiares de las vfctlmas y la sociedad como un todo deben ser Informados
de todo lo sucedido con relación a dichas violaclones. 137 Al respecto la
Honorable Corte afirmó el derecho de .los familiares de las víctimas de
conocer lo sucedido a éstas l 38

, lo que constituye una medida de reparación y
por tanto una expectativa que el Estado debe satisfacer a los familiares de
las víctimas y a la sociedad en su tonjunto. 139

143. La Honorable Corte ha sido enfática, al establecer que

el Estado debe garantizar que el proceso Interno tendiente a investigar y
sancionar a los responsables de los hechos de este caso surta sus debidos
efectos y, en particular, debe abstenerse de recurrir a figuras como la
amnlstra, la prescripción y el establecimiento de excluyentes de
responsabilidad. En ese sentido, el Tribunal ya ha sellalado que:

[ ...) son Inadmisibles las disposiciones de amnlstla, las disposiciones de
prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que
pretendan Impedir la Investlgad6n y sand6n de los responsables de las
vloladones graves de los derechos ' humanos tales como la tortura, las
ejecuciones sumarlas, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas,

'" corte I.O.H., C.so ~I«!. Re~nIdones (art, 63.1 Convención Arnef1cana sobre Derechos
Humanos). Sentencia de 22 de enero de 1999. Serie C No. 48, pálT. 31; Caso SWrez Rt»ero,
Reparaciones (art. 63.1 ColWellCl6n Amerlalna sobre Del ecfM; Humanos), Sentencia de 20 de ..,." o de
1999. Serie C No. 44, pMr. 41, Y eom. I.O.H., Caso Castillo PIIez. ReparecIones (alt. 63.1 Convend6n
Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 43.

136 Cfr. caso fUmaca VelMquez. Reparaciones (IIrt. 63.J Convend6n Amer1aIna sobre Derechos
Humllnos). SentencIa de 22 de febrero de 2002. serte C No. 91, párr. 64; Caso l1Mnsc1I vtiúquez.
Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, pálT. 211 Y Caso Loayu Tamayo. RII~'8dones
(art. 63.1 Coovencl6n Amer/al1lII sobre Derechos Humanos). Sentenda de 27 de novlembn! de 1998.
Sene e No. 42, pálT. 170.

m eom. I.O.H. Caso Hyma Made Chang, Sentencie de 25 de noviembre de 2003, párr. 274.

'" Corte l.O.H. OJso C.ntonIl 8<JIlIIvldes. Repallldones (art. 63.1 Convend6n Americana sobre
Derechos Humanos). Sentencia de 3 de dldembre de 2001, párr. 69; Caso de los "NllIos de la C.1Ie"
(VHlagrán Montles y otros). Repantdones, 26 de mayo de 2001, pátT. 100; Y Caso de la "P,mel 1lIllnca"
(Pan/agua Morales Y otros). Reparadones, sentencia de 25 de mayo de 2001,Serle C, NO 76, pálT. 200.

m Corte l.O.H, Caso OJstlllo páez. SUprll, párr. 90.

" , .', ~
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todas ellas prohibidas por contravenir derechos Inderogables reconocidos por
el Derecho Interneclonal de los Derechos Humanos'40.

En ese sentido, como ha Indicado la Corte Interamericana,

en el cumplimiento de esta obligación, el Estado debe remover todos los
obstáculos y mecanismos de hecho y derecho que mantienen la Impunldlld en
el presente CIISO; otorgar las garantlas de seguridad sutldentes a las
autoridades judldales, fiscales, testigos, operadores de justlda y a los
famll~res de [la vfctlma] y utilizar todas las medidas a su alcance para
dlllgendar el preeese!".

,

A la luz de las anteriores consideraciones, ' Colombia debe Investigar
efectivamente IQs hechos del presente caso, con el fin de Identificar, juzgar y
sancionar a todos los autores materiales e Intelectuales de las violadones '
cometidas en .perjuicio de las victlmas, para los efectos penales y
cualesquiera otros que pudieran resultar de la investigación de los 'hechos.
Es preciso que 'tribunales penales ordinarios competentes investiguen y
sancionen a los miembros de la fuerza pública que participaron en los
hechos. Además, el Estado deberá abstenerse de recurrir a figuras como la
amnlstia, la prescrlpcl6n y el establecl¡niento de exduyentes de
responsabilidad, asi como medidas que pretendan impedir la persecuctén
penal o suprimir los efectos de la sentencia condenatoria. El proceso deberá
versar sobre los hechos . y sus implicaciones juridlcas. Asimismo, los
familiares de las victlmas deberán tener pleno acceso y capacidad de actuar,
en todas las etapas e instancias de dichas investigaciones, de acuerdo con la
ley Interna y las normas de la Convención Americana . FInalmente, el
resultado del proceso deberá ser públicamente divulgado, para que la
sociedad colombiana conozca la verdad de lo ocurrido. 142

144. Por tal motivo, la Comisión solicita a la Honorable Corte que
ordene al Estado colombiano completar en forma efectiva las investigadones
conforme a las obligaciones internacionales que éste ha asumido libremente.
Tales medidas se consideran fundamentales como satisfacción para los
familiares de las vfctlmas, al igual que como garantla de no repetlci6n de las
violaciones, De conformidad con lo anterior, la Comlsi6n solldta a la
Honorable Corte que ordene al Estado que adopte las siguientes acdones
como medidas de satisfacción y garantlas de no repeticl6n:

.-

"

..

i) Que el Estado lleve a término una Investigación judicial exhaustiva
de los hechos de este Cj!so, en la que se identifique a todos los
responsables, tanto materiales como Intelectuales, asl como los
agentes del Estado cuya aquiescencia hizo posible la comlsi6n de
las violaciones a la convenctén Americana y, como consecuencia de
esta investlgadón judicial, sancione a los responsables penalmente;

,.. Corte 1.0.H., Caso "Had< Chang·, sentencia de 25 de noviembre de 2003, párr, 276.

,., Corte 1.0.H., Caso ·Had< Chang· , sentencia de 25 de noviembre de 2003, párT. 276.

,., Ver Corte 10H Caso 19 Comerciantes, sentencie del 5 de julio de 2004, párTafo 263.
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ii)

iii)

iv)

v)

I
"

Que se haga público el resultado del proceso judicial con el fin de
coadyuvar al derecho a la verdad de los familiares de las víctimas y
de la sociedad venezolana en su conjunto;

,.

Que el Estado, en consulta con los familiares de las víctimas,
efectúe un reconocimiento simbólico destinado a la recuperación de
la memoria histórica de las víctimas. '

Que el Estado adelante el cumplimiento efectivo de las órdenes de
detención dictadas por las autoridades judiciales;

,

,

Que el Estado colombiano adopte las medidas necesarias para que
los familiares de las víctimas reciban adecuada y oportuna
reparación por el daño material e inmaterial sufrido, incluyendo
medidas de satisfacción y garantías de no repetición.

. ,

,

•

,
vi) Que la República de Colombia debé adelantar acciones destinadas a

evitar la repetición de los hechos materia de la demanda, en
particular en cuanto al accionar de grupos paramilitares en
colaboración con miembros de la Fuerza Pública.

vii) Que el Estado colombiano adopte las medidas necesarias para
garantizar el retomo a su lugar de origen de las víctimas de la
incursión, desplazadas forzadamente por la violencia.

viii) Que el Estado colombiano haga efectivo el pago de las costas y
gastos en que han Incurrido los familiares de las víctimas para litigar
este caso en el ámbito interno así como ante la Comisión y la
Honorable Corte, y los honorarios de sus representantes legales.

,

c. Los beneficiarios de la reparacl6n debida por el Estado

145. El artículo 63(1) de la Convencl6n Americana exige la reparación,
de las consecuencias de una violaci6n y "el pago de una justa Indemnización
a la parte lesionada". Las personas con derecho a dicha indemnización son
generalmente aquellas directamente lesionadas por las consecuencias de
violación en cuestión.

,

146. Atendida la naturaleza del presente caso, los beneficiarios de las
reparaciones que ordene la Honorable Corte como consecuencia de la
violaciones de los derechos humanos perpetradas por el Estado en contra de
las víctimas se detallan en el Anexo B, al cual se agregan una serie de
documentos que acreditan identidad y relación de parentesco.

147. Todos ellos -en su carácter de víctimas- deben considerarse
comprendidos dentro de dicha categoría y ser beneficiarios de las

.,
I '''\ •
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reparaciones que fije la Corte, tanto en relacl6n con el daño material, como
en relación con el daño inmaterial en raz6n de que tenian 'un vinculo
emocional cercano con las vlctírnas y resultaron profundamente afectadas, .
por los hechos.

I

D. Costas y gastos,

148. De conformidad con la jurisprudencia constante de la Honorable
Corte, las costas y gastos deben entenderse comprendidos dentro del
concepto de reparacl6n consagrado en el artículo 63.1 de la Convención
Americana, puesto que la actividad desplegada por la o las victlmas, sus
derechchablentés o sus representantes para acceder a la justicia
internacional implica ero?,aclones y ccrnprornlsos de carácter económico que '
deben ser compensados 43. Asimismo, el Tribunal ha considerado que las
costas a que se refiere el articulo 55.l.h del Reglamento de la Corte
comprenden los gastos necesarios y. razonables en que la o las victlmas
incurren para acceder a los órganos de supervlsi6n de la Convencl6n
Americana, figurando entre los gastos, los honorarios de quienes brindan
asistencia juridlca. I

149. En el presente caso, la Comlsi6n solicita el la Honorable Corte
que, una vez escuchados los representantes de las victlmas, ordene al Ilustre
Estado el pago de las costas y gastos debidamente probados por aquéllos y
en atención a las caracteristlc;as especIales del caso.

IX. CONCLUSIONES

•

150. El Estado colombiano es responsable por el Incumplimiento con
las obligaciones establecidas en ,la Convención Americana por los actos de
omisión, aquiescencia y colaboracl6n por parte de miembros de la Fuerza
Pública apostados en el Municipio de Ituango con grupos paramilitares
pertenecientes a las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) que
perpetraron sucesivas incursiones armadas en ese Municipio asesinando a su
paso a civiles en estado de indefensión, despojando a otros de sus bienes y
generando terror y desplazamiento. Transcurridos más de ocho afios desde
la incursl6n en el corregimiento de La Granja y más de seis afias desde la
incursi6n armada en el Corregimiento de El Aro, el Estado colombiano no ha

\1"

cumplido aun en forma sustancial con su obligación de esclarecer los hechos,
juzgar a todos los responsables en forma efectiva y reparar adecuadamente
a las victlmas y sus familiares. . De los aproximadamente 50 paramilitares
involucrados en la comlsl6n del los graves hechos de vIolencia materia del

,., Corte I.O.H., Caso "Hack Cllang'. 5entenct.l de 2S de noviembre de 2003, supra, párr. 290;
Corte 1.0.H., caso "Hantza UrTUtla'. Sentencia de 27 de noviembre de 2003, supra, p6rr. 182 y Corte
I.D.H., ceso Bulado. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serte C NO lOO, p6rr. 150.
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presente caso s610' se ha establecido la responsabilidad penal de tres de los
cuales s610 uno se encuentra detenIdo, y no se ha avanzado en forma
sustancial en la determlnaci6n de responsabilidad de agentes estatales, .
Involucrados.

..... ,.

• x. PETITORIO

151. En vista de los argumentos de hecho y de derecho y de las
conclusiones precedentes, la Comisión Interarnerícana solicita a la Honorable
Corte que concluya y declare: , ,

,

,"." '

O·. ,

..

.'~.'

a.

b.

c.

d.

e.

qué la República de Colombia es responsable por la violación del
derecho a la vida consagrado en el articulo 4 de la Convenci6n .
Americana en concordancia con el articulo 1(1) en perjuicio de
Wllllam Villa García, Graclela Arboleda, Héctor Hemán Correa
García, Jairo Sepúlveda" Amulfo Sánchez, José Darío Martfnez,
Olcris Fail Oiai, amar de Jesús Ortiz Carmona, Fablo Antonio
Zuleta Zabala, Otonlel de Jesús Tejada Tejada, amar Iván
Gutlérrez Nohavá, Guillermo Andrés Mendoza Posso, Nelson de
Jesús Palacio Cárdenas, Luis Modesto Múnera, Dora Luz Areiza,
Wllmar de Jesús Restrepo Torres, Alberto Correa, Marco Aurello
Arelza y Rosa Arelza Barrera;

que la República de Colombia es responsable por la vIolaciÓn del
articulo 19 en concordancia con el ' articulo 1(1) de la
Convencl6n Amerlcana en perjuicio del niño Wilmar de Jesús
Restrepo Torres; ,

que la República de Colombia es responsable por la vlolaci6n del
derecho a la libertad personal consagrado en el articulo 7 de la
Convencl6n Amerlcana en concordancia con el articulo 1(1) en
perjuicio de Jalro Sepúlveda, Marco Aurello Arelza y Rosa Arelza
Barrera;

que la República de Colombia es responsable por la violación del
derecho a la integridad personal consagrado en el articulos 5 de
la Convencl6n Americana en concordancia con el articulo 1(1) en
perjuicio de Marco Aurello Arelza y Rosa Arelza Barrera;

."

que la República de Colombia es responsable por la violacl6n del
derecho a la propiedad consagrado en el articulo 21 en
concordancia con el articulo 1(1) de la Convencl6n Amerlcana en
perjuicio de Luis Humberto Mendoza, Ubardo Mendoza,
Frascisco Osvaldo Pino Posada, amar Alfredo Torres Jaramlllo,
Ricardo Alfredo Bulles Echeverry y Bernardo María Jiménez
Lopera•

.,', ' , .~ .~_ ._.,, " '.... " ... '"
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f. que la República de Colombia es responsable por la viPlaclón de
los derechos a las garantías judiciales y la protección judicial de
todas las víctimas y sus familiares, conforme a los artículos 8(1)
y 25 de la Convención Americana, así como del Incumplimiento
de su obligación de asegurar el respeto de los derechos
previstos en dicho Tratado, en virtud de su artículo 1(1);

I

g. que la República de Colombia debe llevar a térmíno ' una
investigación completa, imparcial y efectiva con el fin de juzgar
y sancionar a todos los responsables;

h. que la República de Colombia debe adelantar accíones
destinadas a evitar la repetición de los hechos materia de la
demanda, en particular en cuanto al accionar de grupos
paramilitares en colaboración con miembros de la Fuerza
Pública;

,

l. que la República de Colombia debe adoptar las medidas
necesarias para que los familiares de las víctimas fatales reciban
adecuada y oportuna reparación por el daño material e
Inmaterial sufrido así como para resarcir los perjuicios
materiales causados a la propiedad de las familias damnificadas;

"'-.

" .."

j. que la República de Colombia debe hacer efectivo el pago de las
costas y gastos en que han Incurrido los familiares de las
víctimas para litigar este caso en el ámbito Interno así como
ante la Comisión y la Honorable Corte, y los honorarios
razonables de sus representantes legales.

I I '1'

.......~

XI. RESPALDO PROBATORIO'

A. Prueba documental

152. A continuación se ofrece una relación de la prueba documental
disponible. Se adjuntan las copias más legibles a las que ha logrado tener
acceso la Comisión.

ANEXOS DOCUMENTALES - LA GRANJA

" ."

o
Declaraclones

(J~
ORDINARIA)

DE

Ascalfa General de la NIdón, Unidad de Derechos Humanos,
Declaración rendida por el Sr. carias Femltlldo Jaramlllo, 22 de

de 1997.
Ascal/a General de la Nación, Unidad de Derechos Humanos,
Dedarldón rendida por el Sr. Jaime Jesús Clfuentes cetane, 11 de
unlo de 1997.

ANIXO
No.
Cl

C2

,
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C3

C4

CS

Flsealla General de la Nación, Unidad de Derechos Humanos,
Dedaraclón rendida por Sr. Héetor Emmo cartlona Glraldo, 13 de
unlo de 1 7!......".-,--.,..--",.....,.,--.,.,....,..,-,--:---=_-:-_,..,...__+_--==----l

Flseal General de la Nación, Unidad fle Derechos Humanos,
Declaración rendida por la Sra. Gloria Lucia CorTea Garda, 26 de

se "'de;;;;1~99~7~.iaNiiCi6ñ:"'Uñj(jjj:[j"'¡:ieoeñCiiO!¡¡:¡¡¡¡riiñ;¡;s.r-c¡---iFlsealfe General de la Nación, Unidad de Derechos Humanos,
DedaI1ld6n rendida por el Sr. santiago Espinosa Gonz'Iez, 23 de

1997.

FI$CII11e General de la Nación, Unidad de Derechos Humanos,
Declaración rendida por el Dr. Jesús Valle Jaramlllo, 13 de Junio de
1997. '0 , 0

,,, .

C7

...
C9

elO

,

...,.

sentencia
(JUlTlaA
ORD!
Sentanc:lae
."fu"", •
(JUITIaA
DISCII'UNAIUA)

cn

cn

C1J

CI.

CI.

Cl7
•

CI!
•

Cl4

Comunk:ad6n del Comlti Permanente 'Héetor Abad Gómez" dirigida
I de Antl 20 de novle 1.

Comunlald6n de la Comisión Interoonoregadonal e ":]u~stId="'a""Y""Pa=z+-==---l
di distintas autor1dades estata 20 illnelO de 1 :!.7:.,."",,-+_",=,~-I
Comun n del Comité Permanente 'Hictor Abad Gómez" dirigida
a la Oftdna del Alto Comisionado de Nadones Unidas para
CoIombfa, 29 de Julio de 1997.

Dec:la,.clones
rendlda. a_ la
ClDH o con
deRIno a la ClDH

Comunlcec:lorlM
dlrlgldllll por ..
.odeclad civil a ...
autoridad..

......

Comunicación del Comlti Permanente 'Hktor Abad Gómez:
dirigida al Procurador Departamental, 4 de noviembre de 1997.

CIII

00

".

Comunlclldón del Comité Pennanente 'Hktor Abad Gómez" dlrl~
al PresIdente de la Republlca Dr. Ernesto sarnper P1zano, 7 de juHo

L .L.!o!de!W1 :!.7=-. --1. ---'

ANEXOS DOCUMENTALES - EL ARO

-,

~o
DI! CONTI!NJDO ANIXO

• No•
sentencia (JUSTICIA Juzgado Segundo Penal del Circuito EspecIalizado de Anlloqula, C21
ORDINARIA) Sentenda OrdInaria No. 8, Medellfn, 22 de abril de 2003

Declaraciones FlscaJla General de la Nación, Unidad Regional de Flscallas, cn
(JUSTIC1A ORDINARIA)

Diligencia de recePc1ón de testimonio con I eserva de identidad del
testigo de conformidad con lo dispuesto en el articulo 293 del
código de procedimiento penal, 19 de diciembre de 1997.

Flsealla General de la Nlldón, Unidad Regional de Flscallas, C23
Diligencia de declaración de Rodrigo Alberto Mendaza Pozo, 29 de
marzo de 1999.

• •
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Acta 'e Informes
(JUSTICIA ORDINARIA)

Flscalfa General de la nación, Flscalfa Delegada ante Jueces I

Regionales, Acta de Dlllgenda de Exhumacl6n llevada a cabo en e'
COiiegImlento del Aro Jurtsdlcdón del MunldplU de Ituango ­
AntlUqula, dentro del radlcado 25017, 29 de marzo de 1999.

C24

Instituto Nadanal de MeclIdna Legal y Clendas Forenses, OlIdo No
5339, radicado 25.017, 26 de marzo de 1999. ..

C25

•

,

•

7

C26

C29

C28

Juzgado Promtseuo Munldpal, Audiencia para la recepct6n del
testimonio de Juan cartos Rulz Herrera, Valdlvla, 13 de diciembre

d /.:..-=--==.,.....,===-=-==:--=--,,.-===-..,...,.+_-=:::---1Juzgado Promiscuo Munldpal, Audiencia para la recepción del
testimonio de José Gllberto López Arelza, Valdlvla, 15 de mayo de
2001.
Juzgado Promiscuo Munlcfpal, Audiencia para la recepcJ6n del
testimonio de Marla Edllma Torres Jaramlllo, Valdlvla, 15 de mayo

de ~1:.:...===:--;;==:-;-==-=-=-:::--;-:-===--:Lrr-=::--IJuzgado PromIscoo Munlcfpal, Audlenda para la recepcJ6n del
testimonio de Adrt~n Octavlo Vel~squez, Valdlvla, 24 de octubre de
2000.

Juzgado Promiscuo Municipal, Audlenda para la recepcI6n del
testimonio de Maria Elena Torres de sall era, Valdlvla, 14 de

de 2000.

Declaraciones rendidas
con destino a la
Jurtsdlcd6n contenetoso
admlnlstnltlva

• 0.-

, ,."

•. .,

.... Juzgado Promiscuo Municipal, Audlenda para la recepct6n del
testimonio de Jhon Fredy Munbz" Valdlvla, 12 de dldembre de
2000.

C30

I

,0'

" I '"\ 1

01

05

C34

03

C37

C36

02

06

Juzgado Promiscuo Municfpal, Audlenda para la recepcI6n del
testimonio de cartos Marto castalleda, Voldlvlo, 12 de 'ebt",o de
2001•
Trtbunal Admlnlstnltlvo de Antluqulo, Audlenda para la recepdón
del testimonio de Ricardo Alfredo 8ulles Echeverrt, 31 de enero de
2001.

Trtbunal Admlnistnltlvo de Antluqulo, Audlendo para la recepctón
del testimonio de Gustavo Ado\l'o TOlTeS Jaramlllo, 12 de
se de 2001.
Juzgodo Promt~:;':sc:=uo:-'-:M:::u::n:;:Ic:;:lpa=I,-;A::ud:;;le~n~c:;:la:-:pa=ra::-;l=-a~recepc==:;:;lónC::--:¡de::;I:+-=:;--1
testimonio de Jorge Ellécer Chica, Voldlvla, 31 de agosto de 2000.
Juzgado Promiscuo MunlcIPllI, Audiencia pare la recepción del
testimonio de Marto Fernando Mordnez, Valdlvla, 31 de agosto de
2000.

Juzgado Promlscuo Munlcfpal, Audlencfa para la recepdón del
testimonio de Rodrtgo Alt>erto Mendoza, Valdlvlo, 14 de dlclembre
de 1999.
Juzgado Promiscuo Municipal, Audlenclo paro la recepción del
testimonio de Mllcfades de Jesús Crespo, Voldlvlo, 12 de diciembre
de 2000.
Juzgedo Promiscuo Munldpal, Audlenda para la recepdón del
testimonio de Á1varo Antonio Mardnez Moreno, Valdlvla, 12 de

d de ",O'~"-:-::--:-""--:=--.----;-:----:-.-----.--:-+--=-o--i
Juzgado Promiscuo Muntelpal, Audiencia para la recepción del
testimonio de Sandra Correo Posada, Voldlvla, 16 de abrtl de 2000.
Juzgedo Promiscuo Munldpal, Audlendo para la recepdón del,
testimonio de 0rlI11a del carmen Jaramlllo Madas, Valdlvla, 16 de
obrtl de 2000.

Tribunal Admlnlstnltlvo de AntlUqula, Audiencia para la recepción
del testimonio de Jhon Fredy Rendón Rold~n, 8 de 'ebre, o de

f----.,-----i 2001.

Juzgado Promtscuo Municipal, Audlenda para la recepcJ6n 'del
testimonio de Amado de Jesús Jaramlllo Cano, Valdlvla, 30 de
agosto de 2000.
Juzgado PromIscuo Municipal, Audiencia para la recepción del
testimonio de Marla Resta Pusso, Valdlvla, 12 de dldembre de
2000,
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,Tribunal Administrativo de Anttoqula, Audiencia para la recepctón
del testimonio de Maria Fracedls Arlstlzábal Cuartas, 27 de junio
de 2001. '
Tribunal Administrativo de Antloqula, Audiencia para la recepción
del testimonio de Fernando Alberto Vallejo, 27 de junio de 2001

C38

C39

C40

JlJZlI8do Unlco Promiscuo Municipal de San José de la Monl8tl8,
AntIoqula, Diligencia de Audiencia para III prKtial de pruebas por
comisionado, testimonio de Relnel Octavlo CorTea, 14 de marzo de

2 "'1.--.-..,...,.,..,..,,-.--:;--.,.-;.,...-:-.:;---,,.....,;:-;--:-:-=-.--.--::---,,....,,-+--=-:---;
Tribunal Adlnlnlstratlvo de Antloqula, Sala Unitaria, testimonio de
Omar AIfrecIo TOrTeS Jarernlllo, 3 de abril de 2000.
Tribunal Administrativo de Antloqula, Sala Unitaria, testimonio de

M.rlO Ha V ra 3 de .brll ~2000~4-.-:-:=-.---:-=--.--;-+-----1
Tribunal Administrativo de Antloqulll, sala Unitaria, testimonio de
Humbarto MendoZ/l 3 d abril de 2000. '

C41

C42

C43

Declaraciones
(Justicia Disciplinaria)

C44

C45

,~.

C46

•
Personerfa Municipal T.r8za (Antloqula), Declaracl6n rencIld8 por el
Sr. Omar Alfredo TOrTes Jaramlllo, 30 de sep!'iembre de 1998.

Personerfa Municipal Taraza (Antloquta), Ded8rac1ón I endld8 por el
Sr. Yohanny Alberto de Jesús Restrepo Clro, 30 de septiembre de

1 ::-'-:;:~=:=..,..==::;--:::::==r=-==:-::==--::;--:::::-+--;=---1Puerto de Valdlvla (Antloqula), Declaracl6n rendida por el Sr.
Álvaro Antonio Martfnez Moreno, 13 de mayo del 2000.

Personerla Municipal Valdlvla (Antloqula), Declaraci6n rendida por
el Sr. Orlando Antonio Zuleta labal., 3 de enero de 1998.

" ' ..

C52

C53

C54

C55

C56



, ,
Personería Nunieipal Valdivla de (Antioqula), Queja formulada por i C57
el Sr Francisco Eladio ortíz, 5 de enero de 1998, '1 Mejor

copia
disoonlble

Personería ~Iunicipal Valdivla, de (Antioquia), Queja formulada por C58
el Sr, Jesús ~laría Restrepo Ospina, 5 de octubre de 1998, Nejor

copla
disponible

Personería Nunieipal Valdivla de (Antioqula), Queja formulada por C59
el Sr. Aiexander de Jesús Díaz Pérez 30 de enero de 1998.
Personería Nunlcipal Vaidlvla de (Antioquia), Queja fornnulada por C60
la Sra. Naria Esther Orrego, 25 de noviembre de 1997. Nejor

copla
dlsoonible

Instrucción Copia de la parte Instructiva del expediente No. 008-50035-2000, C61
(Jurisdicción Procuraduría Delegada Disciplinaria para los Derechos Humanos.
Diseiolinaria) Fecha de la carátula: 25 de enero de 2001..

,

Sentencia , Copia del Proeuradurla General de la Nación, sentencia/Proceso C62
(Jurisdicción disciplinario, 30 de septiembre de 2002.
diseiollnarla\
Infqrmes Human Rights Watch, Los Lazos que Unen Colombia y las C63

Relaciones Nilitares - Paramilitares, New York: Human Rlghts
Wateh, 2000. ,

Declaraclones rendidas Declaración rendida por la Srta. Lyllian Amparo Arelza Tobón, con C64
ante la CIDH o con destino a la CIDH, 21 de abril de 1998.
destino a la CIDH

Declaración con destino a la CIDH rendido por el Francisco C65
Oswaldo (sic) Pino Posada, recibido en la CIDH el 12 de octubre de
2000. ,
Testimonio bajo reserva de identidad rendido ante la Comisión C66
Interamericana en audiencia celebrada duranteel 1140 Periodo
Ordinario de Sesiones, 2 de julio de 2002.

Fiscalía Regional de Nedellín, Diligencia Indagatoria que rinde el C67
Sr. Francisco Enrique Villalba Hernández, 17 de febrero de 1998,
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a
El Aro, sus
judicial y el

Prueba testimonial y pericial

La Comisión ofrece el testimonio del señor
a fin de que declare sobre los hechos de El Aro, sus

consecuencias, la ausencia de esclarecimiento judicial y el
peligro para él y su familia, entre otros aspectos relativos al
objeto y fin de la presente demanda.
La Comisión ofrece el testimonio del señor

a fin de que declare sobre los hechos de El Aro, sus
consecuencias, la ausencia de esclarecimiento judicial y el
peligro para él y su familia, entre otros aspectos relativos al
objeto y fin de la presente demanda.
La Comisión ofrece el testimonio del señor

a fin de que declare sobre los hechos de El Aro, sus
consecuencias, la ausencia de esclarecimiento judicial y el
peligro para él y su familia, entre otros aspectos relativos al
objeto y fin de la presente demanda.
La Comisión ofrece el testimonio del señor·
fin de que declare sobre los hechos de
consecuencias, la ausencia de esclarecimiento

B.

(4)

(3)

(1)

(2)

I

I

I

•

•

••
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PODERES OTORGADOS POR LAS VíCTIMAS Y FAMILIARES DE VíCTIMAS EN
LOS HECHOS DE LA GRANJA Y EL ARO AL GIDH Y LA CCJ

153. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 33 del
Reglamento de la Honorable Corte, la Comisión Interamericana presenta la
siguiente información sobre la representación de los familiares de las
víctimas. El Grupo Interdisciplinario por los Derechos Humanos (GIDH) y la
Comisión Colombiana de Juristas (CCJ) actuarán en el procedimiento como
representantes de los familiares de las victimas que se detallan infra y con
relación a los cuales se anexan los poderes correspondientes. El GIDH estará
representado ante la Honorable Corte por María Victoria Fallón y la CCJ por
Gustavo Gallón Giraldo, Carlos Rodríguez Mejía y Luz Marina, Monzón
Cifuentes, quienes han establecido, a efectos procesales, el siguiente
domicilio:

¡ '(\1

71

peligro para él y su familia, entre otros aspectos relativos al
objeto y fin de la presente demanda.
La Comisión ofrece el testimonio del señor

_ a fin de que declare sobre los hechos de El Aro, sus
consecuencias, la ausencia de esclarecimiento judicial y el
peligro para él y su familia, entre otros aspectos relativos al
objeto y fin de la presente demanda. '
La Comisión ofrece el testimonio del señor

a fin de que declare sobre los hechos de El Aro, sus
consecuencias, la ausencia de esclarecimiento judicial y el
peligro para él y su familia, entre otros aspectos relativos al
objeto y fin de la presente demanda.
La Comisión ofrece el testimonio del señor
a fin de que declare sobre los hechos de ~! Are, sus
consecuencias, la ausencia de esclarecimiento judicial y el
peligro para él y su familia, entre otros aspectos relativos al
objeto /fin de la presente demanda,
La Comisión ofrece el testimdnio del señor

a fin de que declare sobre los hechos de El Aro, sus
consecuencias, la ausencia de esclarecimiento judicial y el
peligro para él y su familia, entre otros aspectos relativos al
objeto y fin de la presente demanda,
La Comisión ofrece al doctor Carlos Martín Beristain como perito
a fin de que ilustre a la HonorableCorte sobre la reparación del
daño inmaterial causado a los familiares de las víctimas, entre
otros aspectos relativos al objeto y fin de la presente demanda.

(5)

(8)

(6)

(9)

(7)

.'XII. DATOS DE LOS DENUNCIANTES ORIGINALES, DE LA
VÍCTIMA Y DE SUS FAMILIARES

"
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HECTOlt HE N VIctlma La Di
CORREA Granja o

Marl8 Ubla GIIrdo de Correa Modre Pendiente de recepd6n
o

~n Enrique Correa GIIrda Padre Fallecido o

Dorll luz Correa Gardo Hel'mana X

Monlca Uney ArlIngo Correa Sobrina X
,

EverAnd~ ArlIngo Correa SobrIno X

Oiga Reglno Correa Gardo He iIIana X

Yollma Slrtey Zllpata Correa Sobrina X, ,

Rodrtgo Alexonder Zopata Sobrino X,
COIT'M
Ad",n Felipe Zopata Correa Sobrino X

Oiga Elena Zllpata Correa SobrIna X
,

sergio Andrés Zapata Correa SobrIno X

Jorge Enrique Correa Garcra Hermano Pendiente de recepción
,

Jorge Welmar Correa Sobrino Pendiente de recepción
Sí z I

Angy Vanessa Correa Sobrina Pendiente de recepción

~lIIa Correa Garda Hermana Pendiente de recepción

Allna Plltrtda Correa COI Iea Sobrina Pendiente de recepc:lón

Genny Yohana Correa Correa Sobr1na Pendiente de recepc:lón,

Diana CecIlia Correa Correa Sobrina o Pendiente de recepc:lón

Juan Daniel CoITea Correa Sobrino Pendiente de recepc:lón

Nubla de los Dolores Correa Hermana Pendiente de recepd6n
Gordo
Martha Cedlla 0Ch0a Correa Sobrino Pendiente de recepción

Mano Enrique OChoa Correa Sobrino Pendiente de recepc:lón

Javier Maurido OChoa Correa Sobrino X

Gloria luda Correa Gorda Hermana Pendiente de recepc:lón

Corlos Enrique Jaramlllo Sobrino Pendiente de recepc:lón
Correa
Ana Corollna Jaramlllo Sobrina Pendiente de recepción
Correa
luis Gonzolo Correa Garda Hermano X

Oiga Cr1stlno Correa Tobón Sobrina X

Morra Elena Correa Tobón SobrIna X

samuel Antonio Correa Hennano Pendiente de recepción
Garda

WILMAADI! Vlctlma El DZ
RE TORMS Aro

Marl8 Edllma Torres Madre X
Jaramlllo
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DIana Haryon Restrepo Hennana X ,.
-¡;
Yuber Mey Restrepo TOITeS Hennano X

MHadIs del Cal ",en Restrepo Hermana X
T
NkxlIM Albelro Restrepo Hennano X
T
Gema Inés Restrepo Torres Hennana X •

Orlando Arturo TOfTeS Tfo X o

G~

I::~:a111l Torres
TIa X

loan Sebastlán Restrepo Sobrino X
Torres

,

OLCRJS PAIL O Vlctlma !I 03
Aro

Mercedes Rosa Pérez de OJaz Madre X

, Luz Nefly Olaz pérez Hermana X

Delcy Berenice Dlaz Pé"'f Hermana X

Il1Ilma Dlaz Pérez Hennana X

Alexander de Jesús Dlaz Hermano X
~rez

o

Nohella Oraz Pérez Hennana X

Kefly Tatlana osorío Dlaz Sobrina X

SergIo Harbey Osor1o Dlaz Sobrino X

luis Alberto Cannona Dlaz Sobrino X

OTOHII!L D! J!SUS TEJADA Vlctlma !I D4 o

JARAMILLO Aro

Danllo de Jesús Tejada Hermano X
Jal1lmlllo
Geny Mansol Tejada Sobrina X
~ o

Luis Norvey Tejada Quintero Sobrino X

Nfver Or1ey Tejada Quintero Sobrino X
•

Ellana SIr1ey Tejada Quintero Sobrina X

Luz Albeny Tejada Quintero Sobrina X •

HI1.SON D!Jiii'iS Vlctfma El OS
PALACIO CAIlD!HAS Aro

•

Gladls Elena Jaramlllo Cano Compeflera X ,
pennanente

A1exancler Palacio Jal1lmlllo Hijo X

Helson Adn~n Palado Htlo X
Jaramll
John Fredy Palado Posso HIJo (con Aura X

Estela Posso
Múnera

GUlLUItMO ANO Vlctlma !I 011
MENDOZA POSSO Aro

I

•
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• Ubardo Mendaza Padre X

Vlvl8na Janeth Mendoza Helillana X
Posso
Jee! Roda Mendoza Posso Hermana X ,

.

~I:m::~se;e::::oza
Hermana X

Hermana X
Posso
Rodrtgo Alberto Mendoza Hermano X

~Femando Mendoza Hermano X
,

Posso •

Diana Patricia Mendoza I:len;nana X
Posso

, Yovanny Mendoza Posso Hermano X

Claudia Cristina Mendoza SObrina X
•

~ Felipe Restrepo

•

SObrino X,
~arcela Mendoza SObrina X
Posso •

Ondy Danlela Cano Mendoza SObrina X ,

l.ekIy Julleth Hidalgo Sobrina X
l!!!!i!9za

OMARIV GUTIIRMZ Vfctlma I!I D7,
NOHAVA Aro

José Anfbal Gutlérrez Padre X
la 1110
Rosa filarla Nohavé de Madre X
Gu
Fabla Ar1ey Gutlérrez Nohavé Hermano . X

Rosmlra Gutlérrez Nohavé Hermana X

Marfa ludria Gutlétrez HermaDll X •

Nohavé
Vk.tor Manuel T0b6n Nohavé Hermano X

medio por
parte de
madre

Jatr Ovldlo T0b6n Nohavé Hermano X
medio por
parte de
madre

Walter AUrio tobón Nohavé Hermano X
medio por
parte de
medre

Francisco Daniel Córdoba SObrino X
G ..

Yull8na Patricia Mora SObrino X
Gu
y Natalla Martlnez SObrina X
Gu érrez •

DORA LUZ AllI!JZA Vlctlma I!I D8
Aro

luis Ufrén Arelza Posso Padre X

Jeel Esther Am::tYave Posso Madre X

NoeIla Estella Arelza Hermana X
A ave
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Freldon Esteban Arelza Hermano X ~ '

~ve
Roblnson Arglro Arelza Hermano X

~.:. Anlxmlo Arelza Abuelo X
• PI

Marfa Resta Posso de Arelza Abuela X

Marfa Doralba Arelza Posso Tla X I

Georglna Arelza Posso Tla X •

• Ugla Amanda Arelza Posso Tla X

Maria Bernarda Arelza Posso Tla X
•

MARCO AURlUO ARDZA vrctllNl el M ,
OIORlO Aro

, carftna Tobón de Arelza Esposa X

GllbrteIa Pab1da Arelza Hija X
, Tollón

Yonny Aurello Arelza Tobón Hijo X

Mlryam Luda Arelza Tob6n , HIJa X

Mario Alberto Arel,a Tob6n Hijo X,
Ullyam Amparo Arelza Tob6n HIJa X

carlos Iv~n Conrea Arelza NI~ X

,Angela Marfa CorTea Arelza Nieta X

Diana Luda S~nchez Arelza Nieta X

Laura Marcela Vel~squez Nieta X ,

LUIS MODISTO M1iÑERA
ArelZa

VlctJ.... El DlO
Aro

Marfa Gloria Granda Esposa X

AstrId Elena Múnera Granda Hija X,

Marfa C1ementtna Múnera Hija X
~nda
Aracelly Múnera Granda Hija X,

Gloria Emllsen Múnera Hija X
I Granda
Marta Consuelo Múnera Hija X
Granda
Juan Alberto Múnera Granda Hijo X

Geraldlne cano Múnera Nieta X ,
Diego Artey Múnera Nieto X

Juan Gabriel Múnera Nieto X

Marfa Marfene Múnera Nieta X
G a
Ramiro Alonso Múnera Nieto X
Granda
Alba Lucia Múnera Granda Nieta X

Unana Patricia Múnera Nieta X
Granda

•
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Adrlana Marla Múnera Nieta X

" '
GI1I
Elvla Consuelo Múnera Nieta X

, GI1Inda
JUlln Esteban Múnera Nieto X
G nda
Defby Fa~n Múnera GI1Inda Nieto X

Aura Estela Posso MÚnerll Sobrina X •

JO DARlO VfctImIl I!I D11 ,
piuz Aro

Maria Ester 0rTeg0 compeliera X
,ª-rmanente

Maria Elena Martfnez Orrego HIJa X,

Rosa Deftlna Martfnez 0rTeg0 H~a X
,

CltI10s Arturo Martfnez HIJo X

I~Hberto Martlnez HIJo X,
O
EdI!sDn Darlo OrTega Hijo no X,

ieGOIloddo,
Wllllam And~ Orrego H~no X

¡econoddo
Mercedes Rosa Patlllo H~a de X ,

:~;!do Enrique Martlnez
crIll11Zll
Hermano X

,
Htldebrando Martfnez Garda Sobrino X

Edma Rosa Martfnez Garda Sobrina X

OMAlltDl! J OKTIZ VlctJma El D12
CAIlMOtIA Aro ,

Maria Ubla carmona de Ortlz Madre X

Rosángela Ortlz Carmona Hermana X

Gudlela del carmen Ortlz Hermana X
ca •

GIor1a Estefany Palado Ortlz Sobrina X

Davlnson Femey Palacio SobrIno X
Ortlz
Marla Oliva calle Femández Compeliera X

~rmanente
Onlar Alvelro calle Hijo sin X ,
Femández reconocer
Juan carlos calle Fem'ndez Hijo sin X

reconocer
l>ek:y Tatlana calle • Hija sin X
Femández reconocer •
Johan Daniel calle Hijo stn X
FenM/ldez

,

~Cristlan de Jesús Calle X
Femández (Este nlllo nació reconocer
tres meses después de la
muerte de su dre1

FABIO ZULETA ZAIIALA Vlctlma El D13
Aro

Marla Magdalena Zabala Madre
Mesa
Margartta Zulela Zabala Hennana X

,
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, Rodrtgo de Jesús Zuletl!l Hermano X
Z
Or1llndo Antonio Zulet8 Hermano X
Z
c:etIII Mansalve Zabala Hermana X ,

media por
parte de
madre

Marla Gl1Idela cossie Compallera X
Jaramlllo pennanente

Jetson And" Zuletl!l Cosslo HIJo X

carlos Ad~n Zuleta Cosslo Hijo X

Juan Felipe Zulet8 Cosslo Hijo X

Delby Esteban Zulet8 lllpata Sobt1no X

Johnatan Zuleta Zapata Sobrino X

Fernando Antonio Zuleta Sobrino X,
~Plltrida Zuletll Sobr1na X

I=ollma Zuletl!l Agudeio Sobr1na X

Leldl Tatfana Zulet8 Agudeio 50brIna X

1;;A1exander Zuleta Sobf1no X ,

l!dIson Alfonso l.olllza Zuleta Sobt1no

HerMn Darlo Montoya Sobt1no X
Z
GrlSeIda del ca" "en Zuleta Sobr1na X

I~sIdlll Zuleta Sobt1na , X
A

I=:::aZ::ncla

Sobt1na X

Sobrina X

I~~Angélica Zuletl!l VII/a Sobt1na X

Wllson de Jesús Zuleta VlIIa Sobt1na X

Ayda Luz Zuletl!l Villa Sobrina X

Una Marlaa Mantoya Zuletl!l Sobrina X

ROSA AREIZA IARRnA Vlctlma El D14
Aro

I:IIgIo PéIel Agulrre Esposo X

Yamllcen Cunla! Pérez Arelza HIJa X

Julio I:ltver PéI~ Arelza Hijo X

Blglo de Jesús PéI eL Arelza HIJo Pendiente de recepción

Ornar Daniel Pérez Arelza HIJo Pendiente de recepci6n
,

Ugla Lucia Pérez Arelza HIJa Pendiente de recepción

Nombre de le vlctlma NOMBRE del poderdente ClIllcled Cople cIeI P_
oto'llaclo a ....

re r•••ntII~de la.

~_ . .....~. ,_, o ~ . ,· . , • o. • • _. _ ..,...,..... _ _ ' ... . __ '



, '. " '" ,"', .,." ' , ...,....",,..,... " .., ... ,

,
" > ...- , , ,',,..,, • .••,. ,-- "" '<-."" ..,' ",,, ' " " . , ,'. ' (. .,," "" ,. '.," ," , ", ",,,e'.,, · , " ," . "., , .,,, ,__. ,,,,:: ,, . ' . ,,~. , ,, , , , ,, . ,,,,,, ,,,

•••

' , ' --

78

t
00000 .84 .,

.0_,

•

~n:-
Ubardo Mendoza Ubardo Mendoza Vlctlma El Aro- X

•
Derecho a la

~Aro-ILuis Humberto Mendoza Luis Humberto Mendoza X
AlTOyave AITOyave Derecho ala

~Aro-
t

Ricardo Alfredo Bulles Ricardo Alfredo Bulles X •Echeverry Echeverry Derecho ala
•

-e=-Aro-Bemardo Maria Jlménez Bemardo Maria Jlménez X
Lepen! Lope¡a Derecho a la

~Aro-Frandsco Osvalclo Pino Posada Francisco Osvalclo Pino X
Posada Derecho a la

,

~Aro-Ornar Alfredo Torres Jaramlllo Ornar AItredo TOi i es X
Jaramlllo Derecho a la

.J1foDledad

,

. ,

•

."

María Libia Garda de Correa, Jorge Enrique Correa Garda, Jorge Welmar
Correa Sánchez, Angy Vanessa Correa Sánchez, Alba Cecilia Correa Garda,
Allna Patricia Correa Correa, Genny Yohana Correa Correa, Diana Cecilia,
Correa Correa, Juan Daniel Correa Correa, Nubla de los Dolores Correa
Garda, Martha Cecilia Ochoa Correa, Mario Enrique Ochoa Correa Gloria
Lucía Correa Garcla, Carlos Enrique Jaramlllo Correa, Ana carolina Jaramlllo
Correa, Eliglo de Jesús Pérez Areiza, ornar Daniel Pérez Arelza, L1gla Lucia
Pérez Arelza y Samuel Antonio Correo Garcfa quienes se han demorado en la
presentación de los poderes a favor del GIDH y la CCJ, serán representados
por la Comisión hasta el momento en el cual se haga efectiva la' acreditación
de estas organizaciones como sus representantes ante la Corte. ' . • r\ '

• • 154, Dado que no ha sido posible localizar a los familiares de Willlam
Villa Garda, Graciela Arboleda, Jairo Sepúlveda Amulfo Sánchez y Alberto
Correa, la Comisión asumirá su representación.
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